
BOLETIN OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES 

111 LEGISLATURA 

Serie A: 
PROYECTOS DE LEY 5 de septiembre de 1986 Núm. 1 

PROYECTO DE LEY 

Ordenación de los transportes terrestres. 

La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reunión 
del día de hoy, ha acordado, de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 109 del Reglamento de la Cámara, 
remitir a la Comisión de Industria, Obras Públicas y Ser- 
vicios para su aprobación con competencia legislativa 
plena y publicar en ei BOLETfN OFICIAL DE LAS CORTES GE- 
NERALES el proyecto de ley de ordenación de los transpor- 
tes terrestres. 

Los señores Diputados y los Grupos Parlamentarios dis- 
ponen de un plazo de quince días hábiles a partir del día 
10, fecha de constitución de esa Comisión, que expira el 
27 de septiembre para presentar enmiendas al citado pro- 
yecto de ley, cuyo texto se inserta a continuación. 

' La documentación que se acompaña con el proyecto de 
ley de referencia, se encuentra a disposigión de los seno- 
res Diputados en la Secretaría de la Comisión corres- 
pondiente. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento de 
la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de septiembre 
de 1986.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis María Cazorla Prieto. 

PROYECTO DE LEY DE ORDENACION DE LOS 
TRANSPORTES TERRESTRES 

La hasta ahora vigente legislación reguladora del trans; 
-porte por-carretera data, en sus normas básicas, de 1947; 
la del transporte ferroviario, de 1877. Desde las fechas ci- 
tadas hasta nuestros días, se han producido en la reali- 
dad infraestructura1 sobre la que las referidas normas in- 

cidían, profundísimos cambios que afectan a los aspectos 
técnico, económico, social y político del transporte. . 

La falta de adecuaci6n de unas normas promulgadas 
hace casi medio siglo en un caso, y más de uno en el otro, 
para regular un transporte que se lleva a cabo con unos 
medios técnicos muy diferentes a los que en ellas pudie- 
ron preverse, y para establecer las pautas con que hacer 
frente a unas necesidades de desplazamiento encuadra- 
das en una realidad sociológica distinta, y en un contexto 
económico y político absolutamente diversos a los exis- 
tentes cuando fueron redactadas, hacían que la revisión 
general de las mismas fuera una tarea auténticamente 
inaplazable. 

Hay que tener en cuenta, además, que el sector del 
transporte, lejos de caracterizarse por la existencia de 
unos principios permanentes que postulen la prolongada 
continuidad de las normas, tal y como ocurre en otros sec- 
tores del ordenamiento, se enmarca en lo que la iuspubli- 
cística alemana ha denominado expresivamente terreno 
de la «ley-medida)), en el que las normas se han de carac- 
terizar por su variabilidad, a fin de ser utilizadas como 
«medidas», ante las situaciones contingentes en que se de- 
sarrolla normalmente la realidad que tratan de regular. 

Ello ha hecho que, en la práctica, hayan proliferado en 
la regulación del transporte, las normas de carácter re- 
glamentario, que con una cobertura de legalidad muchas ' 

veces dudosa han tratado, de forma asistemática y dis- 
persa, de hacer frente a las nuevas necesidades surgidas, 
creándose una fronda legislativa, en la que el solo hecho 
de determinar cuáles eran las normas vigentes, constituía 
por sí mismo, muchas veces, Un auténtico problema. 

Por ello, la Ley que ahora se promulga, partiendo del 
diseño de un sistema flexible en el que tienen cabida las 
diferentes situaciones fácticas que, como mínimo a me- 
dio plazo, puedan presentarse, realiza una derogación ex- 
presa de todas las normas con rango de Ley formal, regu- 



ladoras del transporte por carretera y por ferrocarril, y 
prevé que en el momento de entrada en vigor de sus re- 
glamentos generales, queden, asimismo, derogadas el res- 
to de las normas reguladoras de las citadas materias, ex- 
cepto las que expresamente se dedaren vigentes. 

Establece pues la Ley, un punto cero en la regulación 
del transporte terrestre, lo que forzosamente ha obligado 
a que la misma tenga una cierta extensión, pese al nota- 
ble esfuerzo sintetizador realizado como puede apreciar- 
se sin más que ver el conjunto de disposiciones deroga- 
das por la presente Ley. 

La Ley realiza la ordenación del transporte terrestre en 
su conjunto, estableciendo normas de general aplicación, 
y así, los Títulos Preliminar y Primero, se aplican de for- 
ma global a la totalidad de los modos de transporte terres- 
tre, regulándose en los Títulos sucesivos, de forma espe- 
cífica, el transporte por carretera y por ferrocarril. En re- 
lación con los transportes por cable y por trolebús, dada 
la más reciente promulgación de su legislación regulado- 
ra, y el carácter especial de la misma, se ha optado por 
una remisión a su normativa específica, sin perjuicio de 
su encuadramiento en el contexto de ordenación general 
del transporte terrestre, a través de la aplicación a los 
mismos de los referidos Títulos Preliminar y Primero de 
la Ley, además de la Disposición Adicional Tercera por lo 
que respecta al transporte por cable. 

Dentro del más estricto respeto de las Competencias de 
las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, 
y asimismo del sistema constitucional v legal de atribu- 
ción normativa y jerarquización de fuente, la Ley preten- 
de confesadamente su aplicación por vía directa o suple- 
toria, al mayor ámbito en que ello resulte jurídicamente 
posible, partiendo de la idea de que el mantenimiento de 
un sistema común dc transporte resulta absolutamente 
imprescindible para la vigencia efectiva de una serie de 
principios constitucionalcs entre los que se cita cxpresa- 
mente en el articulado la existencia de una unidad de 
mercado en todo el territorio del Estado. 

Ello ha llevado a intentar establecer un sistema lo su- 
ficientemente flexible para que las características propias 
de las diversas Comunidades Autónomas puedan ser de- 
sarrolladas por Cstas, dentro del marco general de la Ley, 
sin que para ello sea preciso que cada Comunidad Autó- 
noma promulgue su propia regulación ordenadora del 
transporte si así lo estima oportuno. 

Este diseño de un sistema común de transportes, pre- 
sidido por un marco normativo homogkneo, aunque com- 
patible con los distintos desarrollos que las diferentes si- 
tuaciones territoriales impliquen, se complementa con 
una delegación prácticamente total de las competencias 
ejecutivas y aun normativas, estatales, que deban reali- 
zarse a nivel regional y local, lo que conlleva. y ello se es- 
tablece explícitamente, la desaparición de la Administra- 
ción periférica del Estado anteriormente competente. 

Dicha delegación no hace por otra parte sino clarificar 
jurídicamente la ya existente, realizada en su día en fa- 

'vor de los Ente Preautonómicos, y ejercida en la actuali- 
dad por las Comunidades Autónomas, amparando la mis- 
ma bajo la cobertura formal, constitucionalmente exigi- 

da, de una Ley Orgánica, y efectuando una obligada adap- 
tación de su contenido al régimen de Ordenación sustan- 
tiva previsto en la nueva Ley. 

En definitiva, el sistema que se trata de conseguir es 
claro: se intenta que el marco normativo general y la di- 
rección global del sistema de transportes sea común en 
todo el Estado; ello se hace compatible con la existencia 
de normas diferenciadas que sin violentar dicho sistema 
general den respuestas distintas a necesidades territoria- 
les diferentes, según la voluntad de las distintas Comuni- 
dades Autónomas, v se atribuye la gestión única del refe- 
rido sistema a las Entidades Territoriales, evitándose la 
superposición de varias Administraciones diferentes en el 
ámbito regional. 

Hay que añadir, además, que la Ley se aplica tanto en 
el transporte interurbano como el urbano, respetándose 
en éste la competencia municipal, y acabando de esta for- 
ma con un vacío normativo que era causa de importantes 
disfunciones. 

Por lo que se refiere a los principios económicos y so- 
ciales que la presiden, hay que decir que la Ley, respe- 
tando en todo caso el sistema de mercado y el derecho de 
libertad de empresa, constitucionalmente reconocidos, 
tiende, en todo caso. a que la empresa de transportes ac- 
túe en el mercado con el mayor grado de autonomía po- 
sible, permitiendo, a la vez, una gradación del interven- 
cionismo administrativo, según cuales sean las circuns- 
tancias existentes en cada momento. 

Finalmente, la Ley no olvida los problemas de la segu- 
ridad en el transporte, aludidos en el marco de los prin- 
cipios generales de la misma, y abordados a lo largo de 
su articulado, si bien su tratamiento más profundo debe 
realizarse a un nivel jurídicamente inferior mediante las 
normas de desarrollo de la Ley para lo que dsta sienta las 
bases suficientes. 

Entrando va e n  c1 examen del articulado en concreto, 
hay que señalar que el Título Preliminar, además de es- 
tablecer el ámbito de aplicación de la Ley, de acuerdo con 
las ideas antes citadas, establece los principios generales 
que han de presidir el sistema de transportes, y diseña un 
ejercicio de las competencias basado en el respeto de los 
mismos por las diversas Administraciones Públicas. 

No se ha querido incluir, en el texto de la parte dispo- 
sitiva de la Ley, la referencia a diversos principios reco- 
nocidos por la Constitución, tales como los de igualdad 
de derechos y obligaciones en cualquier parte del territo- 
rio del Estado (artículo 139.1), libertad de circulación de 
personas y de bienes (artículo 139.2), identidad en las con- 
diciones básicas que garantizan la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y deberes cons- 
titucionales (artículo 149.1.1"), solidaridad, equilibrio 
económico y ausencia de privilegios entre las distintas Co- 
munidades Autónomas (artículo i 38), que amparan sin 
duda el respeto en todo el territorio del Estado de unos 
principios normativos únicos, por entender que ello no re- 
sulta necesario, al estar los mismos explícitamente expre- 
sados en la Constitución y ser, por tanto, constitucional- 
mente obligatorio el respeto de la Ley en todo el territo- 



rio del Estado, en la medida en que tienda a hacer cfec- 
tivos los mismos. 

Parece, por último, oportuno destacar, en cuanto al con- 
tenido del Título Preliminar, que en el mismo se Iia in- 
cluido un Capítulo relativo a la creación de Organos de 
colaboración entre las distintas Administraciones Públi- 
cas, en el que recogiendo las pautas de lo que la doctrina 
ha denominado en *otros países (( Federalisino Cooperati- 
vo)), se intenta superar las dificultades que un rígido res- 
peto a un sistema de separación competencial podría su- 
poner, estableciendo un sistema de colaboración interad- 
ministrativa que junto con el resto de principios v medi- 
das anteriormente citados, posibilite la superación de la 
dialéctica posesiva individual concretada en el «mío o 
tuyo», sustituyendola por un sistema armónico de cola- 
boración plural, articulado, a través de la aceptación del 
«nuestro» corno principio de actuación. La Conferencia 
Nacional de Transportes v la Comisión de Directores Ge- 
nerales son Organos de composición mixta, en los que el 
Estado es uno de sus miembros, que están llamados a 
cumplir un importante papel en la consecución del sistc- 
ma común de transportes que se prctcndc. 

En el Título 1 se incluven las disposiciones aplicables a 
la totalidad de los modos en que se rcalizan los distintos 
servicios y actividades de transporte terrestre, estable- 
ciéndose un núcleo normativo común a todos ellos, que 
juntamente con los principios y reglas de colaboración 
competencial regulados en el Título anterior, permiten di- 
señar la configuración de un auténtico sistema de trans- 
portes terrestres. 

Comienza este Titulo por un Capítulo relativo a Direc- 
trices Generales, en el que merece destacarse la referen- 
cia al sistema de economía de mercado como marco en el 
que se lleva a cabo la actividad de transporte, v la refe- 
rencia a las funciones públicas de corrección de las defi- 
ciencias estructurales y encauzamiento de la iniciativa 
empresarial, cuando ello resulte necesario, para el ade- 
cuado funcionamiento del sistema. 

El Capítulo 11, referido a la programación y planifica- 
ción, establece un sistema flexible de programación opta- 
tiva, en el que se fijan pautas respecto al contenido de los 
programas y planes cuando éstos existan, y se preve la co- 
laboración de las empresas v asociaciones del sector en 
su elaboración. No se trata de establecer un sistema de 
planificación centralizada que prejuzgue la actuación de 
las empresas y elimine su libertad de gestión, sino más 
bien de encuadrar de una forma racional v sistemática las 
necesarias actuaciones públicas en el sector, evitando la 
dispersión y aun contradicción que en ocasiones se han 
dado en las mismas, a través de una prcvisión global v 
coordinada. 
' El regimen económico-financiero, regulado en el Capi- 
tulo 111, se basa en la autonomía financiera de la empresa 
y en el principio de riesgo y ventura de ésta. No obstante, 
y al tratarse de actividades de servicio público o, al me- 
nos, de interés público relevante, se prevé la posibilidad 
de que la Administración pueda establecer condiciones ta- 
rifarias de obligado cumplimiento, clarificándose la dis- 
tinción, actualmente vigente, pero no siempre bien com- 

prendida, entre la potestad tarifaria de la Administración 
de Transporte y el .control general de precios, atribuido a 
los órganos radicados en el Ministerio de Economía y 
Hacienda. 

Se establecen, asimism'o, en este Capitulq reglas sobre 
la necesidad de compensar a las empresas las obligacio- 
nes de servicio público que deban asumir, sobre la obli- 
gatoriedad de cobertura de los riesgos mediantes la sus- 
cripción de los correspondientes seguros, sobre realiza- 
ción de las funciones de carga y descarga, v sobre las ga- 
rantías del porteador, de percibir el importe del trans- 
porte. 

El Capítulo IV se refiere a la coordinación entre los di- 
versos modos de transporte terrestre, v al transporte com- 
binado, v partiendo desde luego de la idea de libertad del 
usuario y del régimen concurrencia1 en la competencia in- 
termodal (la Lcv de Coordinación del Transporte por 
Carretera con el Ferroviario de 1947 se deroga expresa- 
mente), establece pautas para promover el transporte de 
mercancías en un modo concreto cuando existan razones 
excepcionales que así lo rccomiendcn, determinando, así 
mismo, condiciones específicas para favorecer la coordi- 
nación de los distintos modos de transporte v el transpor- 
te combinado. 

El Capítulo V aborda el importante problema de la 
coordinación del sistema de transportes con las necesida- 
des de la defensa y protección civil, estableciendo diver- 
sas reglas de colaboración v coordinación inter-adminis- 
trativa, en una, materia en la que la dispersión de compe- 
tencias lo hace especialmente necesario. 

Los Capítulos VI v VI1 están referidos respectivamente 
a la Inspección del Transporte Terrestre y al Consejo Na- 
cional dc Transporte Terrestre. En cuanto a la Inspección, 
las consideraciones sobre la misma se hacen conjunta- 
mente con las del Titulo V referido al Control v RCgimcn 
sancionador, dado el estrecho contacto de sus materias, 
aunque el hecho de estar este último referido solamente 
al transporte por carretera, mientras que aquél se refiere 
a la totalidad de los modos de transporte terrestre, ha mo- 
tivado que se encuentren en Títulos separados. Por lo que 
se refiere al Consejo Nacional del Transporte Terrestre, 
hay que señalar que se trata de un órgano asesor y con- 
sultivo, integrado por la totalidad de los sectores afecta- 
dos por el transporte terrestre, que está llamado a cum- 
plir importantes funciones en orden a facilitar a la Admi- 
nistración los elementos técnicos necesarios para la toma 
de decisiones, v equilibrar v ponderar los intereses de los 
diversos grupos. 

El Capítulo VI11 está dedicad,o a la regulación de las 
Juntas Arbitrales del Transporte, las cuales tienen su an- 
tecedente inmediato en las extinguidas Juntas de Detasas. 

Cerrada, despuds dc la última reforma de la Ley de En- 
,juiciamiento Civil ,  la vía de la conciliación como camino 
para que ante las referidas Juntas se resolvieran los con- 
flictos de pequena cuantía entre transportistas v cargado- 
res o usuarios, se ha establecido siguiendo la línea abier- 
ta por la reciente Ley de Consumidores v Usuarios, la vía 
del arbitraje, como medio idóneo para agilizar la resolu- 
ción de las controversias de hasta 500.000 pesetas susci- 



tadas en relación con el cumplimiento del contrato de 
transporte. El principal problema para lograr la necesa- 
ria eficacia en el funcionamiento de las Juntas, que po- 
dría haber estado constituido por el sometimiento a una 
legislación general de arbitraje, excesivamente formalis- 
ta, se ha obviado, siguiendo las pautas establecidas por 
la referida Ley de Consumidores y Usuarios, mediante la 
previsión de un procedimiento simplificado que será ob- 
jeto de regulación reglamentaria. 

El Capítulo IX, último del Título 1, está dedicado a los 
usuarios del transporte, y establece prescripciones dirigi- 
das a la protección de los mismos y a promover su parti- 
cipación en el ejercicio de las funciones administrativas 
que les afecten. 

El Título 11 está referido a las Disposiciones comunes a 
los transportes por carretera y a las actividades auxilia- 
res y complementarias de los mismos. 

Se aborda en este Título, en primer lugar, la regulación 
de las que normalmente se denominan ((condiciones de 
acceso a la profesión», considerándose como tales la ca- 
pacidad profesional, la honorabilidad y la capacidad eco- 
nómica. La regulación de estas condiciones se ha realiza- 
do siguiendo las pautas de las Directivas de la Comuni- 
dad Económica Europea, la cual exige su aplicación por 
parte de los Países miembros. 

Especial importancia reviste la regulación general que 
se realiza de los distintos títulos habilitantes para la rea- 
lización de los diversos tipos de servicios y actividades de 
transporte. Dentro de esta regulación general merecen sin 
duda destacarse dos aspectos: 

El primero, hace referencia a la regla general de liber- 
tad de concurrencia de las empresas al mercado de trans- 
portes que la Ley establece, regla, que únicamente cede, 
dando paso a supuestos de intervencionismo administra- 
tivo en cuanto a la restricción del acceso al mercado de 
las empresas, en los casos tasados que la propia Ley de- 
termina. Ello significa que la contingentación, y la impo- 
sición de limitaciones para el ejercicio de la profesión, así 
como el otorgamiento y reparto, en su caso, de los corres- 
pondientes Títulos habilitantes, no constituye en absolu- 
to una actuación discrecional de la Administración, sino 
que está basada en reglas específicas legalmente prefija- 
das, y que únicamente cabrán, cuando existan problemas 
estructurales que imposibiliten el establecimiento del sis- 
tema de libre concurrencia, si bien es preciso señalar que 
el carácter dependiente y por tanto rígido de la demanda 
de transporte hace a este sector especialmente proclive al 
surgimiento de tal tipo de problemas. 

El segundo de los aspectos importantes anteriormente 
citados hace referencia al establecimiento de una autori- 
zación común o de base, que coincide con la autorización 
para realizar servicios discrecionales, la cual es, como re- 
gla general, así mismo necesaria para realizar cualquier 
servicio distinto de los discrecionales, debiendo, en este 
caso, complementarse con la necesaria concesión o auto- 
rización especial. 

Con la implantación del sistema de autorización co- 
mún, se pretende aumentar la flexibilidad en la utiliza- 
ción de los vehículos y la capacidad empresarial, funda- 

- 

mentalmente en el sector del transporte de viajeros, eli- 
minando la separación hasta ahora existente entre los ám- 
bitos reservados al transporte regular y discrecional, que 
conlleva una infrautilización de las inversiones en mate- 
rial móvil de las empresas de transporte, posibilitando a 
través de la autorización común, que las empresas pue- 
dan dimensionar su parque de vehículos adaptándolo a 
las demandas globales de transporte que reciban. 

La autorización común se convierte en elemento de ra- 
cionalización y rentabilización de las explotaciones, al 
permitir a las empresas que lleven a cabo servicios regu- 
lares, realizar así mismo otros de carácter discrecional, 
al tiempo qiie sienta las bases de un sistema global, y no 
fragmentario como el actual, en el transporte de viajeros. 

En definitiva, la autorización común es el elemento que 
permite pasar a un sistema, en el que la interconexión 
real que existe entre los diversos tipos de transporte por 
carretera, tenga su respuesta en la posibilidad de una ac- 
tuación empresarial, legalmente habilitada para realizar, 
de acuerdo con sus necesidades y la demanda que reciba, 
el tránsito de uno de los referidos tipos de transporte a 
otro, o incluso para atender simultáneamente a varios de 
ellos. 

Se regulan, así mismo, en este Título, los requisitos ge- 
nerales para el ejercicio de la actividad de transportista, 
y entre ellos debemos citar, la inscripción en el Registro 
General de Transportistas que la Ley regula, el cumpli- 
miento por parte de los vehículos de determinados requi- 
sitos y la constitución de una fianza garantizadora. Lo 
más novedoso, sin embargo, de esta parte de la Ley, lo 
constituye la posibilidad de que los servicios se presten 
no sólo con vehículos de los que sea propietario el trans- 
portista, sino también con otros de los que disponga a tra- 
vés de otra fórmula jurídica admisible desde la óptica de 
la adecuada ordenación del transporte. 

Hay que hacer mención, también, al hecho de que la 
Ley desplace definitivamente su atención, a la hora de 
considerar el vehículo que realiza el transporte, a aquel 
que realiza la tracción, y no como hasta ahora ocurría ha- 
cia el remolque o semi-remolque, lo cual era causa de fre- 
cuentes problemas jurídicos inscribiendo así el ordena- 
mient’o jurídico español en las más modernas tendencias 
dentro del campo del transporte por carretera. 

El Capítulo 11 de este Título está referido a las Agrupa- 
ciones de empresas de transporte y a la colaboración de 
las mismas con la Administración. Se prevé en este Capi- 
tulo la existencia de un Registro de Asociaciones de Em- 
presas de Transporte en el que deberá quedar acreditada 
su representatividad. 

Como sistema general para formalizar jurídicamente y 
articular la participación de las empresas del sector en la 
actuación administrativa, que hasta ahora se realizaba de 
forma asistemática y al margen de toda regulación, se 
crea el Comité Nacional del Transporte por Carretera en 
el cual estarán integradas las diferentes Asociaciones, se- 
gún su respectiva representatividad. 

Se regula también, en este Capítulo, la colaboraci6n de 
los transportistas entre sí, a través de la constitución de 
cooperativas, previéndose en sintonía con la nueva regu- 



lación general del cooperativismo, la doble fórmula de 
creación de cooperativas de trabajos asociados, en las que 
la empresa porteadora es, en todo caso, la cooperativa, y 
los transportistas se convierten en meros socios-trabaja- 
dores de ésta, y la de cooperativas de transportistas, de- 
dicadas fundamentalmente a la captación y comerciali- 
zación de cargas, que luego serán transportadas por sus 
socios. En ambos casos se establecen reglas especiales en 
relación con el régimen general a fin de posibilitar y pro- 
mover la creación de cooperativas. 

El Título 111 está referido a la regulación específica de 
los distintos tipos de servicios y actividades de transpor- 
te por carretera, realizando en su Capítulo Primero las di- 
versas clasificaciones de los mismos. 

El Capítulo 11 está dedicado a la ordenación de los 
transportes regulares de viajeros. 

En el transporte regular de viajeros, se ha distinguido 
la regulación de los transportes permanentes de uso ge- 
neral, que coinciden básicamente con los anteriores ser- 
vicios regulares, los transportes de uso especial, en los que 
se han integrado los transportes escolares y de obreros, 
que anteriormente pese a la regularidad de su prestación 
se consideraban discrecionales, y que ahora siguiendo las 
Directrices de la Comunidad Económica Europea tienen 
la consideración de regulares especializados, y los trans- 
portes temporales que comprenden toda una gama de po- 
sibles servicios en los que la característica de la periodi- 
cidad no se ve acompañada de su continuidad o per- 
manencia. 

En cuanto al transporte regular de viajeros permanen- 
te de uso general, respetando como regla general el siste- 
ma concesional, basado en la celebración de un concurso 
para seleccionar el prestatario, se han introducido sin em- 
bargo importantes modificaciones respecto al régimen 
anterior, entre las cuales deben citarse las siguientes: 

- Posibilidad de sistemas de gestión distintos de la 
Concesión (concierto, gestión interesada, etc.). 
'- Plazo de duración de las concesiones, variable, liga- 

do a los plazos de amortización y normalmente compren- 
dido entre diez y treinta anos. 
- Posibilidad de las empresas de modificar las condi- 

ciones de explotación originariamente previstas. 
- Posibilidad de utilización de los vehículos para la 

prestación de servicios diferentes de los de la concesión. 
- Posibilidad de utilización de la colaboración de 

otros transportistas para atender excesos de demanda, 
pudiendo la Administración regular el régimen de la 
misma. 
- Posibilidad de otorgamiento de concesiones zonales 

que comprendan todos los servicios regulares de una de- 
terminada zona, salvo los que expresamente se exceptúen. 
- Previsión del régimen jurídico aplicable en los su- 

puestos de rescate, caducidad y abandono del servicio por 
parte del concesionario, así como de intervención de la ex- 
plotación por parte de la Administración, cuando ello re- 
sulte necesario. 
- Previsión de un régimen especial para servicios de 

previsible escasa demanda y sin características de titula- 
ridad pública. 

En cuanto a los servicios regulares de uso especial y 
temporales, parece oportuno destacar la necesidad de que 
se presten, en todo caso, al amparo además de su autori- 
zación especffica, de la autorización común anteriormen- 
te citada, lo que posibilita, en todo caso, rentabilizar la 
explotación empresarial a través de la realización de ser- 
vicios complementarios. Se establecen, además, ciertas 
reglas tendentes a evitar que se produzcan detracciones 
injustificadas de tráficos por parte de estos servicios, de 
las líneas regulares permanentes de uso general. Por últi- 
mo, hay que señalar la posibilidad de utilizar vehículos 
de' otros transportistas para atender los excesos de de- 
manda que no puedan ser cubiertos con los medios 
propios. 

Por lo que se refiere a los transportes públicos discre- 
cionales de viajeros y de mercancías, que se regulan en el 
Capítulo 111, hay que destacar en primer lugar, la nove- 
dad que supone en orden a la eficacia en el funcionamien- 
to empresarial, la consideración como transportes discre- 
cionales de la totalidad de los transportes de mercancfas, 
se realicen o no con reiteración de itinerario, calendario 
y horario, y la posibilidad de que dichos transportes rea- 
licen, al amparo de la misma autorización, carga co,mple 
ta o carga fraccionada, lo que supone un elemento de 
flexibilización, racionalización e integración empresarial 
en el transporte .de mercancías, especialmente en lo refe- 
rente a la distribución física, sólo comparable al que pue- 
de suponer la autorización común en el transporte de 
viajeros. 

Hay que hacer especial mención así mismo como inno- 
vación relevante, a las variadas modalidades en que pue- 
den ser otorgadas las correspondientes autorizaciones, se- 
gún cual sea, en cada momento, la situación del sector. 
En lugar de optar por un sistema único entre los diversos 
que nos ofrece el derecho comparado y nuestro propio re- 
gimen anterior, se ha establecido una fórmula posibilista 
que permite sustituir un sistema por otro, según vayan 
modificándose las circunstancias fácticas sobre las que el 
mismo haya de incidir, e incluso admite la combinación 
simultánea en el tiempo de varios sistemas, para sectores 
del transporte que se encuentren en situaciones dife- 
rentes. 

Inicialmente y teniendo en cuenta las circunstancias de 
exceso de oferta, o insuficiencia de los medios de inspec- 
ción que concurren en la situación actual, se ha estable- 
cido un sistema de autorización basado en el actualmen- 
te vigente, en el que cada autorización hace referencia a 
un vehículo, si bien se establecen grandes facilidades en 
orden a modificar dicha referencia; no obstante, se per- 
mite que ya de entrada se puedan establecer para tipos 
de transporte que no deban estar contingentados sistemas 
autorizatorios no basados en el vehículo. 

Todo ello parece que ha de permitir adecuar la inter- 
vención administrativa a las necesidad de cada momen- 
to, realizando una articulación del binomio intervención 
administrativa en cuanto al acceso al mercado-modalidad 
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de autorización, que evite las rigideces que la implanta- 
ción de un sistema único ocasionaría. 

En otro orden de cosas, parece importante senalar que 
las autorizaciones de transporte discrecional se otorgaran 
como regla general sin plazo de duración prefijado, si bien 
podrá ser objeto de revocación por razones de utilidad pú- 
blica, o interés social, mediante la correspondiente in- 
demnización, cuando dicha revocación se realice antes de 
que las autorizaciones alcancen la antigüedad que rcgla- 
mentariamente se determine. 

Por último, en cuanto a los servicios discrecionales, hay 
que hacer mención a la posibilidad que regula la Ley de 
utilizar la colaboración de otros transportistas para aten- 
der excesos convunturales de demanda. 

En cuanto a los transportes privados, regulados en el 
Capítulo IV de este Título, la Ley distingue entre trans- 
portes privados de carácter estrictamente particular, que 
no están sujetos lógicamente a control administrativo es- 
pecífico alguno, y transportes privados complementarios, 
refundiendo en estos últimos las dos categorías antcrior- 
mente existentes de transportes de servicio propio y de 
servicio particular complementario. 

En la regulación de los transportes privados, se han tc- 
nido muy en cuenta, las reglas continidas en las Directi- 
vas de la Comunidad Económica Europea, complctándo- 
-se las mismas con diversos preceptos dirigidos a asegu- 
rar que dichos transportes constituyan, en todo casv, un 
mero complemento de otra actividad económica princi- 
pal, y no se conviertan en una vía de competencia desleal 
con el transporte público. Los transportes oficiales rcali- 
zados por la Administración para atender a sus propias 
necesidades de funcionamiento, tienen la consideración 
expresa de  transportes privados, si bien no están sujetos 
a autorización administrativa. 

Por lo que se refiere al Transporte Internacional, regu- 
lado en el Capítulo V ,  se ha establecido una clasificación 
(regular ocasional y de lanzadera) inspirada en la cstable- 
cida en las Organizaciones Internacionales, y se hace una 
regulación del mismo en la que está en todo momento pre- 
sente (y esta peculiaridad es la que obliga a realizar una 
ordenación específica) la necesidad del acuerdo de las vo- 
luntades de otros Estados para que este transporte pueda 
realizarse, así como la subordinación de su regulación a 
lo dispuesto en los Tratados Internacionales. La referida 
regulación está inspirada cn la idea dc facilitar, en todo 
lo posible, el acceso de nuestros transportistas al merca- 
do de portes internacionales. 

Se ha dedicado, así mismo, un Capítulo (el VI de este 
Título) al transporte turístico, por entender que en el mis- 
mo se dan peculiaridades tales, que hacen necesario su 
tratamiento diferenciado. El transporte turístico se carac- 
teriza por el hecho de que la realización del transporte n o  
es sino una parte de los servicios que se facilitan al usua- 
rio, contratándose conjuntamente con otras prestaciones, 
tales como las de alojamiento, guía turística, etc., y rea- 
lizándose dicha contratación a travks de las agencias de 
viaje. 

Dentro de la tendencia general de la Lcv de posibilitar 
y fomentar el transporte turístico, se presta, s in  embar- 

go, atención especial a que la cobertura formal del mis- 
mo no pueda ser utilizada para realizar una competencia 
desleal a los servicios regulares. 

El último Capítulo de  este Título está dedicado a la re- 
gulación de los transportes urbanos, entendiendo como 
tales los que se prestan en suelo urbano o urbanizable, y 
atribuyendo la competencia sobre los mismos a la auto- 
ridad municipal. Dicha competencia municipal puede ser 
extendida a todo o parte del término municipal en rela- 
ción con los transportes que afecten, de forma exclusiva, 
o predominante, al interés local. 

Se  establecen en este Capítulo reglas de coordinación 
entre las actuaciones municipales y las de las Entidades 
competentes en relación con el transporte interurbano, te- 
niendo especial interés la subordinación de la autoriza- 
ción de transporte interurbano en vehículos de turismo 
(taxis) a la previa obtención de la correspondiente auto- 
rización municipal, por entenderse que el servicio presta- 
do  en dichos vehículos reviste un interés esencialmente 
municipal; en sentido contrario se ha establecido la posi- 
bilidad de que los vehículos de viajeros de elevada capa- 
cidad, y de mercancías en todo caso, puedan al amparo 
de la correspondiente autorización de transporte discre- 
cional interurbano realizar, además, transporte urbano, 
ya que en este caso el interks predominante es el in- 
terurbano. 

Se  establecen también, en este Capítulo, reglas especia- 
les para facilitar la ordenación del transporte metropoli- 
tano v el de las zonas en que se produce una interacción 
de tráficos correspondientes a distintas esferas de compe- 
tencias, previéndose diversas posibilidades para coordi- 
nar o modificar la actuación de las diferentes Entidades 
que ostenten competencias sobre los transportes de la 
zona. 

Por último, se establecen diversas pautas en  relación 
con el importante problema de la financiación de los 
transportes urbanos. 

El Título IV está dedicado a las actividades auxiliares 
v complementarias del transporte, considerando como ta- 
les, las agencias de transportes, los centros de informa- 
ción y distribución de cargas, los almacenistas-distribui- 
dores, los transitarios, las estaciones de transporte por 
carretera y el arrendamiento de vehículos. 

Las agencias de transporte son las únicas Entidades au- 
torizadas para realizar, de forma gcncral, la mediación 
entre cargadores o usuarios y transportistas, pudiendo 
realizar agrupaciones de cargas o de viajeros. 

Hay que referirse como novedad a la distinción que se 
establece entre agencias de cargas completas y de cargas 
fraccionadas, exigiéndose en relación con estas últimas, 
especiales requisitos en relación con la específica función 
que realizan. 

Las agencias de transporte deberán realizar su media- 
ción contratando en nombre propio con ambas partes y 
asumiendo la Correspondiente res6onsabilidad ante las 
mismas. Aparecerán así, como portcadores frente a los 
cargadores o usuarios, y como cargadores o usuarios fren- 
te a los transportistas. 

Dentro de la regulación de las agencias, tiene especial 
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interés la novedad que introduce la Ley de unificar la ac- 
tuación de las actuales agencias de viaje, hasta ahora so- 
metidas a la normativa turística, y la de mediación en el 
transporte de viajeros. Esta mediación queda reservada a 
las agencias de viaje, que sin perjuicio de seguir someti- 
das a su normativa específica, entran, asimismo, en el ám- 
bit0 de aplicación de la Ley, la cual establece diversas re- 
glas de coordinación de.la actuación de la Administración 
turística y de transportes sobre las mismas. 

Los Centros de Información de cargas no realizan su ac- 
tuación contratando en nombre propio como las agencias, 
sino que se limitan a poner en contacto a cargadores y 
transportistas, a fin de facilitar la comercialización de 
cargas. Los Centros de Información pueden cumplir un 
importante papel de cara a facilitar las cargas en los via- 
jes de retorno, y constituyen, sin duda, una valiosa medi- 
da de apoyo a los pequeños transportistas que carecen de 
una red de comercialización propia. 

En cuanto a los almacenistas-distribuidores, su inclu- 
sión en el ámbito de aplicación de la Ley, se debe a que 
los mismos realizan normalmente la distribución de pro- 
ductos ajenos, valiéndose de la colaboración de otros 
transportistas, con lo que de hecho llevan a cabo una ac- 
tividad de mediación, contratando en nombre propio con 
ambas partes, que estaría, en principio, reservada a las 
agencias de transporte. Dado que su actividad es, en la 
práctica, profundamente diferente a la de las agencias, re- 
sultaba necesario la legalización de la misma, realizando 
la correspondiente regulación. 

Por lo que se refiere a los transitarios, se trata de una 
figura de profundo arraigo, y gran importancia práctica, 
cuyas específicas funciones como organizadores del trans- 
porte internacional, requería sin duda un tratamiento es- 
pecífico en la Ley, que reconociera, amparara y regulara 
las mismas. 

Las estaciones de transporte por carretera, en su doble 
modalidad de viajeros y mercancías, son, asimismo, ob- 
jeto de tratamiento en la Ley, la cual establece los crite- 
rios y pautas por los que debe regirse su ubicación, cons- 
trucción y gestión, y establece las necesarias reglas de 
coordinación entre la Administración municipal y la Au- 
tonómica o Estatal en relación con estos aspectos. 

En cuanto a la realización material de la construcción 
y gestión, se establece una preferencia de las empresas 
privadas que se articula, como regla general, a través del 
correspondiente concurso. 

Se regula, por último, dentro de las actividades de auxi- 
liares y complementarias del transporte por carretera, la 
de arrendamiento de vehículos, habiéndose tenido en 
cuenta, como en otros aspectos de la Ley, en dicha regu- 
lación, las normas de la Comunidad Económica Europea, 
la cual exige que en los países miembros esté admitida la 
posibilidad de arrendamiento de vehículos. 

Sin duda, y dejando aparte el de arrendamiento de ve- 
hículos de turismo para su utilización particular, el arren- 
damiento de vehículos de transporte público, va a estar 
en la práctica íntimamente ligado a la modalidad de au- 
torización de transporte que en cada momento y para 
cada caso exista. Si la autorización aparece vinculada a 

un vehículo concreto, parece que el papel del arrenda- 
miento sería menos, ya que el mismo únicamente sería 
posible para plazos prolongados; por el contrario, si la 
modalidad de la autorización permite su adscripción a ve- 
hículos indistintos, resulta claro la mayor importancia 
que el arrendamiento puede revestir. 

La wgulación que se realiza tiene un carácter flexible, 
a fin de que sea posible su adaptación a las variadas cir- 
cunstancias clc hecho que concurran en la actividad y se 
prwc' quc. L'OIIIO regla general, el arrendamiento se reali- 
ce siii los sc-i.\,icios del conductor. 

El Tiiulo  c', referido al Control y Régimen sancionador, 
ha de contcmplarse en relación con el Capítulo VI del Tí- 
tulo 1, ya que conjuntamente recogen sustancialmente las 
disposiciones de la reciente Ley, de 6 de noviembre de 
1984, que dada la absoluta urgencia del tema, se había 
adelantado a regular estas cuestiones partiendo de los 
principios generales, que ya se pensaba que habían de 
presidir la próxima ordenación general del transporte, y 
que se recogen en esta Ley. 

Se han realizado, sin embargo, diversas modificaciones 
en relación con el texto de la citada Ley de 1984, a fin de 
adaptarle a las nuevas figuras que la parte de ordenación 
de la Ley crea, y a las modificaciones generales, operadas 
respecto al régimen anterior. Entre las modificaciones 
realizadas merece destacarse la previsión de que dentro 
de cada Subsector de la Agrupación de Tráfico de la Guar- 
dia Civil existirán Agentes con dedicación preferente a la 
vigilancia del transporte por carretera con arreglo a las 
directrices de los servicios de inspección del transporte, 
sin perjuicio, claro está, de su dependencia del Goberna- 
dor Civil respectivo. 

El Título VI contiene una nueva regulación del trans- 
porte ferroviario que viene a sustituir a las ya centena- 
rias leyes ferroviarias de fines del siglo pasado y prime- 
ros del actual, así como a los Decretos-leyes que, en 1962 
y 1964, definieron el Régimen Jurídico de RENFE. 

La parte más relevante de este Título quizá sea la que, 
en cl Capítulo 11, Sección 11, viene a definir la Red Nacio- 
nal integrada de Transporte Ferroviario que constituye el 
soporte básico de las comunicaciones ferroviarias nacio- 
nales, y cuya responsabilidad se encomienda por la Ley, 
en concordancia con el marco constitucional, a la Admi- 
nistración del Estado, en régimen de gestión directa a tra- 
vés de la Sociedad Estatal «Red Nacional de los Ferro- 
carriles Españoles)) (RENFE). 

Asimismo, hay que destacar que en el Capítulo V se ac- 
tualiza el régimen jurídico básico de RENFE, ajustándo- 
lo a las previsiones de la Ley General Presupuestaria, per- 
filando los mecanismos de control de dicha Red Nacional 
por la Administración del Estado, sin mengua de su con- 
veniente autonomía de gestión, y recogiendo las moder- 
nas técnicas de planificación de objetivos a través de con- 
tratos-programa, así como los conceptos de obligaciones 
de servicio público y normalización de cuentas, en línea 
con el Derecho derivado de las Comunidades Europeas. 

Los restantes capítulos de este Título tratan del modo 
más sintético posible, de la regulación -obligada, aun 
cuando su previsible aplicación sea, seguramente, redu- 
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cida- de los ferrocarriles de transporte público no inclui- 
dos en la Red Nacional y de los ferrocarriles de transpor- 
te privado, estableciendo, en cuanto a los primeros, las 
normas básicas para la gestión directa o indirecta de los 
correspondientes servicios, en línea con los principios ins- 
piradores del resto de la Ley, y sometiendo los segundos 
al régimen de autorización administrativa. 

Finalmente, se establecen las limitaciones legales en el 
ejercicio de los derechos de propiedad en la zona de pro- 
tección al ferrocarril y las reglas de policía de ferrocarri- 
les, actualizando las disposiciones de la anterior Ley de 
1877. 

El Título VI1 y último de la Ley tiene carácter orgáni- 
co, y realiza la delegación de funciones de titularidad Es- 
tatal a las Comunidades Autónomas, a la que al principio 
nos referíamos. 

Dicha delegación, como ya se dijo, comprende la tota- 
lidad de las competencias estatales que por su naturaleza 
deben ser realizadas a nivel autonómico o local y está re- 
ferida, no solamente a actuaciones gestoras, sino también 
normativas cuando éstas estén previstas en la legislación 
Estatal. Naturalmente las competencias delegadas debe- 
rán ser, en todo caso, ejercitadas con sujeción a las nor- 
mas e instrucciones dictadas por el Estado. 

En cuanto al control de la actuación delegada, se prevé 
la posibilidad, cumpliendo una serie de requisitos caute- 
lares, de revocación de la delegación por parte del Esta- 
do, cuando las Comunidades incumplan las normas que 
regulan su ejercicio, o dicha revocación resulte convenien- 
te por razones de interés público general. 

También como medio de control, se prevé que el Minis- 
terio de Transportes, Turismo y Comunicaciones pueda 
impugnar ante la jurisdicción Contencioso-Administrati- 
va los actos de las Comunidades Autónomas en el ejerci- 
cio de competencias delegadas, teniendo dicho recurso 
efectos suspensivos sobre el acto de que se trate, si así se 
solicitase. 

Hay que decir, por último, en relación con este Título, 
que para posibilitar el ejercicio por parte de las Comuni- 
dades Autónomas de las competencias que se les delegan, 
se prevé la transferencia a las mismas de los medios per- 
sonales y materiales de la Administración periférica del 
Estado, con los que ésta viniera realizando las correspon- 
dientes funciones, estableciéndose expresamente que di- 
cha transferencia será total, no manteniéndose órgano al- 
guno de gestión específica del transporte terrestre, en la 
Administración Feriférica del Estado. 

Por lo que se refiere a la importante cuestión del paso 
' del régimen anterior, a la nueva ordenación que la Ley es- 
tablece, hay que señalar que las disposiciones transitorias 
de la Ley realizan una convalidación de los Títulos admi- 
nistrativos otorgados conforme a la anterior legislación, 
por los previstos en la que ahora se promulga, en la que 
ha sido preocupaci6n fundamental el respeto a los dere- 
chos adquiridos, de tal forma que las empresas puedan se- 
guir realizando, como mínimo, las actividades para las 
que estaban anteriormente habilitadas. 

En relación con los servicios regulares de viajeros, dado 
lo específico de su situación, se establecen normas espe- 

ciales tendentes a evitar el desfavorable impacto que so- 
bre el funcionamiento del sistema tendría la brusca ex- 
tinción de la mayor parte de las concesiones, establecien- 
do un tránsito ordenado de la anterior situación a la nue- 
va, mediante el mantenimiento en la gestión del servicio 
de los actuales concesionarios por un plazo razonable, 
siempre que acepten las modificaciones en los servicios 
que resulten necesarias y el íntegro sometimiento al ré- 
gimen establecido en la nueva Ley. 

Se dan, asimismo, normas especiales en relación con 
las concesiones de las que eran titulares RENFE y FEVE, 
que vinieran siendo gestionadas con la colaboración de 
empresas privadas, posibilitando el acceso de éstas a la 
titularidad concesional cuando hubieran sido privadas de 
ésta como consecuencia del derecho de tanteo ejercitado 
por las compañías ferroviarias, o cuando se trate de em- 
presas que hayan sido titulares de autorizaciones de ser- 
vicios de la clase B otorgadas según los Decretos de 22 de 
febrero y 21 de junio de 1929, y vengan colaborando en 
la prestación del servicio,desde una fecha anterior al 1 de 
enero de 1937. 

En cuanto a las Disposiciones Adicionales, la primera 
de ellas realiza la creación de la Empresa Nacional de 
Transportes por Carretera, la cual tendrá la consideración 
de Sociedad Estatal, teniendo como finalidad fundamen- 
tal la asunción de la titularidad cfk las concesiones hasta 
ahora correspondientes a RENFE y FEVE, ya que se es- 
tima que el criterio anteriormente señalado de libertad 
de concurrencia entre modos, se compagina mal con una 
situación creada como consecuencia de las normas de pro- 
tección al ferrocarril. 

La segunda Disposición Adicional impone una impor- 
tante limitación a la posibilidad fáctica de realizar trans- 
porte clandestino, al no permitir la matriculación de nin- 
gún vehículo a partir de determinada capacidad, si no se 
justifica previamente que el mismo puede ser legalmente 
dedicado a la realización de transporte. 

La Tercera Disposición Adicional realiza una actualiza- 
ción de la legislación del transporte por cable, la cual si 
bien como regla general es perfectamente válida para la 
situación actual, razón por la que se ha optado por man- 
tener su vigencia, estaba necesitada de ciertas precisio- 
nes en relación con el régimen especial de otorgamiento 
de concesiones a los titulares de estaciones de invierno, y 
con la aplicación de normas tarifarias específicas. 

La Disposición Adicional Cuarta encomienda al Gobier- 
no que, en el plazo de 24 meses a partir de la entrada en 
vigor de la Ley, presente a las Cortes un proyecto de Ley 
de creación de una tasa por uso de infraestructura, como 
elemento fundamental para la consecución de los princi- 
pios de igualación de las condiciones de competencia, y 
de pago por cada modo de transporte de los costes que 
ocasione, habiéndose tenido en cuenta la obligatoriedad 
de la misma para los países miembros de la Comunidad 
Económica Europea. 

La Disposición Adicional Quinta establece el respeto de 
los regímenes especiales de Navarra y Alava y prevé la ac- 
tualización de los mismos a fin de homologarlos al régi- 
men general establecido en la Ley. 
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Por último, la Disposición Adicional Skptima autoriza 
al Gobierno para actualizar las diferentes cuantías pecu- 
niarias que la Ley establece, a lin de adecuarlas en todo 
momento a los cambios del valor adquisitivo de la mone- 
da ,  sin perjuicio de la modificación de las cuantías a tra- 
vés de las correspondientes Leyes de Presupuestos. 

En su virtud, a propuesta del Ministerio de Tianspor- 
tes, Turismo y Comunicaciones, el Gobierno soniete a la 
deliberación de las Cortes Generales el proyecto de Ley: 

TITULO PRELIMINAR 

CAPITULO 1 

Ambito de aplicación 

Artículo 1 

1. Se regirán por lo dispuesto en esta Lev: 

1 .U Los transportcs de viajeros y mercancías por carre- 
tera, tcniendo la consideración de tales aquellos realiza- 
dos en vehículos automóviles que circulen, sin camino de 
rodadura fijo, y sin medios fijos de captación de energía, 
por toda clase de vías terrestres urbanas o interurbanas, 
públicas o privadas. 

Las actividades auxiliares y complementarias del 
transporte, considerándose como tales a los efectos de 
esta Ley, la actividad de agencia de transportes, la de 
transitario, la información sobre cargas, las funciones de 
almacenaje y distribución, la agrupación y facilitación de 
las llegadas y salidas a través de estacioiics de viajeros o 
de mercancías, y el arrendamiento de vehículos. 
3 .U  Los transportcs por ferrocarril, considerándose 

como tales aquellos en los que los vehículos en los que se 
realizan circulan por un camino de rodadura fijo que les 
sirve de sustentación y de guiado, constituyendo el con- 
junto camino-vehículo una unidad de explotación. 

2:' 

2. Los transportes que se lleven a cabo en trolebús, así 
como los r e a l i d o s  en telefericos u otros medios en los 
que la tracción se haga por cable v en los quc no exista 
camino de rodadura fijo, estarán sometidos a las disposi- 
ciones de los Títulos Preliminar y Primero de la presente 
Ley, rigiéndose en lo demás por sus normas específicas. 

N o  obstante, serán de aplicación, asimismo, en relación 
con el último de los dos tipos de transportes citados en el 
párrafo anterior (transporte por cable), las reglas estable- 
cidas en la Disposición Adicional Tercera. 

Artículo 2 

La presente Ley será de aplicación directa y preferen- 
te, en todo caso, en relación con los transportes y activi- 
dades auxiliares o complementarias de los mismos, cuya 

competencia corresponda a la Administración del Esta- 
do. Asimismo, se aplicará a aquellos transportes y activi- 
dades cuya competencia corresponda a las Comunidades 
Autónomas y a la Administración Local con el carácter su- 
pletorio o preferente que en cada caso resulte procedente 
de conformidad con el ordenamiento constitucional, esta- 
tutario y legal. 

CAPITULO 11 

Principios generales 

Artículo 3 

La organización y funcionamiento del sistema de trans- 
portes se ajustará a los siguientes principios: 

a) Establecimiento y mantenimiento de un sistema 
común de transporte en todo el Estado, mediante la coor- 
dinación e interconexión de las redes, servicios o activi- 
dades que lo integran, y de las actuaciones de los distin- 
tos órganos y Administraciones Públicas competentes. 

b) Satisfacción de las necesidades de la CUmunidad 
con el máximo grado de eficacia y con el mínimo coste 
social. 

c) Mantenimiento de la unidad de mercado en todo el 
territorio español, conforme al artículo 139.2 de la Cons- 
titución. 

Artículo 4 

1 .  El mantenimiento de un sistema común de trans- 
portes en todo el Estado, se promoverá a través de la coor- 
dinación e interconexión recíproca de las distintas partes 
que integran el mismo, debiendo procurarse la desapari- 
ción de los desequilibrios regionales, así como de las du- 
plicidades no justificadas y disfuncionalidades de las re- 
des, servicios o actividades de transporte. 

Los poderes públicos promoverán la adecuada sa- 
tisfacción de las necesidades de transporte de los ciuda- 
danos, en el conjunto del territorio español, en condicio- 
nes idóneas de seguridad, con atención especial a las ca- 
tegorías sociales desfavorecidas y a las personas con mo- 
vilidad reducida, así como a las zonas y núcleos de po- 
blación alejados o de difícil acceso. 

La eficacia del sistema de transportes deberá, en 
todo caso, quedar asegurada mediante la adecuada utili- 
zación de los recursos disponibles, que posibilite la ob- 
tención del máximo rendimiento de los mismos. Los po- 
deres públicos velarán, al respecto, por la coordinación 
de actuaciones, unidad de criterios, celeridad y simplifi- 
cación procedimentales y eficacia en la gestión admi- 
nistrativa. 

En el marco del principio de unidad de mercado, 
los poderes públicos buscarán la armonización de las con- 
diciones de competencia entre los diferentes modos y em- 

2. 

3.  

4. 
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presas de transporte, tenderán a evitar situaciones de 
competencia desleal, y protegerán el derecho de libre elec- 
ción del usuario, y la libertad de gestión empresarial, que 
únicamente podrán ser limitadas por razones inherentes 
a la necesidad de promover el máximo aprovechamiento 
de los recursos y la eficaz prestación de los servicios. 

CAPITULO 111 

Régimen de competencias y coordinación de las mismas 

Artículo 5 

1. La regulación, ordenación y en su caso programa- 
ción o planificación del transporte terrestre, se realizará 
por los distintos órganos administrativos competentes, en 
forma que se asegure el cumplimiento de los principios se- 
ñalados en el artículo 3 .  

El ejercicio de sus respectivas competencias por 
cada uno de los órganos administrativos a que se refiere 
el punto l del presente artículo, no podrá realizarse dc 
tal manera que impida u obstaculice la efectividad de las 
encomendadas a los restantes, en cuanto éstas fueran con- 
ducentes al cumplimiento de los principios mencionados 
en el artículo 3.  

Lo dispuesto en este artículo, y en los dos inmedia- 
tamente anteriores será de aplicación a las Comunidades 
Autónomas y a las Entidades Locales, con cl carácter v 
en la forma que resulte procedente, según las determina- 
ciones constitucionales 

2. 

3.  

Artículo 6 

El Gobicrno de la Nación, de conformidad con lo pre- 
visto en el artículo 97 de la Constitución, fija los objeti- 
vos de la política general de transportes, y en el ámbito 
de su competencia asegura la coordinación dc los distin- 
tos tipos de transporte terrestre entre sí, y con los demás 
modos de transporte, y procura la adecuada dotación de 
las infraestructuras precisas para los mismos. 

Artículo 7 

De conformidad con los criterios señalados en los ar- 
tículos anteriores, corresponde a los poderes públicos: 

a) Formular las directrices y objetivos de la política 
de transportes terrestres en sus distintos niveles. 

b) Planificar o programar el sistema de transportes 
terrestres en los tcrmiiios establecidos en la presente Ley. 

c) Promulgar las normas necesarias para la adecuada 
ordenación de los transportes terrestres, en desarrollo o 
en concordancia con la presente Ley. 

d) Gestionar directamente por sí mismos o indirecta- 
mente a través de contrato, los servicios asumidos como 
propios, de conformidad con lo previsto en esta Ley, por 
razones de interés público. 

e) Expedir las correspondientes autorizaciones o li- 
cencias administrativas que habiliten a los particulares 
para la prestación de servicios y la realización de activi- 
dades de transporte de titularidad privada, sujetos a con- 
trol por razones de ordenación o policía administrativa. 

f )  Ejercer las funciones de inspección y sanción en re- 
lación con los servicios y actividades de transporte terres- 
tres. 

g) Adoptar en general las medidas necesarias para 
asegurar el correcto funcionamiento del sistema de trans- 
portes terrestres. 

Artículo 8 

Las competencias que, cn materia de transportes, 
corresponden al Estado, serán ejercidas por el Ministerio 
de Transportes, Turismo y Comunicaciones, salvo que es- 
tén atribuidas al Gobierno u otro órgano de la Adminis- 
tración conforme a los preceptos de esta Ley o del resto 
del ordenamiento jurídico vigente. 

CAPITULO IV 

Organos de coordinación interadministrativa 

Artículo 9 

1. Para garantizar el ejercicio coordinado de las po- 
testades públicas por las Administraciones del Estado y 
de las Comunidades Autónomas y asegurar el manteni- 
miento de un sistema común de transportes en toda la Na- 
ción, se crea, con carácter de órgano consultivo y delibe- 
rante, la conferencia Nacional de Transportes, que esta- 
rá constituida por el Ministro de Transportes, Turismo y 
Comunicaciones y por los Consejeros de las Comunidades 
Autónomas, compctcntes en el ramo de transportes. Cuan- 
do la naturaleza de los asuntos a tratar así lo requiera, se 
incorporarán a la citada Conferencia representantes de 
otros Departamentos de la Administración Central o de 
las Comunidades Autónomas afectadas. 

La Conferencia Nacional de Transportes tendrá su 
sede en la capital del Estado. Su Presidente será el Minis- 
tro de Transportes, Turismo y Comunicaciones y se reu- 
nirá, al menos, una vez al año. 

La convocatoria de la Conferencia se efectuará por 
su Presidente, ya se trate de reuniones ordinarias o de las 
extraordinarias que se celebren para el tratamiento de 
asuntos que no admitan demora. En este último caso, la 
convocatoria podrá también formularse a instancia de 
cualquiera de sus miembros. 

2.  

3.  
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Artículo 10 

La Conferencia Nacional de Transportes podrá conocer: 

a) Los proyectos de programación o planificación de 
los sectores del transporte terrestre, de las distintas Ad- 
ministraciones públicas, previamente a su aprobación poi 
el órgano correspondiente. 

Los proyectos de Leyes o Reglamentos en materia 
de transportes, elaborados por las distintas Administra- 
ciones Públicas. 

Las previsiones generales sobre las actuaciones del 
Estado en relación con acuerdos o convenios internacio- 
nales en materia de transportes. 

Las posibles incidencias entre Administraciones en 
materia de transportes cuando afecten al luncionamiento 
general del sistema, y las actuaciones de coordinación en- 
tre las mismas. 

Cuantos asuntos en la materia revistan relevancia 
y no alcancen la conformidad de la Comisión de Directo- 
res Generales a la que se refiere el artículo siguiente. 

b) 

c) 

d) 

e) 

Artículo 1 1  

1 .  Al objeto de llevar a cabo la coordinación inmedia- 
ta y ordinaria de las competencias Estatales v Autonómi- 
cas y de asegurar la efectividad del cumplimiento de los 
fines atribuidos a la Conferencia Nacional de Transpor- 
tes, existirá con idéntico carácter de órgano deliberante 
la ((Comisión de Directores Generales de Transportes in- 
tegrada por los titulares de las Direcciones Generales 
coinpetentes en materia de transporte terrestre de la Ad- 
ministración Central y de las Comunidades Autónomas. 
,La Comisión estará presidida por el Director General de 
Transportes Terrestes de la Administración del Estado v 
se reunirá al menos cuatro veces al año. 

Cuando la naturaleza de los asuntos a tratar así lo re- 
quiera, podrán incorporarse a la Comisión los titulares de 
otras Direcciones Generales de las citadas Administra- 
ciones. 

2. La Comisión de Directores Generales de Transpor- 
te actuará como órgano ordinario de coordinación tkcni- 
ca y administrativa en materia de transportes terrestres, 
entre las distintas Administraciones Públicas, y delibera- 
rá sobre cuantos asuntos de la competencia de sus miem- 
bros puedan afectar al adecuado funcionamiento del sis- 
tema de transportes. 

Asimismo la referida Comisión actuará como órgano de 
apoyo y de discusión previa de cuantos asuntos sean de 
la competencia de la Conferencia Nacional de Transpor- 
tes, la cual podrá delegarle el conocimiento dc los asun- 
tos de su competencia, especialmente de los previstos en 
los apartados b) y d) del artículo anterior. 

La Comisión de Directores Generales podrá crear las 
Subcomisiones y grupos de trabajo que resulten ne- 
cesarios. 

TITULO 1 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS DIFERENTES 
MODOS DE TRANSPORTE TERRESTRE 

CAPITULO 1 

Directrices Generales 

Artículo 12 

Conforme a lo establecido en el artículo 38 de la Cons- 
titución v de acuerdo con los principios generales rccogi- 
dos en los artículos 3 y 4 de la presente Lcv, el marco de 
actuación en el que habrán de desarrollarse los servicios 
v actividades de transporte es el de economía de merca- 
do, con la obligación, a cargo de los poderes públicos, de 
promover la productividad v el máximo aprovcchamien- 
to de los recursos. 

La actuación pública en el sector se sujetará a lo csta- 
blccido en esta Ley para cada modo o clase de transpor- 
te, correspondiendo a los podercs públicos la misión de 
procurar la eficaz prestación de los servicios de titulari- 
dad pública, así como las funciones de policía o fomento 
de los transportes de titularidad privada. 

Artículo 13 

Por los órganos competentes de la Administración a fin 
de posibilitar el cumplimiento de los principios exprcsa- 
dos en los artículos 3." v 4." podrán adoptarse, durante el 
tiempo preciso, y en las í'orinas previstas en esta Ley y en 
sus normas de desarrollo, medidas que promuevan la 
corrección de las posibles deficiencias estructurales del 
sistema de transportes, tendiendo a la eliminación de las 
insuficiencias v de los excesos de capacidad, v vigilando 
la implantación v mantenimiento de scrvicios o activida- 
des del transporte acordes con las necesidades de la 
demanda. 

Artículo 14 

Las di:;tintas Entidades Públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, podrán, a travcs de sus órga- 
nos ejecutivos superiores, suspender, prohibir o restringir 
total o parcialmente por el tiempo que resulte cstricta- 
mente necesario, la realización, en sus tcspectivos ámbi- 
tos o zonas determinadas de los mismos, de alguna o al- 
gunas clases de servicios o actividades de transporte ob- 
jeto de la presente Ley, ya fueren de titularidad pública 
o privada, por motivos de defensa nacional, orden públio, 
sanitarios u otras causas graves de utilidad pública o in- 
terés social que igualmente lo justifiquen. Dichas medi- 
das podrán, en su caso, justificar la procedencia de las in- 
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dcninizaciones que pudieran resultar aplicables conlor- 
me a la legislación vigente. 

CAPITULO 11 

Programación y planificación 

Artículo 15 

1 ,  La Adrriinistración podrá programar o planificar la 
evolución y desarrollo de los distintos tipos de transpor- 
tes terrestres, en sus rcspcctivos ámbitos, a l in de facili- 
tar el desarrollo equilibrado v armónico del sistema de 
transportes. 

Los programas o planes contendrán especialmetite 
previsiones sobre las siguientes cuestiones: 

2.  

a) Los servicios o actividades de gestión pública di- 
recta. 

b) El diseño general o parcial de la red de transportes 
rcgularcs o de sus ejes básicos en el transporte por' carrc- 
tera v clc la Red Nacional Integrada en el transporte 
íerrov iario . 

Las restricciones o condicionainicntos para el accc- 
so al mercado, si procedieran. 

Las prohibiciones o restricciones de transportc en 
zona o zonas determinadas si pimxx.iicraii. 

Las niedidas de loniciito s apoyo al transporte o a 
determinadas clases del mismo, si procedieran. 

c )  

d)  

e )  

Artículo 16 

1 .  El procedimiento de elaboración y aprobacióii de 
los programas o planes previstos en  el artículo anterior, 
se determinará reglamentai.inmerite. En  todo caso cxisti- 
rán los trámites de información pública, e irií'oi-me del 
Consejo Nacional de Transportes, regulado en el artícu- 
lo 36. 

2 .  Las autoridades responsables, en el ámbito de su 
competencia , elaborarári, en desarrollo de los planes de 
transporte aprobados, y tras la aplicación dc. nidodos de 
sclección dc inversiones, esquemas directores que contcn- 
gan las redcs dc transportc deliriidas v previstas, así como 
las prioridades referentes a su  modcrnizacibri, adaptación 
y ampliación, referidas a su período de vigencia. 

CAPITULO 111 

Régimen económico-financiero de los servicios y 
actividades de transporte terrestre 

Artículo 17 

1 .  Las empresas prcstadoras dc los servicios de trans- 
porte público a los que se refiere la presente Ley o de ac- 

tividades auxiliares o complementarias del mismo, lleva- 
rán a cabo su explotación con plena autonomía cconómi- 
ca, gestionándolos de acuerdo con las condiciones en su 
caso establecidas, a su riesgo y ventura, con las cxccpcio- 
nes que en su caso se establezcan en relación con las cm- 
presas públicas ferroviarias. 

No obstante lo previsto eri el punto anterior, cn los 
transportes públicos prestados mediante concesión aclmi- 
iiistrativa, serán aplicables en relación con las cuestiones 

gislación de contratos del Estado, sobre regimen econ6- 
mico  del contrato de gestión de servicios públicos, en  con- 
corclancia con los preceptos de esta Ley. 

2 .  

il las que  dicl1o purito se t.cficrc, las disposicioncs de la le- 

Artículo 18 

1 .  La Administración de  Transportes podrá cstablccci 
tarifas obligatorias o de referencia para los tiwisportcs 
públicos v actividades auxiliares y coniplcmciitarias del 
transporte regulados en esta Ley. Las citadas tarifas po- 
drán establecer cuantías únicas o bien límites iiiáximos, 
mínimos o ambos. De no existir tarifas, la coiitratacióii 
deberá realizarse a los precios usuales o de rncrcado del 
lugar en que la misma sc' Ilcvc a cubo. 

E I es t a b lec i r n  i c n t o  de t a ri las o b I i ga t o t- i a s  p rcv i s to 
en cl punto anterior, clcbcrj venir dctcrniinado por r;izo- 
ncs de ordenación del transporte vinculadas 21 la ncccsi- 
~ l a c l  de las mismas para proteger la posición de los L I S L I ~ -  

rios yío de los transportistas, y para asegurar el niatitcrii- 
miento y continuidad de los servicios o actividades clc 
transporte la realización de los mismos e11 condiciones 
adccuadas. 

Cuando por razones de política ccoiicimica cl p n -  
cio de los transportes estuviera incluido en alguna de las 
modalidades de intci-vcrición reguladas en la norniati\ra 
general de precios, la Adiniiiistracióii de Transportes dc- 
bcrá someter el estnblccimicnto o modificación de las 
correspundientcs tarifas a los órganos conipctcntcs sobre 

La falta de tarifas obligatorias establecidas por la 
Administración de T i ~ i i ~ p ( ~ r t c ~  para dctcriniiiaclos scrvi- 
cios o actividades de transporte, iiiotivüda poi- la iiicxis- 
Lcncia de razones que  ,justiliqucii clictias tarifas desde la 
perspectiva dc la ordenación dcl transporte, no serii óbi- 
ce para la aplicaci<jn clc 10s regímenes de precios iiitcrve- 
nidos establecidos e11 la legislación de control de precios, 
cuando la repercusión de los mismos en el sistcina ccotió- 
mico gciicral lo justifique, rcalizáridose en cstc caso di- 
rcctarncnte sobre los precios que pixtciidan aplicar las 
c inp iuas ,  los controles previstos en la legislación gcne- 
ral de precios. 

2. 

3. 

control de pt.ecios. 
4 .  

Artículo 19 

1 .  Las tariías del transporte público y de las activicla- 
des auxiliares y complementarias del transporte, deberán 
cubrir la totalidad de los costes reales en condiciones nor- 
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males de productividad y organización, y permitirán una 
adecuada amortización y un razonable beneficio empre- 
sarial, a la par que asegurarán una prestación del servi- 
cio o realización de la activid'ad, adecuadas, no dejando 
de retribuir, en su caso, las prestaciones complemen- 
tarias. 

2 .  La estructura tarifaria sc ajustará, en todo caso, a 
las características del transporte o la actividad auxiliar o 
complcmentaria del mismo, y se configurará de forma 
que fomente la inversión, la seguridad y la calidad, me- 
diante los módulos que procedan. 

La revisión de las tarifas, se autorizará por la Ad- 
ministración, de oficio o a petición del titular del servicio 
o de la actividad, o dc las Asociaciones Empresariales. 

La revisión podrá ser individualizada o de carácter ge- 
neral para los transportes de una determinada clase, y 
procederá cuando hayan sufrido variación las partidas 
que integran la estructura de costes de modo que se alte- 
re significativamente el equilibrio económico del servicio 
o de la actividad, impidiéndose atender las finalidades 
previstas en el punto 1 .  

Tanto la fijacion inicial como las sucesivas revisiones 
de las tarifas, deberán realizarse teniendo en cuenta la si- 
tuación, las modificaciones y la interacción recíproca del 
conjunto de  variables que se determinen como elementos 
integrantes de la estructura tarifaria. 

No obstante lo previsto en el punto 1 anterior, ex- 
cepcionalmente podrán establecerse en los servicios en los 
que existan motivos económicos o sociales para ello, ta- 
rifas a cargo del usuario más ba,jas de  las quc resultarían 
por aplicación de lo dispuesto en dicho punto, estable- 
ciendose un regimen especial dc compensación económi- 
ca u otras fórmulas de apoyo a las Correspondientes em- 
presas por parte de las Administraciones afectadas o in- 
teresadas. Dicho regimen especial de apoyo podrá extcn- 
dersc a otras clases de transporte, por razones de perfcc- 
cionamiento tecnológico o mejoras del sistema de trans- 
porte que se lleven a cabo en supuestos determinados. 

En ningún caso sc admitirán subvenciones o apoyos que 
cubran dCficit imputables a una inadecuada gestión em- 
prcsarial. 

3. 

4. 

Artículo 20 

1 .  La Administración, cuando existan motivos socia- 
les que lo justifiquen, podrá imponer a las empresas de 
transporte obligaciones de servicio público, entendikndo- 
se por tales, aquellas que la empresa no asumiría, o no lo 
haría en la misma medida y condiciones, si considerase 
exclusivamente su propio interks comercial. 

Cuando se realice la imposición de obligaciones de 
servicio público, ya consistan las mismas en reducciones 
o bonificaciones tarifarias, o en la prestación de servicios 
o realización de actividades económicamente no justifi- 
cados, la Administración vendrá obligada a compensar a 
las empresas del coste de la obligación, a no ser que la 
misma venga impuesta expresamentc en el Título habili- 

2.  

tante con el carácter de no indemnizable con cargo a apor- 
taciones económicas distintas de las tarifarias. 

Artículo 2 1 

En todo transporte público de viajeros, los danos que 
sufran éstos deberán estar cubiertos por un seguro, en los 
términos que establezca la legislación específica sobre la 
materia. 

La Administración podrá, así mismo, establecer la obli- 
gatoriedad de que las empresas y agencias de transporte, 
suscriban un seguro que cubra su responsabilidad deri- 
vada del cumplimiento del contrato de transportes de 
mercancías en los términos y con los límites que se deter- 
minen por la Administración, incluyéndose, asimismo, 
bajo su cobertura, el riesgo del cargador hasta los referi- 
dos límites. 

El importe de los seguros previstos en este artículo, ten- 
drá la consideración de gasto de explotación, y será por 
tanto, repercutible en las correspondientes tarifas. 

Artículo 22 

En los servicios de transporte por carretera de carga 
completa las operaciones de carga de las mercancías en 
los correspondientes vehículos, así como las de descarga 
de &os, salvo que expresamente se pacte otra cosa, se- 
rán por cuenta respectivamente del cargador o remitente 
y dcl consignatario. No  obstante, la colocación y estiba 
de las mercancías se realizará como rcgla general bajo la 
dirección del porteador. 

En los servicios de carga fraccionada a los que se refie- 
re el apartado c) del punto 1 del artículo 100 las opera- 
ciones de carga y descarga, salvo que expresamente se 
pacte otra cosa, y cn todo caso la colocación y estiba de 
las mercancías, serán por cuenta del porteador. 

Artículo 23 

1.  Salvo para el caso de dolo el Gobierno podrá esta- 
blecer límites máximos cn relación con la responsabili- 
dad de los transportistas derivadas del contrato de trans- 
portes, los cuales serán aplicables en defecto del estable- 
cimiento expreso por las partes del valor de las mercan- 
cías a efectos de la consiguiente determinación de la res- 
ponsabilidad. En los transportes sometidos a tarifas obli- 
gatorias, deberá preverse la adaptación de éstas, al refe- 
rido pacto expreso de las partes en cuanto a la determi- 
nación de la responsabilidad. 

2 .  Reglamentariamente se establecerá un procedi- 
miento simplificado de depósito y en Su caso enajenación 
de las mercancías no retiradas, o cuyos portes no sean pa- 
gados, a fin de garantizar la percepción por el transpor- 
tista de los honorarios que le correspondan. 
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Artículo 24 

Los contratos de transporte de viajeros, de carácter in-  
dividual o por asiento, se entenderán convenidos de con- 
formidad con las cláusulas de los contratos tipo que en 
cada caso apruebe la Administración, y se formalizarán a 
través de la expedición del correspondiente billete. 

Asimismo, la Administración podrá aprobar contratos- 
tipo en relación con los transportes de mercancías, sien- 
do sus condiciones aplicables, únicamente de fílrma sub- 
sidiaria o supletoria, a los que libremente pacten las par- 
tes de forma escrita en el correspondiente contrato. 

CAPITULO IV 

Coordinación entre los distintos modos de transporte 
terrestre y transporte combinado 

Artículo 25 

Con objeto de dar cumplimiento a los principios expre- 
sados en el artículo 3 de esta Ley, las autoridades en cada 
caso coriipetentes procurarán la armonización de las con- 
diciones de competencia de los distintos tipos de trans- 
porte terrestre entre sí y entre Cstos y los demás modos 
de transporte, realizando, en su caso, las actuaciones pre- 
cisas tendentes a su coordinación y complementación 
recíproca. 

Artículo 26 

El Gobierno, a propuesta dcl Ministerio de Transpor- 
tes, Turismo y Comunicaciones, previo informe del Con- 
sejo Nacional de Transportes, podrá excepcionalmente, 
por razones extraordinarias de interés público que lo jus- 

, tifiquen, adoptar, durante el tiempo que resulte preciso, 
medidas tendentes a que se realice un desplazamiento o 
trasvase entre modos de en el tráfico de determinadas 
mercancías. 

Artículo 27 

Reglamentariamente y siempre que ello resulte justifi- 
cado por razones objetivas de interés público, inherentes 
a la necesidad de posibilitar o favorecer una más adecua- 
da prestación y desarrollo del, podrá establecerse un ré- 
gimen especial para las empresas que lleven a cabo trans- 
porte en un determinado modo, que permita a las mis- 
mas complementar dicho transporte con el realizado en 
un modo diferente, siempre que éste sea antecedente o 
continuación de carácter complementario del realizado 
en el otro. 

A través del referido régimen especial podrá autorizar- 
se a las citadas empresas a realizar funciones normalmen- 
te reservadas a las agencias de transporte, contratando, 

en nombre propio, con transportistas debidamente auto- 
rizados, la realización en un determinado modo del trans- 
porte complementario al que directamente lleven a cabo 
ellas mismas en modos diferentes. 

Reglamentariamente se determinará el regimen de rea- 
lización de transporte de mercancías por carretera, com- 
plementario al efectuado por ferrocarril, que se lleve a 
cabo a través de Despachos Centrales, estaciones Centro 
u otras figuras similares. 

Artículo 28 

Se considera transporte combinado aquel en que exis- 
tiendo un único contrato con el cargador o usuario, es rea- 
lizado materialmente de forma sucesiva por varias em- 
presas porteadoras en uno o varios modos de transporte. 

La contratación del transporte combinado podrá Ilevar- 
se a cabo de las siguientes formas: 

a) Contratando el transporte el cargador conjunta- 
mente con las distintas empresas porteadoras, en cuyo 
caso será de aplicación el régimen previsto en el artículo 
373 del Código de Comcrcio. 

b) Mediante la actuación de una agencia de transpor- 
te o transitario que contrate conjunta o individualizada- 
mente con las distintas empresas porteadoras y se subro- 
gue en la posición de Sstas frente al cargador efectivo. 

Contratando el transporte el cargador o usuario con 
una de las empresas que lo realicen, la cual aparecerá 
como porteador efertivo en relación con el transporte que 
materialmente lleve a cabo por sí misma, y actuará como 
agencia de transporte en relación con las demás em- 
presas. 

c) 

CAPITULO V 

Coordinación del sistema de transportes con las 
necesidades de la defensa y protección civil 

Artículo 29 

De conformidad con lo establecido cn la legislación re- 
guladora de la Defensa Nacional, el Ministerio de Trans- 
portes, Turismo y Comunicaciones es el órgano de la Ad- 
ministración Civil del Estado con competencia en tudo el 
territorio del Estado con competencia en todo el territo- 
rio del Estado para ejecutar la política de Defensa Nacio- 
nal, en el sector de los transportes, bajo la coordinación 
del Ministerio de Defensa y de accuerdo con lo previsto 
:n esta Ley. 

Por ello, y conforme a lo disspuesto en el artículo 
149.1.4 de la Constitución, corresponde al Ministerio de 
hansportes, Turismo y Comunicaciones controlar y coor- 
iinar las actividades de las Comunidades Autónomas en 
nateria de transportes, cuando la Defensa Nacional así 
o requiera. 
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Artículo 30 

En el marco de las funciones relacionadas con la De- 
fensa Civil, corresponden al Ministerio de Transportes, 
Turismo y Comunicaciones estudiar, planear programas, 
proponer y ejecutar cuantos aspectos se relacionen con la 
aportación del Ministerio a la Defensa Nacional, en el ám- 
bito de los transportes. 

De igual modo, desarrollará las mismas funciones en 
cuanto se refiere a la Movilización de las personas, los bie- 
nes y los servicios, de acuerdo con los Planes Sectoriales 
de Movilización y los Planes de Movilización Minis- 
teriales. 

A estos efectos, por dicho Ministerio se diseñarán y se 
dispondrán, permanentemente actualizados, cuantos me- 
canismos de transformación de la organización civil de 
los transportes sean precisos. 

Artículo 31 

En el ámbito de la Protección Civil, en su relación con 
la actividad de los transportes, corresponde al Ministerio 
de Transportes, Turismo y Comunicaciones, de acuerdo 
con las reglas y normas coordinadoras establecidas por el 
Ministerio del Interior: 

- Informar y colaborar en la redacción de las disposi- 
ciones generales y las normas técnicas sobre seguridad y 
protección que al efecto se dicten relacionadas con la 
aportación de los transportes a las actividades de protec- 
ción civil. 
- Participar cn la formulación de los criterios necesa- 

rios para establecer el catálogo de los recursos moviliza- 
bles que precise la Protección Civil en el ámbito de los 
transportes, así como en la elaboración del mismo. 
- Participar en la coordinación de las acciones de los 

órganos competentes en materia de protección civil ,  rela- 
cionadas con la prevención de riesgos, el control de emer- 
gencias y la rehabilitación de los servicios públicos afec- 
tados por éstas, que incidan en los transportes o en las 
que sea necesaria la intervención de los mismos. 
- Proponer la normalización de técnicas y medios so- 

bre transportes que sean de interés para el cumplimiento 
de los fines de la protección civil. 
- Colaborar en la elaboración y homologación de los 

Planes Territoriales y Especiales de intervención en 
Emergencias que pueden afectar a los transportes, así 
como a la ejecución de las previsiones relativas al empleo 
de éstos. 

CAPITULO VI 

La inspección del transporte terrestre 

Artículo 32 ' 

1 .  La actuación inspectora tendente a garantizar el 
cumplimiento de las normas reguladoras del transporte 

terrestre y de las actividades complementarias y auxilia- 
res del mismo, estará encomendada a los servicios de Ins- 
pección del Transporte Terrestre. 

Las funciones de dirección de los servicios de ins- 
pección, serán realizadas por funcionarios de titulación 
superior especializados en materia de transportes. . 

Podrán ser, asimismo, adscritos a los servicios de 
inspección funcionarios de otras categorías, que colabo- 
rarán con los anteriores en la realización material de la 
inspección y en las funciones administrativas anejas a la 
misma. 

4. Los miembros de la Inspección del Transporte 
Terrestre, en casos de necesidad para un eficaz cumpli- 
miento de su función, podrán solicitar el apoyo necesario 
de las unidades o destacamentos de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado y Policías Autónomas o 
Locales. 

Sin perjuicio de la posibilidad regulada en el pun- 
to anterior de cooperación en todo caso de las Fuerzas y 
Cuerpos de la Seguridad del Estado y de las Policías Au- 
tónomas y Locales con los servicios de inspección, dentro 
de cada Subsector de la Agrupación de Tráfico de la Guar- 
dia Civil, existirá un número suficiente de Agentes que 
tendrá como dedicación preferente la vigilancia del trans- 
porte y recibirán a través de los Gobernadores Civiles las 
directrices y orientaciones de los Organos Superiores de 
los Servicios de Inspección del Transporte, para el cum- 
plimiento y la coordinación de los servicios. 

2. 

3. 

5 .  

Artículo 33 

1 .  Los funcionarios de la Inspección del Transporte 
Terrestre a los que se refiere el punto 2 del artículo ante- 
rior, en el ejercicio de las funciones inspectoras tendrán 
la consideración de autoridad pública a todos los efectos, 
y gozarán de plena independencia en el desarrollo de las 
mismas. El resto del personal adscrito a los Servicios de 
Inspección tendrá en el ejercicio de la misma la conside- 
ración de Agente de la Autoridad. 

2.  Los titulares de los servicios y actividades a los que 
se refiere la presente Ley y en general las personas afec- 
tadas por sus preceptos, vendrán obligados a facilitar al 
personal de la Inspección del Transporte Terrestre en el 
ejercicio de sus funciones la inspección de sus vehículos 
e instalaciones y el examen de los documentos, libros de 
contabilidad y datos estadísticos que estén obligados a 
llevar. 

La exigencia a la que se refiere este punto, únicamente 
podrá ser realizada en la medida en que la misma resulte 
necesaria para verificar el cumplimiento de las obligacio- 
nes contenidas en la legislación de transportes. 

El personal inspector estará provisto del documen- 
to acreditativo de su condición, que le podrá ser requeri- 
do y deberá exhibir cuando ejercite sus funciones. 

3. 

Artículo 34 

Los servicios de inspección realizarán sus funciones en 
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relación con la totalidad de las empresas que realicen ser- 
vicios o actividades de transporte o se vean afectadas por 
las normas de ordenación y control del transporte. Sobre 
las empresas públicas, su actividad inspectora se ejerce- 
rá con independencia orgánica y funcional del control in- 
terno que sobre su propia organización y actuación efec- 
túen en su caso dichas empresas públicas. 

Artículo 35 

1. La función inspectora podrá ser ejercida de oficio o 
a instancia de los usuarios o sus Asociaciones, empresas 
y asociaciones del sector del transporte, que podrán soli- 
citar en todo momento la actuación de los servicios de ins- 
pección mediante petición fundada. 

Las asociaciones del sector del transporte podrán cola- 
borar con los servicios de inspección en la forma que re- 
glamentariamente se establezca. 

Se perseguirá el aumento de la eficacia de la fun- 
ción inspectora a través de la elaboración periódica de 
planes de inspección que darán a las actuaciones inspec- 
toras un carácter sistemático, y prestarán especial aten- 
ción al transporte de mercancías peligrosas. 

La elaboración de dichos planes se llevará a efecto me- 
diante estudios conjuntos con los órganos competentes 
para la vigilancia del transporte en vías urbanas o in- 
terrurbanas, a fin de lograr una adecuada coordinación 
en la realización de las distintas competencias de vigilan- 
cia e inspección. 

2.  

CAPITULO VI1 

El Consejo Nacional de Transportes Terrestres 

Artículo 36 

1. Se crea el Consejo Nacional de Transportes Terres- 
tres, como órgano superior de asesoramiento, consulta y 
debate sectorial de la Administración en asuntos que afec- 
ten al funcionamiento del sistema de transportes. 

El Consejo estará integrado por expertos designa- 
dos, en razón a su competencia, por la Administración del 
Estado, y por representantes: de la Administración, de las 
empresas que lleven a cabo servicios y actividades de 
transporte por carretera tanto público como privado de- 
signados a través de las asociaciones empresariales y de 
cooperativas del sector, de las empresas ferroviarias y en 
su caso de otros modos de transporte, de los usuarios, de 
las Cámaras de Comercio y de los trabajadores en las em- 
presas de transporte designados a través de los sindicatos. 

La composición concreta, el sistema de designación 
de sus miembros y la organización del Consejo Nacional 
de Transportes Terrestres serán establecidos reglamen- 
tariamente. 

4. El Consejo Nacional de Transportes Terrestres de- 
berá coordinar su actuación con las de  los Consejos Terri- 

2. 

3. 

toriales u órganos análogos que puedan crear las Comu- 
nidades Autónomas. 

Las competencias del Consejo Nacional de Trans- 
portes Terrestres serán establecidas reglamentariamente, 
correspondiéndole, en todo caso, informar en el procedi- 
miento de elaboración de los Planes de transporte, así 
corno proponer a la Administración las medidas que se 
consideren pertinentes en relación con la coordinación de 
los transportes por carretera, y de éstos con otros modos 
de transporte. 

5 .  

CAPITULO VI11 

Juntas arbitrales del transporte 

Artículo 37 

1.  Dentro del marco jurídico previsto por la legisla- 
ción para defensa de consumidores y usuarios, se crean 
las Juntas Arbitrales del Transporte. Su competencia, or- 
ganización, funciones y procedimiento se adecuarán a lo 
que en la presente Ley se dispone y a lo que se establezca 
en las normas de desarrollo de la misma, debiendo deter- 
minarse en dicha reglamentación las localidades en las 
que habrán de ser establecidas las referidas Juntas. 

Deberán en todo caso formar parte de las Juntas, micm- 
bt-os,& la Administración, a los que corresponderá la Pre- 
sidencia, represcntantcs de las empresas de transporte y 
representantes de los cargadores y usuarios. 

El Ministerio dc Transportes, Turismo y Comunica- 
ciones, a travcs de la Dirección General de Transportes 
Terrestres, dirimirá los conflictos de atribuciones que 
puedan surgir entre las Juntas Arbitrales del Transporte. 

Asimismo, dicho Ministerio asegurará la debida coor- 
dinación entre las Juntas Arbitrales del Transporte, faci- 
litando el intercambio de información, y ejerciendo cuan- 
tas otras funciones le sean atribuidas. 

2.  

Artículo 38 

1 .  Las Juntas Arbitrales decidirán con los electos pre- 
vistos en  la legislación general de arbitraje, las controver- 
sias surgidas en relación con el cumplimiento de los con- 
tratos de transporte terrestre., que de conlormidad con lo 
previsto en el punto siguiente sean sometidas a su co- 
nocimiento. 

Siempre quc la cuantía del contrato de transporte 
no exceda de 500.000 pesetas, las partes sometcrán al ar- 
bitraje de las Juntas cualquier conflicto que surja en re- 
lación con el cumplimiento del contrato, salvo pacto cx- 
preso en contrario. 

En los contratos cuya cuantía exceda de 500.000 pese- 
tas, las partes contratantes podrán pactar expresamente 
el sometimiento al arbitraje de las Juntas de los conflic- 
tos surgidos en el cumplimiento de los respectivos con- 
tratos de transporte. 

2.  

- 16 - 



3. El procedimiento conforme el cual debe sustanciar- 
se el arbitraje, se establecerá por el Gobierno, debiendc 
caracterizarse por la simplificación de trámites y por la 
no exigencia de formalidades especiales. 

Las Juntas arbitrales realizarán además de la fun- 
ción de arbitraje a la que se refieren los puntos anterio- 
res, cuantas actuaciones les sean atribuidas. 

4. 

Artículo 39 

1 .  La actuación de las Juntas Arbitrales devengará 
una tasa para las personas que sometan sus conflictos al 
arbitraje de las mismas. 

2. Constituye el hecho imponible de la tasa la actua- 
ción de las Juntas en las controversias sometidas a su 
arbitraje. 

Son sujetos pasivos de la tasa las personas que in- 
tervengan en la controversia objeto del arbitraje. No obs- 
tante, la obligatoriedad de pago recaerá íntegramente so- 
bre la parte cuyas pretensiones sean rechazadas, debien- 
do realizar a tal efecto la Junta la correspondiente desig- 
nación, salvo que estime que la resolución se encuentra 
equilibrada entre las pretensiones de las partes, en cuyo 
caso, el pago corresponderá por igual a todas ellas. 

La cuantía de la tasa será de 1 SO0 pesetas, por cada 
parte que intervenga en una actuación de la Junta. 

La recaudación de la tasa corresponderá a las En- 
tidades Públicas en las que las Juntas se encuentren 
integradas. 

3. 

4. 

5. 

CAPITULO IX 

Los usuarios del transporte 

Artículo 40 

1.  Los usuarios participarán, de conformidad con lo 
previsto en la legislación específica de consumidores y 
usuarios, en el procedimiento de elaboración de las dis- 
posiciones y de las resoluciones administrativas referen- 
tes al transporte que Ics afecten, en la forma que regla- 
mentariamente se determine. 

La Administración fomentará la constitución y de- 
sarrollo de Asociaciones de usuarios, y potenciará su par- 
ticipación en la planificación y gestión del sistema de 
transporte. 

2.  

Artículo 41 

1 .  La Administración mantendrá informados a los 
usuarios de las prestaciones del sistema de transporte 
que, en cada momento, se encuentren a disposición de los 
mismos, así como de sus modificaciones. 

2.  Asimismo, la Administración elaborará el catálogo 
de los derechos y deberes de los usuarios del transporte, 

cuya ditusión y cumplimiento se tutelará por ésta. Los ci- 
tados deberes vendrán fundamentalmente'determinados 
por el establecimiento de las condiciones generales de uti- 
lización del servicio y de las obligaciones de los usuarios. 

TITULO 11 

DISPOSICIONES DE APLICACION GENERAL A LOS 
TRANSPORTES POR CARRETERA Y A LAS 

ACTIVIDADES AUXILIARES Y COMPLEMENTARIAS 
DE LOS MISMOS 

CAPITULO 1 

Condiciones para el ejercicio de la actividad de 
transporte y de las auxiliares y complementarias de la 

misma 

SECCION PRIMERA 

Condiciones previas de carácter personal para el 
ejercicio profesional 

Artículo 42 

1. El transporte público por carretera definido en el 
artículo 63 de esta Ley así como las actividades auxilia- 
res y complementarias del mismo, únicamente podrán ser 
llevados a cabo por las personas que reúnan los siguien- 
tes requisitos: 

a) Tener la nacionalidad espanola, o bien la de un país 
extranjero con el que en virtud de lo dispuesto en Trata- 
dos o Convenios Internacionales suscritos por España, no 
sea exigible el citado requisito. 

b) Acreditar las necesarias condiciones de capacita- 
ción profesional, honorabilidad y capacidad económica. 

2.  El Gobierno podrá exonerar del cumplimiento de 
las condiciones a que se refiere el punto anterior, o de al- 
guna de las mismas, o bien establecer procedimientos su- 
marios o simplificados para acreditar dicho cumplimicn- 
to en relación con: 

a) Los transportes de viajeros realizados por personas 
o empresas cuya actividad principal no sea la de trans- 
portistas, o que no tengan carácter comercial, y que ten- 
gan una débil incidencia en el mercado de los transportes. 

b) Transportes nacionales de mercancías que en razón 
de la naturaleza de la carga o de su ámbito territorial re- 
ducido tengan una débil incidencia en el mercado de los 
transportes. 

Transportes de viajeros realizados en vehículos con 
una capacidad inferior a diez plazas incluida la del con- 
ductor, así como transportes de mercancias realizados en 

c) 
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vehículos cuya capacidad de carga útil autorizada no so- 
brepase las 3,s toneladas o cuyo peso máximo autorizado 
no sobrepase las 6 tonelads, pudiendo ser rebajados por 
el Gobierno estos límites. 

En tanto el Gobierno no realice una determinación ex- 
presa, en relación con los transportes a que se refiere este 
apartado c), no serán exigibles, para la realización de los 
mismos, los requisitos a que se refiere el presente artículo. 

3. Cuando se trate de empresas individuales cuyo ti- 
tular no cumpla el requisito de capacitación profesional, 
dicho requisito podrá ser satisfecho mediante el cumpli- 
miento del mismo por otra persona que de forma efetiva 
y permanente dirija la empresa. Dicha persona deberá 
cumplir asimismo el requisito de honorabilidad, pero sin 
que ello signifique que el propietario quede exonerado del 
mismo. 

Cuando se tratc de empresas o entidades colectivas el 
requisito de honorabilidad deberá ser cumplido por la to- 
talidad de las personas que, de forma efectiva y perma- 
nente, dirijan la empresa, bastando, en cuanto al requisi- 
to de capacidad profesional, que el mismo sea cumplido 
por alguna de éstas. 

El cumplimiento de las condiciones de honorabili- 
dad, capacitaciówprofesional y capacitación económica, 
se reconocerá a las personas, empresas o entidades, indi- 
viduales o colectivas, nacionales de los demás Estados 
miembros de la CEE, o constituidas de conformidad con 
la legislación de otro Estado miembro y establecidas en 
territorio de los restantes países de la Comunidad, previa 
constatación de que las mismas cumplen los requisitos es- 
tablecidos en la legislación Comunitaria para dicho re- 
conocimiento. 

4. 

Artículo 43 

1 .  Se entiende por capacitación profesional la pose- 
sión de los conocimientos necesarios para el ejercicio de 
la actividad de transportista. 

Reglamentariamente se determinarán: 

a) Los conocimientos mínimos exigibles. 
b) El modo de adquirir dichos conocimientos. 
c) El sistema de comprobación por la Administración 

competente de la posesión de los conocimientos exigidos, 
así como la expedición de los documentos que acrediten 
dicha capacitación. 

2. La Administración, de conformidad con lo que re- 
glamentariamente se determine, podrá autorizar la con- ' 
tinuación, durante un período máximo de un año, porro- 
gable por seis meses en casos particulares debidamente 
justificados, de los servicios o actividades de transporte a 
que se refiere el punto 1 del artículo primero, aun cuan- 
do no se cumpla el requisito de capacitación profesional, 
en los casos de muerte o incapacidad física o legal de la 
persona que hasta entonces hubiera cumplido dicho re- 
quisito. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, y 
siempre que se posea una experiencia práctica de al me- 
nos tres años en la gestión efectiva de la empresa, se po- 
drá autorizar excepcionalmente con carácter definitivo la 
continuación de la explotación, aun cuando el titular no 
acredite tener cumplido el requisito de la capacitación 
profesional. 

Artículo 44 

A los efectos previstos en la presente Ley, se entenderá 
que poseen el requisito de honorabilidad las personas en 
quienes no concurra ninguna de las circunstancias si- 
guientes: 

a) Haber sido condenados, por sentencia firme, por 
delitos dolosos castigados con pena igual o superior a pri- 
sión menor, en tanto no hayan obtenido la cancelación de 
la pena. 

b) Haber sido condenados, por sentencia firme, a pe- 
nas de inhabilitación o suspensión, salvo que se hubieran 
impuesto como accesorias y la profesión de transportista 
no tuviera relación directa con el delito cometido. 

Haber sido sancionados, por resolución firme, por 
infracciones graves en materia de transportes, circulación 
y tráfico, laborales, fiscales y sociales, en los términos que 
reglamentariamente se determinen. 

c) 

Artículo 45 

La capacidad económica consiste en la disposición de 
los recursos financieros y de los medios materiales nece- 
sarios para la puesta en marcha y adecuada gestión de la 
actividad de que se trate en los términos que reglamen- 
tariamente se determine. 

Artículo 46 

La determinación de la capacitación profesional y en 
su caso de la capacidad económica podrá ser establecida 
de forma variable según el específico carácter del trans- 
porte o de la actividad de que en cada caso se trate, aten- 
diendo fundamentalmente, a la naturaleza, clase, intensi- 
dad, volumen y ámbito territorial de los servicios o acti- 
vidades que se pretendan desarrollar. 

SECCION SEGUNDA 

Títulos Administrativos habilitantes para el ejercicio de 
.> la actividad 

Artículo 47 

1.  Para la realización del transporte por carretera y 
de las actividades auxiliares y complementarias del mis- 
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mo, objeto de esta Ley, será necesaria, salvo en los su- 
puestos de transporte privado expresamente cxceptuados, 
la previa obtención del correspondiente Título adminis- 
trativo que habilite para los mismos. 

Los referidos Títulos habilitantes revestirán para 
las distintas clases de servicios o actividades de transpor- 
te, la forma jurídica que expresamente se establezca en 
la regulación específica de cada una de ellas. 

2.  

Artículo 48 

1.  Para el otorgamiento de los títulos administrativos 
habilitantes para la prestación de los servicios de trans- 
porte público, o para la realización de actividades auxi- 
liares y complementarias del mismo, será necesario, de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Cumplir los requisitos previstos en el punto 1 del 
artículo 42. 

b) Cumplir las obligaciones de carácter fiscal, laboral 
y social exigidas por la legislación vigente. 

c) Cumplir, en su caso, aquellas condiciones específi- 
cas necesarias para la adecuada prestación del servicio o 
realización dc la actividad, que expresamente se establez- 
can en relación con las distintas clases o tipos de títulos 
habili tantes. 

2. La pérdida de cualquicra de los requisitos previs- 
tos en cl apartado a)  del punto 1 anterior, salvo lo dis- 
puesto en el punto 2 del artículo 43, así como el incum- 
plimiento reiterado de alguno de los requisitos previstos 
en los apartados b) y c) del mismo, determinará la revo- 
cación por la Administración de los correspondientes tí- 
tulos habilitantes. 

Artículo 49 

1 .  Como regla general, la oferta de transporte se regi- 
rá por el sistema de libre concurrencia. Esto, no obstante 
el sistema de acceso al mercado del transporte v de las ac- 
tividades auxiliares y complementarias del mismo, podrá 
ser restringido o condicionado por la Administración, en 
las formas previstas en esta Ley, en los siguientes su- 
puestos: 

a) Cuando existan desajustes entre la oferta y la de- 
manda que impliquen unas condiciones del mercado ta- 
les que no quede asegurada la correcta prestación de los 
servicios. 

b) Cuando en una situación de mercado equilibrado 
el aumento de la oferta sea susceptible de producir los de- 
sajustes y disfunciones expresados en el apartado a) 
anterior . 

c) Cuando el adecuado funcionamiento del sistema de 
transporte exija un dimensionamiento idóneo de la capa- 
cidad de las empresas. 

d) Cuando existan razones de política económica ge- 
neral ligadas a la mejor utilización de los recursos dis- 
ponibles. 

e) Cuando el funcionamiento del sistema de transpor- 
tes en su conjunto pueda ser perjudicado. 

2.  ünicamente podrán permitirse actuaciones en régi- 
men de exclusividad en el mercado de transportes, cuan- 
do se trate de servicios o actividades cuya naturaleza o ca- 
racterísticas determinen que su establecimiento o conti- 
nuidad exijan, para asegurar una adecuada satisfacción 
de las necesidades de la comunidad, la exclusión del ré- 
gimen de concurrencia. 

Artículo 50 

1. Las medidas limitativas a que hace referencia el ar- 
tículo 49 podrán ser adoptadas bien en forma general, o 
bien parcialmente en relación con determinados tipos de 
servicios o actividades, pudiendo asimismo, circunscri- 
birse a áreas geográficas concretas. 

Las referidas medidas limitativas podrán estable- 
cerse bajo alguna o algunas de las siguientes moda- 
1 idades : 

2.  

a) Otorgamiento de los títulos con imposición de de- 
terminadas condiciones, obligaciones modales o restric- 
ciones de circulación. 

b) Fijación de cupos o contingentes máximos de las 
distintas clases de títulos habilitantes a expedir en los pe- 
ríodos de tiempo que se señalen. 

Suspensión o limitación temporal del otorgamien- 
to de nuevos títulos. 

c) 

Artículo 5 1 

1. El otorgamiento de los títulos administrativos ha- 
bilitantes para la realización de los transportes y las ac- 
tividades auxiliares y complementarias regulados en esta 
Ley, tendrá carácter reglado, por lo que, cuando se cum- 
plan los requisitos previstos en el punto 1 del artículo 48, 
así como los exigidos por las normas específicas regula- 
doras de cada servicio o actividad, deberá realizarse di- 
cho otorgamiento, siempre que no se dé alguna de las cau- 
sas de restricción o limitación determinadas legalmente. 

No obstante lo anterior, cuando se trate de servicios 
asumidos por la Administración, que ésta gestione indi- 
rectamente, mediante concesión, podrá la misma decidir 
sobre la conveniencia del establecimiento del servicio. 

2. Cuando se establezcan las limitaciones previstas en 
los artículos anteriores, el reparto de los cupos o contin- 
gentes, o la fijación de las condiciones, obligaciones o res- 
tricciones, según sus diversas modalidades, se realizará 
de acuerdo con criterios preestablecidos de carácter ob- 
jetivo, quedando en todo caso prohibido a la Administra- 
ción el otorgamiento o distribución discrecional de los 
correspondientes títulos habilitantes. 
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Artículo 52 

1. Para la realización de los distintos tipos de trans- 
porte público de viajeros regulados en esta Ley, será ne- 
cesario que los vehículos que los lleven a cabo estén am- 
parados por una autorización común para los mismos, te- 
niendo esta consideración la autorización habilitante 
para la realización de transporte discrecional regulada en 
el Capítulo 111 del f'ítulo 111. Dicha autorizaciin que po- 
drá ser otorgada en cualquiera de las modalidades pre- 
vistas en el artíciilo 94, deberá habilitar para la realiza- 
ción de transporte de la clase y ámbito del que se trate, 
según lo previsto en los artículos 92 y 93, y deberá ser 
complementada para la realización de transportes de via- 
jeros de tipos diferentes al discrecional, con la concesión 
o autorización especial que en cada caso corresponda. 

No obstante lo previsto en el arterior punto 1, la 
prestación de servicios de transporte regular de viajeros 
de carácter permanente y uso general regulados en los ar- 
tículos 69 y siguientes, no requerirá que todos o alguno(s) 
de los vehículos se hallen amparados por la aludida au- 
torización común, cuando la adecuada prestación del ser- 
vicio determine la dedicación exclusiva de dichos vehícu- 
los a la realización del transporte de la correspondiente 
concesión y así se haya previsto en el correspondiente Tí- 
tulo concesional. 

En todo caso, mientras cualquier vehículo se halle des- 
tinado a la prestación de un servicio regular permanente 
de uso general, incluso si el mismo se halla amparado por 
la autorización de carácter común, la Administración, por 
razones de interés público, podrá prohibir, limitar o con- 
dicionar la realización con dicho vehículo de otro tipo de 
servicios. 

2. 

Artículo 53 

1. Los Títulos habilitantes a los que se refiere esta sec- 
ción únicamente podrán transmitirse válidamente a per- 

'sonas distintas de aquellas a las que fueron originaria- 
mente otorgadas cuando se den conjuntamente las si- 
guientes circunstancias: 

a) Que la transmisión se haga a favor de una persona 
física o jurídica que cumpla los requisitos señalados en el 
artículo 48, salvo lo previsto en el punto 2 del artículo 42. 

Que los transmitentes o adquirentes cumplan los 
requisitos específicos establecidos por la Administración, 

,en relación con la posibilidad de transmisión de cada uno 
de los distintos tipos de Títulos habilitantes. 

c) Que no se trate de Títulos habilitantes referidos a 
modalidades de transporte que, en razón de su carácter 
internacional u.otras condiciones específicas, el Gobierno 
haya establecido su intransmisibilidad. 

b) 

2. La transmisión estará en todo caso subordinada a 
que la Administración dé previamente su conformidad a 
la misma, realizando la novación subjetiva del Título ha- 
bilitante en razón al cumplimiento de los requisitos pre- 
vistos en el punto 1 anterior. 

SECCION TERCERA 

Requisitos generales de ejercicio de la actividad 

Artículo 54 

1.  Las personas que obtengan cualquiera de los Títu- 
los habilitantes regulados en esta Ley para la realización 
de servicios de transporte por carretera o actividades 
auxiliares o complementarias del mismo, deberán ser ins- 
critas en el Registro General de Transportistas y de Em- 
presas de Actividades Auxiliares y Complementarias del 
Transporte, que a tal efecto existirá en el Ministerio de 
Transportes, Turismo y Comunicaciones. Dicha inscrip- 
ción constituirá requisito indispensable para el ejercicio 
válido de la actividad a que se refiera el título inscrito. 

Los datos y circunstancias que deben ser objeto de 
inscripción, así como la organización y funcionamiento 
del Registro, serán establecidos reglamentariamente de- 
biendo permitir en todo caso el tratamiento informatiza- 
do de los datos que consten en el mismo. 

3. La inscripción en el Registro deberá efectuarse o 
promoverse por el órgano administrativo que expida el 
correspondiente Título habilitante, o que realice la actua- 
ción administrativa que motive el hecho a inscribir. A tra- 
vés de los oportunos convenios se establecerán los meca- 
nismos necesarios para coordinar con el Registro Gene- 
ral los Requisitos Territoriales que puedan establecer las 
Comunidades 'Autónomas para la inscripción de las per- 
sonas que obtengan títulos habilitantes de su compe- 
tencia. 

El Registro será público en los términos que reglamen- 
tariamente se establezcan. 

4. Deberán ser objeto de inscripción en el Registro los 
vehículos dedicados a la realización de transporte, de 
acuerdo con lo que se establezca por la Administración. 

2. 

Artículo 55 

1. La realización material del transporte público, se 
llevará a cabo por las personas que lo hayan contratado 
como porteadores, como regla general y salvo los supues- 
tos exceptuados en esta Ley y en sus Reglamentos de de- 
sarrollo, al amparo de los títulos habilitantes de los que 
sean poseedores, y a través de su propia organización em- 
presarial, con vehículos y trabajadores integrados en la 
misma. 

2. A los efectos de lo dispuesto en el punto anterior, 
se considera que los vehículos se hallan integrados en la 
organización empresarial del transportista cuando sean 
de su propiedad, cuando los haya tomado en arriendo de 
acuerdo con las condiciones legal o reglamentariamente 
establecidas, o cuando disponga de los mismos en virtud 
de cualquier otro derecho jurídicamente válido que per- 
mita su utilización en forma suficiente para la adecuada 
ordenación del transporte de acuerdo con lo que regla- 
mentariamente se establezca. 
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3. Cuando el correspondiente título administrativo 
ampare la utilización de vehículos articulados, compues- 
tos por un vehículo tractor y un remolque o semirremol- 
que, el vehículo tractor se conceptuará, a todos los efec- 
tos administrativos, como vehículo que realiza el trans- 
porte, estando referidos al mismo los correspondientes Tí- 
tulos habilitantes, sin perjuicio de tener en cuenta, en su 
caso, la capacidad de carga del remolque o semirre- 
molque. 

Artículo 56 

Los vehículos con los que se realicen los transportes pú- 
blicos y privados regulados en esta Ley, deberán poseer 
las características y condiciones técnicas y de seguridad 
que resulten exigibles según la legislación industrial y de 
circulación reguladora de dichas materias. Esto no obs- 
tante, cuando las condiciones de prestación de determi- 
nados servicios de transporte lo requieran, la Administra- 
ción podrá exigir que los correspondientes vehículos cum- 
plan los requisitos adicionales o específicos que resulten 
precisos. 

Artículo 57 

Las personas a las que sean otorgados los Títulos habi- 
litantes para la realización de los transportes y las acti- 
vidades auxiliares y complementarias de los mismos re- 
gulados en esta Ley, deberán constituir en la forma y 
cuantía que reglamentariamente se determine, salvo para 
los tipos de transporte o actividades reglamentariamente 
exceptuados en razón a sus especiales características, una 
fianza, que estará afecta a la garantía del cumplimiento 
de las responsabilidades y obligaciones administrativas 
dimanantes de los referidos títulos habilitantes. La cons- 
titución de la referida fianza deberá, en todo caso, acre- 
ditarse previamente a la entrega de los nuevos títulos que 
sean otorgados. 

CAPITULO 11 

Colaboración con la Admtnistración y cooperación entre 
empresas 

SECCION PRIMERA 

Colaboración con la Administración 

Artículo 58 

1.  Las asociaciones empresariales y de cooperativas 
de transporte por carretera o de actividades auxiliares y 
complementarias por el mismo, legalmente constituidas, 
podrán colaborar con la Administración en la realizaci6n 

de las funciones públicas de ordenación y mejora del fun- 
cionamiento del sector, en la forma prevista en esta Ley 
y en sus reglamentos de desarrollo. 

Para la colaboración de las asociaciones profesio- 
nales en el ejercicio de funciones públicas, prevista en el 
punto anterior, y para formar parte del Comité Nacional 
del transporte por carretera regulado en el siguiente ar- 
tículo, será necesaria su previa inscripción en la sección 
que a tal fin existirá en el Registro General regulado en 
el artículo 54. 

3. Reglamentariamente se fijarán los criterios a tra- 
vés de los cuales se constará en los registros a que se re- 
fiere el punto anterior la representatividad de las distin- 
tas asociaciones profesionales, según el número y volu- 
men de las empresas integradas en las mismas. 

2.  

Artículo 59 

1.  El Comité Nacional del Transporte por carretera es 
una entidad corporativa de base privada, dotada de per- 
sonalidad jurídica, e integrada por las asociaciones em- 
presariales y de cooperativas del transporte. 

El Comité Nacional orientará y armonizará los crite- 
rios de las distintas profesiones y sectores del transporte, 
y sin perjuicio de la colaboración directa e individualiza- 
da de las asociaciones con la Administración, será el cau- 
ce de participación integrada del sector, en aquellas ac- 
tuaciones públicas que le afecten de forma general, que 
tengan un carácter relevante, o que supongan una impor- 
tante incidencia para el mismo. 

El Comité Nacional estará formado por los represen- 
tantes de las Asociaciones profesionales y por otros desig- 
nados por los Comités Territoriales que, en su caso, exis- 
tan en las Comunidades Autónomas. 

2. La designación de los miembros del Comité Nacio- 
nal, se realizará democráticamente por las Asociaciones 
según su respectiva representatividad, siguiendo los cri- 
terios que se establezcan por la Administración. 

El Comité Nacional aprobará su Reglamento de Or- 
ganización y Funcionamiento, el cual deberá ser autori- 
zado por la Administración y ajustarse a las normas que 
reglamentariamente se señalen, las cuales garantizarán 
su carácter dcmocrático. Dentro del Comité Nacional, po- 
drán establecerse distintas secciones correspondientes a 
las diferentes clases de los servicios o actividades de 
transporte. En todo caso el sistema de funcionamiento y 
actuación posibilitará que las posiciones minoritarias 
sean suficientemente recogidas, y puedan ser conocidas y 
ponderadas por la Administración. 

3.  

Artículo 60 

En el ejercicio de su función de servir de cauce de par- 
ticipación integrada del sector en el ejercicio de las fun- 
ciones públicas que le afecten, corresponderán al Comité 
Nacional de transporte por carretera, las siguientes com- 
petencias: 
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a) Informar en los procedimientos de fijación de tari- 
fas y proponer en su caso a la Administración las que con- 
sideren que deben aplicarse en los distintos servicios y ac- 
tividades de transporte. 

b) Informar a petición de la Administración en el pro- 
cedimiento de imposición de las sanciones que lleven apa- 
rejada la revocación definitiva de la autorización o la ca- 
ducidad de la concesión. 

c) Cooperar con Id Administración en la preparación 
de la capacitación profesional, y en su caso cuando así se 
prevea expresamente, en la gestión de la Declaración de 
Porte. 

d) Promover y colaborar con la Administración en la 
creación de centros de información y distribución de car- 
gas y estaciones de transporte por carretera. 

e) Evacuar cuantas consultas les sean realizadas por 
la Administración. 

f) Participar en representación de las empresas y aso- 
ciaciones de transporte en el procedimiento de elabora- 
ción de cuantas disposiciones se dicten en materia de 
transporte. 

g) Realizar cuantas otras funciones les sean legal o re- 
glamentariamente atribuidas. 

SECCION SEGUNDA 

Agrupación y cooperación entre empresas 

Artículo 61 

1. La Administración promoverá la agrupación y co- 
operación entre sí de los pequeños y medianos empresa- 
rios de transporte, protegiendo el establecimiento de fór- 
mulas de colaboración y especialmente de cooperativas. 

Los títulos habilitantes para la realización de los 
servicios y actividades de transporte regulados en esta 
Ley, podrán ser otorgados directamente a las entidades 
cooperativas de trabajo asociado, siempre que éstas cum- 
plan los requisitos generales exigidos para dicho otor- 
gamiento. 

3. Los transportistas poseedores de los títulos habili- 
tantes regulados en esta Ley, podrán transmitirlos a las 
entidades cooperativas de trabajos asociados de las que 
formen parte, y en su caso posteriormente recuperarlos, 
cuando se produzca su baja en las mismas, con sujeción 
a los requisitos que se determinen por la Administración. 
Se establecerán, en todo caso, condiciones especiales para 
la recuperación de las autorizaciones de carácter común 
que hubieran sido transmitidas por sus socios a la coope- 
rativa, cuando éstas sirvan de base para el otorgamiento 
y realización de servicios regulares de los que sea adjudi- 
cataria la propia cooperativa. 

2. 

Artículo 62 

1. Las personas habilitadas para la prestación de ser- 

vicios discrecionales de transporte de mercancías o viaje- 
ros, podrán establecer cooperativas de transportistas, 
considerándose incluidas dentro de las funciones atribui- 
das por su normativa específica, las de captación de car- 
gas o contratación de servicios y comercialización para 
sus socios. Dichas Cooperativas contratarán la prestación 
de los referidos servicios discrecionales en nombre pro- 
pio, debiendo los mismos ser efectuados en todo caso, sin 
más excepciones que los supuestos de colaboración entre 
transportistas legalmente previstos, por alguno de sus so- 
cios que cuente con el correspondiente Título Administra- 
tivo que habilite para la referida prestación. En este caso, 
el contrato de transporte con el usuario aparecerá como 
porteador la Cooperativa, y las relaciones de ésta con el 
socio poseedor del Título habilitante que materialmente 
realice el transporte, se regirán por las normas y reglas 
reguladoras de la Cooperativa. 

Las obligaciones y responsabilidades administrativas 
que la Ley atribuye al transportista, corresponderán al so- 
cio titular de la correspondiente autorización, que mate- 
rialmente realice el transporte. La Cooperativa asumirá 
las obligaciones y responsabilidades administrativas que 
la Ley atribuye a los intermediarios. 

Para la realización de las actividades a las quc se 
refiere el punto 1 de este artículo, y el artículo anterior, 
las cooperativas deberán estar inscritas en la correspon- 
diente sección especial que a este efecto existirá en el Rc- 
gistro General regulado en el artículo 54, debiendo cum- 
plir, asimismo, las condiciones especiales que se determi- 
nen por la Administración. 

2. 

TITULO 111 

DE LOS SERVICIOS Y ACTIVIDADES DEL 
TRANSPORTE POR CARRETERA 

CAPITULO 1 

Clasificación 

Artículo 63 

Los transportes por carretera se clasifican, según su na- 
turaleza, en públicos y privados. 

Son transportes públicos aquellos que se llevan a cabo 
por cuenta ajena mediante retribución económica, por 
personas físicas o jurídicas dedicadas profesionalmente a 
la realización de dicha actividad. 

Son transportes privados aquellos que se llevan a cabo 
por cuenta propia, bien sea para satisfacer necesidades 
particulares, bien como complemento de otras activida- 
des principales realizadas por empresas o establecimien- 
tos del mismo sujeto, y directamente vinculados al ade- 
cuado desarrollo de dichas actividades. 
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Artículo 64 

1. Por razón de su objeto los transportes pueden ser: 

a) De viajeros, cuando e s t h  dedicados a realizar los 
desplazamientos de las personas y sus equipajes en vehí- 
culos construidos y acondicionados para tal fin. 

De mercancías, cuando estkn dedicados a realizar 
desplazamientos de mercancías, en vehículos construidos 
y acondicionados para’tal fin. 

Mixtos, cuando estén dedicados al desplazamiento 
conjunto de personas y de mercancías en vehículos espe- 
cialmente acondicionados a tal fin, que realicen el trans- 
porte con la debida separación. Los transportes mixtos se 
regirán por las disposiciones de la presente Ley que re- 
sulten aplicables a su específica naturaleza, según lo que 
reglamentariamente se establezca. 

b) 

c) 

2. Los transportes de viajeros podrán conducir obje- 
tos o encargos distintos de los equipajes de los viajeros, v 
los transportes de mercancías, personas distintas del con- 
ductor, cuando su transporte sea compatible con las ca- 
racterísticas tkcnicas del vchículo, y el mismo sea autori- 
zado por la Administración, en las condiciones que en 
cada caso se establezcan. 

Artículo 65 

1.  Los transportes públicos de viajeros por carretera 
pueden ser regulares o discrecionales. 

Son transportes regulares los que se efectúan dentro de 
itinerarios preestablecidos, y con sujeción a calendarios 
y horarios prefijados. 

Son transportes discrecionales los que se llevan a cabo 
sin sujeción a itincrario,, calendario ni horario prees- 
tablecido. 

2. Los transportes públicos de mercancías por carrc- 
tera tendrán en todo caso la consideración de discrccio- 
nales, aun cuando se produzca en los mismos una reite- 
ración de itinerario, calendario u horario. 

Artículo 66 

Los transportes se clasifican según el ámbito en que se 
realicen, en interiores e internacionales. 

Son transportes interiores los que tienen su origen y 
destino dentro del territorio del Estado Espanol dis- 
curriendo como regla general íntegramente dentro de 
éste, si bien, por razón de sus rutas y en régimen de trans- 
porte combinado, pueden realizarse parcialmente por 
aguas o espacios aéreos internacionales no pertenecientes 
a la soberanía de ningún Estado, o en su caso, por aguas 
que pertenezcan a la soberanía de otro Estado. 

Son transportes internacionales aquellos cuyo itinera- 
rio discurre parcialmente por el territorio de Estados 
extranjeros. 

Artículo 67 

En razón a la especificidad de su objeto y de su régi- 
men jurídico, los transportes se clasifican en ordinarios y 
especiales. 

Son transportes especiales, aquellos en los que por ra- 
zón de su peligrosidad, urgencia, incompatibilidad con 
otro tipo de transporte, repercusión social, u otras causas 
similares están sometidos a normas administrativas es- 
peciales, pudiendo exigirse para su prestación conforme 
a lo previsto en el artículo 92 una autorización específica. 

La determinación concreta de los transportes de carác- 
ter especial, así como el establecimiento de las condicio- 
nes específicas aplicables a cada uno de los mismos, se 
realizara en las normas de desarrollo de la presente Ley. 
En todo caso se considerarán transportes especiales el de 
mercancías peligrosas, productos perecederos cuyo trans- 
porte haya de ser realizado en vehículos bajo temperatu- 
ra dirigida, el de personas enfermas o accidentadas y el 
funerario. 

CAPITULO 11 

Los transportes públicos regulares de viajeros 

Artículo 68 

Los transportes públicos regulares de viajeros pueden 
ser: 

a)  Por su continuidad, permanentes o temporales. 
Son transportes públicos regulares permanentes los 

que se llevan a cabo de forma continuada, para atender 
necesidades de carácter estable. 

Son transportes públicos regulares teniporales los des- 
tinados a atender tráficos de carácter excepcional o co- 
yuntural y de duración temporalmente limitada, si bien 
puede darse en los mismos una repetición periódica, ta- 
les como los de ferias, mercados, vacaciones, u otros 
similares. 

b) Po? su utilización, de uso general o de uso especial. 
Son transportes públicos regulares de uso general los 

que van dirigidos a satisfacer una demanda general sien- 
do utilizables por cualquier interesado. 

Son transportes públicos regulares de uso especial los 
que están destinados a servir, exclusiva o predominante- 
mente un grupo específico de usuarios tales como escola- 
res, trabajadores,. militares, o grupos homogéneos simila- 
res, relacionados con un mismo centro de actividad. 

SECCION PRIMERA 

Los Transportes Públicos Regulares Permanentes de 
viajeros de uso general 

Artículo 69 

1. Los transportes públicos regulares permanentes de 
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viajeros de uso general, salvo en el supuesto previsto en 
el artículo 89 tienen el carácter de servicios públicos de 
titularidad de la Administración, debiendo ser admitidas 
a su utilización todas aquellas personas que lo deseen y 
que cumplan las condiciones reglamentarias establecidas. 

La gestión de los servicios a que se refiere el punto 
anterior, se regirá, en lo no previsto en esta Ley y en sus 
disposiciones de desarrollo, por las normas generales re- 
guladoras de la contratación administrativa. 

2.  

Artículo 70 

La prestación de los servicios regulares permanentes de 
transporte de viajeros de uso general, deberá ser precedi- 
da de la correspondiente decisión administrativa sobre el 
establecimiento o creación de dichos servicios, la cual de- 
berá ser acompañada de la aprobación del correspondien- 
te proyecto de prestación de los mismos. 

Dicho establecimiento o creación, se realizará por la 
Administración, bien por propia iniciativa o de los parti- 
culares, teniendo en cuenta las demandas actuales y po- 
tenciales de transporte, los medios existentes para servir- 
las, las repercusiones de su inclusión en la red de trans- 
porte, y el resto de las circunstancias sociales que afecten 
o sean afectadas por dicho establecimiento. En todo caso 
la creación de nuevos servicios deberá respetar las previ- 
siones que en su caso se encuentren cstablecidas en los 
programas o Planes de transporte, y &tos deberán ser ob- 
jeto de las necesarias actualizacioncs cuando no incluyan 
servicios cuyo establecimiento se demuestre necesario o 
conveniente con posterioridad a su aprobación. 

Artículo 71 

1.  La prestación de los servicios públicos de transpor- 
te de uso general se realizará, como regla general, por la 
empresa a la que se atribuya la correpsondiente conce- 
sión administrativa para su prestación. 

Sin embargo, cuando existan motivos que IB justifi- 
quen, la Administración, podrá decidir que la explotación 
se lleve a cabo a través de cualquiera de los restantes pro- 
cedimientos de gestión de servicios públicos previstos en 
la legislación reguladora de la contratación adminis- 
trativa. 

2. N o  obstante lo previsto en el punto 1 anterior, pro- 
cederá la gestión pública directa de un servicio sin la rea- 
lización del correspondiente concurso, cuando la gestión 
indirecta resulte inadecuada al carácter o naturaleza del 
mismo, sea incapaz de satisfacer los objetivos económi- 
cos o sociales que se pretenda conseguir, o venga recla- 
mada por motivos de interés público concreto o de carác- 
ter económico social. La apreciación de las citadas cir- 
cunstancias corresponderá al Gobierno, de conformidad 
con el procedimiento que se determine. 

3.  Cuando se den las circunstancias previstas en el 
punto anterior la Administración podrá prestar directa- 
mente los servicios de transporte público permanente de 

uso general, utilizando para su gestión cualquiera de las 
figuras que sobre la gestión empresarial pública admite 
la legislación vigente. 

Artículo 72 

1.  Como norma general, las concesiones a las que se 
refiere el artículo anterior se entenderán otorgadas con 
carácter exclusivo, no pudiendo establecerse mientras es- 
tén vigentes, otras concesiones que cubran servicios de 
transporte coincidentes, salvo los supuestos que regla- 
mentariamente se exceptúen por razones de interés pú- 
blico. 

De igual forma se determinarán las circunstancias de 
apreciación de la coincidencia, poniendo especial aten- 
ción a la naturaleza de los servicios y la similitud de las 
prestaciones de los mismos, excluyéndose en todo caso la 
zona de influencia de los grandes núcleos urbanos, de 
acuerdo con las distancias que en dicha reglamentación 
se establezcan. 

2.  La duración de las concesiones se establecerá en el 
título concesional, de acuerdo con las características y ne- 
cesidades del servicio y atendiendo a los plazos de amor- 
tización de vehículos e instalaciones. Dicha duración, sal- 
vo para aquellos servicios en que se cumplan las condi- 
ciones de anormal rentabilidad que reglamentariamente 
se determinen, no podrá ser inferior a diez años, ni supe- 
rior a treinta. Cuando finalice el plazo concesional, sin 
que haya concluido el procedimiento tendente a determi- 
nar la subsiguiente prestación del servicio, el concesiona- 
rio prolongará su gestión hasta la finalización de dicho 
procedimiento, sin que en ningún caso esté obligado el 
mismo a continuar dicha gestión durante un plazo supe- 
rior a doce meses. 

Artículo 73 

1. Para el otorgamiento de la correspondiente conce- 
sión se seguirá el procedimiento de concurso, al cual po- 
drán concurrir las empresas privadas o públicas que reú- 
nan los requisitos previstos en el artículo 48 y los que re- 
glamentariamente, o para cada caso concreto se de- 
terminen. 

En el citado concurso servirá de base al correspon- 
diente Pliego de Condiciones, el Proyecto aprobado por la 
Administración, y en el mismo se incluirán los servicios 
básicos y los complementarios, los itinerarios, los tráficos 
que puedan realizarse, las paradas, el régimen tarifario, 
el número mínimo de vehículos, la posibilidad en su caso 
de que éstos no puedan realizar otros tráficos, las insta- 
laciones fijas que en su caso resulten necesarias y el resto 
de circunstancias que delimiten el servicio y configuren 
su prestación. 

En el correspondiente Pliego de Condiciones se estable- 
cerá la exigencia de que los correspondientes vehículos es- 
tén amparados por la autorización común regulada en el 
artículo 52 ,  pudiendo, sin embargo, dicha exigencia ser 

2.  
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dispensada, para todos los vehículos o para una parte de 
los mismos, en los supuestos especiales previstos en dicho 
artículo. Cuando dicha autorización común resulte obli- 
gatoria, podrá exigirse la previa posesión de la misma por 
los licitadores o el adjudicatario, o bien establecerse su 
otorgamiento conjuntamente con el de la concesión según 
10 previsto en el artículo 76. 

Las condiciones y circunstancias a que se refiere el 
punto anterior, podrán establecerse en los Pliegos de Con- 
diciones con carácter de requisitos mínimos, o con carác- 
terf orientativo, pudiendo las empresas licitadoras dentro 
de los límites en su caso establecidos, formular ofertas 
que incluyan precisiones, ampliaciones o modificaciones 
de las condiciones del correspondiente Pliego siempre que 
no alteren las condiciones esenciales del servicio o de su 
prestación. 

3 .  

Artículo 74 

En la resolución del concurso se tendrán en cuenta las 
circunstancias de todo orden que concurran en las distin- 
tas ofertas y en las empresas que las formulen, debiendo 
establecerse con carácter general o en los pliegos de con- 
diciones, criterios de valoración específicos. 

En todo caso deberá considerarse como mérito especí. 
fico la anterior prestación del servicio por el licitador, 
cuando la misma se haya realizado en condiciones ade- 
cuadas; así mismo, en tal supuesto, habrán de tenerse en 
cuenta los mayores costes salariales, sociales o de otra ín- 
dole, que como consecuencia de su anterior prestación ha- 
yan de producirse para el mismo, debiendo deducirse la 
repercusión de su importe de la oferta económica que rea- 
lice, a efectos de la valoración de ésta en el concurso. 

En cualquier caso deberán desestimarse las ofertas que 
establezcan condiciones económicas temerarias, tkcnica- 
mente inadecuadas, o que no garanticen debidamente la 
prestación del servicio en las condiciones precisas, v la 
continuidad del mismo. 

Artículo 75 

1.  El servicio deberá prestarse en las condiciones fija- 
das en el Título concesional, el cual recogerá las estable- 
cidas en el Pliego de condiciones con las precisiones o mo- 
dificaciones, ofrecidas por el adjudicatario, que sean 
aceptadas por la Administración. 

Reglamentariamente, o en el Titulo conccsional, se 
determinarán aquellas circunstancias de prestación in- 
cluidas en'dicho Titulo que pueden ser libremente modi- 
ficadas por la empresa concesionaria, en aras de una me- 
jor gestión dei servicio, dando cuenta en su caso a la Ad- 
ministración, que podrá prohibirlas, cuando resulten con- 
trarias al interés público, o establecer límites concretos a 
su ejercicio. 

La Administración podrá realizar de oficio o a ins- 
tancia de los concesionarios o de los usuarios, las modi- 
ficaciones, en las condiciones de prestación, no previstas 

2.  

3 .  

en el título concesional y las ampliaciones, reducciones o 
sustituciones de itinerarios que resulten necesarias o con- 
venientes para una mejor prestación del servicio, estando 
obligada a respetar en todo caso el equilibrio económico 
de la concesión. 

Cuando dichas modificaciones consistan en ampliacio- 
nes o hijuelas, únicamente procederán cuando constitu- 
yan un mero apkndice del servicio principal que deba 
prestarse en unidad de explotación con éste. 

Artículo 76 

1.  Deberán figurar adscritos de forma permanente a 
la concesión de conformidad con lo previsto en el título 
concesional, el número de vehículos suficientes para la 
prestación de los servicios v expediciones que deban ha- 
bitualmente realizarse. Dichos vehículos habrán de ser 
propiedad del concesionario o bien haber sido arrenda- 
dos por éste de acuerdo con las condiciones que se 
establezcan. " 

La autorización común, salvo los supuestos espccia- 
les en los que la misma no resulte obligatvria por aplica- 
ción de lo dispuesto en el último párrafo del punto 2 del 
artículo 73, habrá de haberse obtenido como regla genc- 
ral con independencia de la adjudicación de la concesión. 
Esto no obstante, en relación con los servicios de dcibil trá- 
fico o baja rentabilidad, podrá preverse en el correspon- 
diente Pliego de Condiciones, que las autorizaciones de 
carácter común sean otorgadas conjuntamente con la con- 
cesión. En este caso, dichas autorizaciones se considera- 
rán automáticamente revocadas cuando el concesionario 
cese en la explotación del servicio regular, realizándose, 
en su caso, una novación subjetiva de las mismas en fa- 
vor del nuevo adjudicatario. 

2.  

Artículo 77 

1 .  Para hacer frcntc a intensificaciones de trálico, que 
no puedan ser atendidas por los vehículos adscritos de Lor- 
ma permanente a la concesión, podrán utilizarse tcmpo- 
ralmente, de acuerdo con las condiciones que se establez- 
can por la Admisnistración, otros vehículos, va scan pro- 
pios del concesionario, o bien arrendados o cedidos a tra- 
vés de otra fórmula jurídica admitida por la Administra- 
ción, con o sin conductor, por otros transportistas. Dichos 
vehículos deberán en todo caso estar amparados por la 
autorización común a que se refiere el artículo 50 para la 
clase y ámbito del transporte de que se trate, bien a nom- 
bre del concesionario, o del transportista que haya reali- 
zado el arrendamiento o cesión. 

La Administración podrá establecer las condiciones 
iiicluso tarifarias, y en su caso, los contratos-tipo confor- 
nic a los cuales habrá de realizarse el arrendamiento o ce- 
sióii de vehículos previsto en el punto anterior. 

3 .  El servicio se considerará, en todo caso, tanto a 
efectos de las correspondientes relaciones jurídico priva- 
das, como de las obligaciones y responsabilidades de ca- 

2 .  
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rácter administrativo, prestado por la empresa concesio- 
naria del servicio regular, considerándose los vehículos 
arrendados o cedidos, integrados en su organización. 

Artículo 78 

1 .  Con carácter general, o en los respectivos títulos 
conccsionales se determinará, en su caso, en qué condi- 
ciones los vehículos a los que se refieren los artículos an- 
teriores, siempre que estén amparados por la autorización 
común que les habilite para ello, ya les haya sido exigi- 
da, o no, para la prestación del scrvicio regular, pueden 
realizar servicios distintos a los incluidos en la concesión. 

2.  La Administración podrá autorizar de conformidad 
con lo que reg1í)mentariamente se establezca, que un mis- 
mo vehículo sea utilizado en los servicios de dos o más 
concesiones del mismo titular. 

Podrá asimismo autorizarse la utilización de ve- 
hículos para servir la red de itinerarios de dos o más con- 
cesiones de distintos titulares, con tal que las mismas pre- 
senten puntos de contacto y el servicio se preste sin solu- 
ción de continuidad en el recorrido. Sin embargo, única- 
mente procederá el otorgamiento de la referida autoriza- 
ción cuando en el correspondiente expediente quede acre- 
ditada la no procedencia de establecer como servicio in- 
dependiente el itinerario correspondiente a las distintas 
concesiones que vaya a servir el vehículo de que se trate. 

3. 

Artículo 79 

Como regla general las concesiones se otorgarán única- 
mente para servicios predeterminados de carácter lineal; 
no obstante, la Administración podrá otorgar concesiones 
zonales que comprenderán todos los servicios regulares 
permanentes o tcmporales y de uso general o especial que 
hayan de prestarse en una determinada zona, salvo los 
que expresamente se exceptúen. Será de aplicación a las 
concesiones zonales el régimen jurídico establecido para 
las lineales en tanto resulte compatible con su específica 
naturaleza. 

Artículo 80 

1 ,  Las concesiones zonales deberán ajustarse a las de- 
terminaciones de un plan de explotación para la zona de 
que se trate, aprobado por la Administración de oficio o 
a iniciativa de los particulares, que contendrá las previ- 
siones que reglamentariamente se senalen y que formará 
parte de las cláusulas concesionales. 

Los planes de explotación a que se refiere el apar- 
tado anterior deberán tener en cuenta las necesidades de 
los usuarios, la estructura de los servicios que se integren 
en la concesión y las exigencias de la ordenación terri- 
torial. 

3. Por razones de interés público la Administración 
podrá constituir o modificar zonas de transporte, así 
como variar los planes de explotación. 

2. 

Artículo 81 

1 .  El otorgamiento de concesiones zonales estará su- 
bordinado en todo caso al respeto de los derechos econó- 
micos de los titulares de los servicios regulares lineales, 
permanentes o temporales, y de uso general o especial, 
que discurran total o parcialmente por su territorio. 

2. Los servicios lineales cuyo itinerario discurra en 
más de un cincuenta por ciento por una zona o área de 
transporte, se incorporarán automáticamente a ésta una 
vez transcurrido el plazo de duración de la concesión o au- 
torización especial respectiva, o antes, mediante la ade- 
cuada compensación económica, si el interés general así 
lo aconsejara. 

Será de aplicación para las concesiones zonales en 
cuanto a su régimen de otorgamiento y demás circuns- 
tancias no expresamente previstas el régimen general es- 
tablecido en esta Subsección. No obstante, cuando la ra- 
cionalidad en el diseno dcl sistema de transportes así lo 
postule, podrá realizarsc la adjudicación directa de las 
mismas, a los titulares de los servicios a que se refiere el 
punto i de este artículo. 

3.  

Artículo 82 

1.  Cuando existan razones objetivas de interés públi- 
co que lo justifiquen, y no resulte viable o procedente el 
establecimiento de un nuevo servicio con independencia 
de los anteriormente existentes, la Administración podrá, 
de oficio o a instancia de parte, respetando el equilibrio 
económico de las concesiones, acordar la unificación de 
servicios que hayan sido objeto de concesiones indepen- 
dientes, a efectos de que la prestación de los mismos se 
haga en régimen de unidad de empresa. Cuando los ser- 
vicios correspondan a concesiones otorgadas a diferentes 
empresas, se establecerá por vía reglamentaria el sistema 
que habrá de seguirse para determinar el régimen de 
gestión. 

Los servicios unificados se considerarán en todo 
caso prestados al amparo de una nueva concesión; el pla- 
zo de duración de Csta sc fijará, de conformidad con lo 
que reglamentariamente se determine, en función de los 
plazos de vigencia que resten en las concesiones corres- 
pondientes a los scrvicios que se unifiquen, de los tráfi- 
cos de éstas y de la mejora del sistema de transportes que 
suponga la unificación. 

3. Cuando se lleve a cabo la unificación de concesio- 
nes, la Administración podrá realizar las modificaciones 
en las condiciones de explotación que resulten necesarias 
para una más adecuada prestación del servicio de acuer- 
do con las características de la concesión unificada. 

2.  

Artículo 83 

Las concesiones se extinguirán por las causas siguien- 
tes: 
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a) Transcurso del tiempo por el que hubieren sido 
otorgadas. 

b) Incumplimiento de las condiciones esenciales de la 
concesión en los t ~ r m i n o s  previstos en el punto 1 del ar- 
ticulo 147. 

Muerte del empresario individual o extinción de la 
persona jurídica gestora del servicio, salvo que se produz- 
ca la transmisión de las mismas en los tb-minos que re- 
glanientariamcntc se determinen. 

Quiebra del concesionario, o suspensión de pagos 
que imposibilite la prestación del servicio. 

Supresión o rescate del servicio por razones de in- 
teres público. 

Renuncia del concesionario en los casos legal o rc- 
glanicntariamente previstos. 

Mutuo acuerdo entre la Administración y el con- 
cesionario. 

Por las causas previstas en el artículo 48.2.  

c) 

d) 

e) 

f) 

g) 

11) 

Artículo 84 

1 .  Cuando se decida la supresión'+ servicio o se den 
otros motivos de intcrEs público que lo justifiquen, la Ad- 
ministración, previo informe del Consejo Nacional de 
Transportes podrá rescatar las concesiones en cualquicr 
momento anterior a la fecha de su vencimiento. Dicho res- 
cate dará lugar, cuando se realice s in  que haya mediado 
incumplimiento del concesionario que ,justifique la cadu- 
cidad como sanción, regulada en el punto 4 del articulo 
147 de esta Ley, a la indemnización que en su caso corres- 
ponda. La indemnización se realizará de conlormidad con 
la legislación sobre responsabilidad patrimonial de la 
Administración. 

2 .  El concesionario, realizando el correspondiente 
preaviso con doce mcscs de antelación, \ '  previa autoriza- 
ción dc la Administración, podrá renunciar a continuar 
la prestación del scr\.icio. 

Artículo 85 

1.  Cuando se produzcan los supucstos d e  rescate o rc-  
nuncia previstos en el artículo anterior, así como de in- 
cumplimiento dctcrminantc de la caducidad, la Adminis- 
tración podrcí continuar la gestión directa o indirecta del 
servicio utilizando, cuando ello rcsultarc necesario o con- 
veniente, durante un plazo de doce meses, los medios rea- 
kcs y personales, o cualquiera de ellos, con los que Cstc hu- 
biera venido prestándose, asumiendo los rcsultados cco- 
nómicos de la explotación y los gastos que la misma 
suponga. 

Cuando se rcalicc la utilización prc\,ista en el pun- 
to anterior, deberá indemnizarse al concesionario por di- 
cha utilización de conformidad con lo prc\isto en la Ic- 
gislación sobre responsabilidad patrimonial de la Admi- 
nistración. No obstante, n o  procederá dicha indcmniza- 
ción en los siguientes supuestos: 

2 .  

a) Cuando se haya producido la caducidad por incum- 
plimiento de concesionario, y la utilimción prevista en el 
punto anterior se realice en el plazo de los doce meses si- 
guientes a la declaración de caducidad. 

b) Cuando la utilización regulada en cste artículo trai- 
ga origen de la renuncia del concesionario, si el prcaviso 
de &te se ha producido con una antelación inferior a doce 
nieses, en cuanto a la utilización subsiguiente, hasta com- 
pletar el referido plazo de doce meses. 

Articulo 86 

Cuando se produzcan supuestos de insolvencia dclini- 
t iva  del concesionario, abandono del servicio o intcrrup- 
ciones en su prestación, o notorio mal funcionamiento de 
&te, la Administración podrá intervenir la prestación del 
scr\iicio asumiendo la dirección y la explotación del mis- 
mo durante un plazo máximo de seis nieses, y utilizando 
para dicha explotación los medios personales y reales de 
la empresa conccsionaria. Los resultados económicos con- 
tinuarán imputándosc a la referida empresa. 

El rEgimcn de intervención y sus efectos económicos ce- 
sarán si se produce la renuncia dcl concesionario previs- 
ta en el punto 2 del artículo 84 en cuyo caso si: produci- 
rán las consecuencias previstas en el articulo 85. 

Articulo 87 

Cuando como consecuencia de lo establecido en esta 
Lcy, haya de iniciar la prestación del servicio un nuevo 
concesionario difcrciitc del  que hasta entonces hubiera 
venido realizando la misma, se observarán las siguientes 
reglas sobre la posible subrogación de aquel, en los me- 
dios materiales y personales con los que anteriormente se 
prestara el servicio. 

1 .I' Con anterioridad a la celebración del corrcspon- 
diente concurso, el anterior concesionario habrá de ma- 
nifestarse sobre su intención en el caso de que no resulte 
adjudicatario, de conservar la propiedad de los vehículos 
e instalaciones destinadas a la prestación del servicio, así 
como en su caso, de continuar su relación laboral con los 
trabajadores que \,iiiici.an prestando el servicio. 

2.m' Cuando no sc manifieste la intención de conserva- 
ción de la propiedad ;I la que se rcficrc el apartado antc- 
rior, el nuevo concesionario adquirirá la propiedad de los 
\vhiculos e instalaciones akxtos a la concesión mediante 
el abono a su anterior propietario del valor dc la parte no 
amortizada de los mismos. La correspondiente valoración 
se realizará de conformidad con lo que reglamcntaria- 
mente se establezca. 

Ya se realice o no la transniisión de los vehículos, cuan- 
do Estos estuvieran aniparados por autorizaciones comu- 
nes otorgadas conjuntamcntc con la concesión, según lo 
previsto en el artículo 76, se producirá la novación sub- 
jetiva de las mismas en Iavor del nuevo concesionario. 

3." Cuando no se rcalicc la manií'cstación de continui- 
dad de la relación laboral a que se rcficrc el apartado 1, 
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el nuevo concesionario se subrogará en la posición em- 
presarial del anterior respecto a los trabajadores, mante- 
niendo éstos todos los derechos laborales que tuvieran 
reconocidos. 

Artículo 88 

Las concesiones administrativas de servicios públicos 
regulares perma entes de transporte de viajeros por 

dos no podrán serbbjeto de embargo, sin perjuicio de que 
judicialmente pueda ser intervenida la explotación de las 
mismas y asignada una parte de la recaudación a la amor- 
tización de la deuda, a cuyo efecto se podrá, por cuenta 
y riesgo del acreedor, designar un interventor que com- 
pruebe la recaudación obtenida y se haga cargo de la par- 
te que se haya señalado, la cual no podrá exceder del por- 
centaje o cuantía que reglamentariamente se determine. 

carretera y los v d hículos e instalaciones a ellas destina- 

Artículo 89 

1. Aquellos servicios de bajo índice de utilización en 
los que por falta de rentabilidad no sea posible su esta- 
blecimiento, o no aparezca garantizada su adecuada rea- 
lización y continuidad, manteniendo las exigencias gene- 
rales reguladas en esta Subsección en relación con las 
concesiones administrativas, podrán ser prestados de 
acuerdo con condiciones más flexibles según lo previsto 
en este artículo, por las personas que obtengan la nece- 
saria autorización administrativa especial que habilite 
para su prestación. 

Las autorizaciones especiales previstas en el punto 
anterior podrán ser para servicios lineales o zonales, y se 
concederán por un plazo mínimo de 3 años, que podrá ser 
renovado. La empresa autorizada podrá abandonar la 
prestación del servicio, antes de la finalización del corres- 
pondiente plazo, de acuerdo con las condiciones que re- 
glamentariamente se determinen. 

Las personas autorizadas para la realización de los 
servicios a que se refiere este artículo podrán establecer 
y modificar libremente el calendario, horario y expedicio- 
nes del servicio, de acuerdo con lo que en la correspon- 
diente autorización se determine. 

4. Para el otorgamiento de las autorizaciones especia- 
les a las que se refiere este artículo, será requisito indis- 
pensable la previa justificación en el correspondiente pro- 
cedimiento, de la inviabilidad de explotación del servicio 
de acuerdo con las condiciones generales establecidas en 
relación con las concesiones administrativas reguladas en 
esta Subsección. 

El servicio deberá prestarse, en todo caso, con ve- 
hículos amparados por la autorización común a la que se 
refiere el artículo 52. La previa posesión de dicha autori- 
zación común podrá ser exigida como requisito para el 
otorgamiento de la autorización especial, si bien podrá 
también otorgarse conjuntamente con ésta. En este caso 
la autorización común se considerará automáticamente 
caducada cuando lo sea la autorización especial. 

2. 

3. 

5 .  

6 .  Reglamentariamente se desarrollará el régimen ju- 
rídico específico de los servicios regulados en este artícu- 
lo, en relación con los cuales serán de aplicaciún las nor- 
mas generales de esta Ley. Podrá, en todo caso, estable- 
cerse un régimen especial de apoyo económico o jurídico 
a los mismos. 

SECCION SEGUNDA 

, Transportes regulares temporales y de uso especial 

Artículo 90 

1 .  Se consideran transportes regulares temporales de 
viajeros: 

1 )  Los que se prestan de forma continuada durante pe- 
ríodos de tiempo de duración limitada, tales como los de 
vacaciones, estacionales o í‘erias y exposiciones extraor- 
dinarias. 

2) Los que se prestan de forma discontinua pero pe- 
riódica a lo largo del año, tales como los de mercados y 
ferias ordinarios y periódicos. 

2. La prestación de servicios regulares temporales, de- 
berá estar precedida del acuerdo sobre su establecimien- 
to y condiciones de prestación adoptado por la Adminis- 
tración, de oficio o a instancia de parte. El referido esta- 
blecimiento únicamente podrá acordarse cuando por el 
carácter temporal o extraordinario de la demanda de 
transporte no haya sido suficientemente justificada la ne- 
cesidad de establecimiento de un servicio de transporte 
de uso general, y se dé alguna dc las siguientcs cir- 
cunstancias: 

a) Que no exista un servicio regular permanente de 
uso general coincidente que pueda servir adecuadamente 
las necesidades de transporte de que se trate. 

b) Que aun existiendo servicio regular permanente de 
uso general coincidente, se dC alguna de las dos siguien- 
tes condiciones: 

1) Que la adaptación a las necesidades de transporte 
que hayan de cubrirse suponga una modificación sustan- 
cial en las condiciones de explotación del servicio coinci- 
dente, establecidas en la correspondiente concesión. 

Que las necesidades de transporte que hayan de cu- 
brirse reúnan tales requisitos de especificidad que hagan 
recomendable el establecimiento de un servicio inde- 
pendiente. 

2)  

3. Cuando no proceda, o no se estime conveniente, el 
establecimiento de un servicio independiente, y el tráfico 
de carácter temporal o extraordinario hava de ser servi- 
do por un servicio regular permanente de uso general 
preexistente, podrán establecerse las modificaciones que 
resulten necesarias en las condiciones de prestación esta- 
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blccidas para el mismo, debiendo respetarse el  equilibrio 
económico de la concesión. 

Los transportes regulares tcmporalcs únicamente 
podrán prestarse por las personas que obtengan la corres- 
pondiente autorización administrativa especial que habi- 
lite para la realización de los niisnios. Rcglamcntaria- 
mente se establecerá el sistema de otorgamiento de las re- 
feridas autorizaciones que, en relación con los servicios a 
los que se refiere el apartado i )  del punto I anterior, de- 
berá estar basado en la librc concurrencia, pudiendo asi- 
mismo arbitrarsc procedimientos para que en la rcaliza- 
ción de dichos servicios participen conjuntamente diver- 
sas empresas o asociaciones de transportistas. 

Los transportes regulares temporales deberán Tea- 
lizarse en todo caso con vehículos amparados por las au- 
torizaciones comunes previstas en el artículo 52. La prc- 
via posesión de dichas autorizaciones por el solicitante 
será requisito necesario para el otorgamiento de las au- 
torizacioncs cspcciales relativas a los servicios tempora- 
les prestados de lorma discontinua pero periódica. 

En los servicios temporales, especialmente en aquc- 
llos a los que se refiere el apartado 1), del punto 1 ante- 
rior, podrá autorizarse la utilización'dc vehículos de otros 
transportistas, que cuenten con la correspondiente auto- 
rización común, de conformidad con el régimen que rc- 
glamcntariamcntc se establezca. 

Las correspondientes autorizaciones especiales de- 
terminarán las condiciones de prestación del servicio, así 
como su plazo de duración, que podrá ser renovado de 
contormidad con lo que con carácter general se disponga. 

4. 

5 .  

6 .  

7 .  

Artículo Y 1  

1. Los transportes regulares de viajeros de uso cspe- 
ciai únicamcntc podrán prestarse cuando se cuente con 
la correspondiente autorimción especial para los mismos 
otorgada por la AdministraciOn. Reglamentariamente se 
determinará para cada tipo de estos servicios el sistema 
de otorgamiento, duración v extinción de las correspon- 
dientes autoriiacioncs, debiendo en todo caso garantizar- 
se la participación de los usuarios en el procedimiento de 
otorgamiento de dichas autorizaciones, para el cual po- 
drá cxigirsc la previa contratación de los mismos o sus re- 
prcscntantcs con el transportista solicitante dc la autori- 
/.ación. La Administración podrá, en su caso, establecer 
reglas sobre dicha contratacibn. 

2 .  Reglamentariamente se determinarán los supues- 
tos en los que no procederá autorizar el establecimiento 
de un servicio de uso especial, por existir uno de uso ge- 
neral coincidente que pueda atender adecuadamente las 
necesidades surgidas, fundamentalmente, cuando éste sea 
de débil tráfico, baja rentabilidad o carácter rural, así 
como las condiciones en las que en su caso, el mismo debe 
realizar el transporte especifico del colectivo de que se 
trate. 

3. Los servicios habrán de prestarse con vehículos am- 
pacados por la autorización de carácter común prevista 
CIT el artículo 52 para el transporte de la clase v ámbito 

de que se trate. La previa posesión de dichas autorizacio- 
nes en relación con el número de vehículos mínimos que 
havan de destinarse a la prestación del servicio, según lo 
previsto en la autorización especial solicitada, será salvo 
los supuestos que expresamente se exceptúen, requisito 
indispensable para el otorgamiento de la referida autori- 
zación especial. 

4. Podrá autorizarse la utilización de vehículos arren- 
&dos o cedidos a través de otra fórmula jurídica pcrmi- 
tida por la Administración, con o sin conductor, por otros 
transportistas, que cuenten con la necesaria autorización 
común, cuando el número mínimo de vehículos propios 
dcstinados al servicio según lo previsto en la correspon- 
diente autorización especial, resulte insuficiente. Serán 
de aplicación, en relación con los mismos, análogas re- 
glas a las previstas en los puntos 2 v 3 del artículo 77. 

Las autorizaciones especiales establecerán las condicio- 
nes específicas de explotación, así como su plazo de du- 
ración, que podrá ser renovado. 

CAPITULO 111 

Los transportes públicos discrecionales de viajeros y 
mercancías 

SECCION PRIMERA 

Disposiciones comunes 

Articulo Y2 

1 .  Los transportes públicos discrecionales de mercan- 
cías o de viajeros por carretera, Únicamente podrán rea- 
lizarse por las personas que cumplan los requisitos pre- 
vistos en el artículo 48 v hayan obtenido la correspon- 
diente autorización administrativa que habilite para di- 
cha realización. 

Las autorizaciones se otorgarán para la realización de 
transportes de  mercancías o de viajeros, pudiendo ser de 
carácter general v de carácter específico. 

Las autorizaciones de carácter general habilitarán en 
todo caso para la realización de transporte discrecional 
de carácter ordinario a que se refiere el artículo 67, v asi- 
mismo, para la realización de transportes de carácter es- 
pecial en relación con los cuales no se exija una autoriza- 
ción específica, debiendo someterse sus titulares cuando 
realicen estos últimos, a las normas especiales que regu- 
len los mismos. 

Las autorizaciones de carácter específico habilitarán 
para la realización de aquellos transportes de carácter es- 
pecial a los que estén expresamente referidas, pudiendo 
extenderse, en su caso, su validez a otros tipos de trans- 
porte. Podrán, asimismo, establecerse diferentes clases de 
autorizaciones en razón al tipo de vehículos, número de 
plazas o capacidad de carga para los que habiliten, o del 



ámbito territorial al que según lo previsto en el artículo 
siguiente se refieran. 

La autorización administrativa habilitante para la 
realización de transporte público discrecional, tendrá la 
consideración de autorización común a los efectos previs- 
tos en el artículo 52, entendiéndose, salvo para los trans- 
portes especiales que expresamente se exceptúen, que la 
referida consideración de autorización común, sólo será 
cumplida por las autorizaciones de carácter general. 

2. 

Artículo 93 

1. Por razón de su ámbito territorial las autorizacio- 
nes de transportes públicos discrecionales podrán ser de 
ámbito nacional o de radio de acción limitado. 

Las autorizaciones de ámbito nacional habilitarán 
para realizar servicios de la índole de los referidos en todo 
el territorio nacional. 

Las autorizaciones de radio de acción limitado ha- 
bilitarán para realizar servicios en los ámbitos territoria- 
les concretos a los que las mismas estén referidas. 

La determinación de los ámbitos limitados para los que 
puedan otorgarse dichas autorizaciones se realizará regla- 
mentariamente, debiendo tencrsc en cuenta para su fija- 
ción criterios generales de carácter socioeconómico y de 
adecuada ordenación del sistema de transportes, así como 
criterios concretos de geografía política o económica. En 
todo caso, habrán de respetarse en la fijación de los 
correspondientes ámbitos, las reglas de dclirnitación de 
competencia entre el Estado y las Comunidades Au- 
tónomas. 

2.  

3. 

Artículo 94 

1. Las autorizaciones dc transporte público discrecio- 
nal deberán determinar, en todo caso, la clase de trans- 
porte y el ámbito o radio de acción autorizados, y podrán 
ser otorgadas según las siguientes modalidades: . 

a) Autorización a la empresa transportista sin condi- 
cionar el volumen del transporte permitido ni los vehícu- 
los concretos con los que  cl mismo haya de llevarse a 
cabo. 

Esta modalidad de autorización únicamente podrá 
aplicarse a aquellos tipos o clases de transporte que no re- 
quieran limitación de la oferta o en los que baste, en su 
caso, la limitación en el número de empresas que acce- 
den al mercado. 

b) Autorización a la empresa transportista estable- 
ciendo un límite máximo al volumen del transporte per- 
mitido, pero sin condicionar los vehículos concretos con 
los que dicho transporte haya de llevarse a cabo. 

Esta modalidad de autorización únicamente será de 
aplicación cuando, por razón de las circunstancias pre- 
vistas en el artículo 49, se establezcan limitaciones a la 
capacidad de la oferta de transporte. 

c) Autorización a la empresa transportista estable- 

ciendo limitaciones específicas en relación con los ve- 
hículos que hayan de utilizarse para el transporte, y,  en 
su caso, con la capacidad de carga u otras características 
de los mismos. 

Esta modalidad podrá ser utilizada en cualquiera de 
las dos variantes reguladas en el punto siguiente, con in- 
dependencia de que se establezcan o no limitaciones en 
la oferta de transporte, por las causas previstas en el ar- 
tículo 49. En el primer caso, se limitará el número y/o con- 
diciones de las nuevas autorizaciones que hayan de otor- 
garse, mientras que en el segundo no existirán tales 
restricciones. 

2. Las autorizaciones a que se refiere el apartado c) 
del punto 1 anterior, podrán revestir, a su vez, las dos si- 
guientes modalidades: 

a) Estar referidas, en cada momento, a uno o varios 
vehículos concretos. 

En este caso, se establecerá reglamentariamente el pro- 
cedimiento para realizar, a instancia del autorizado, la ci- 
tada referencia, a un vehículo distinto que reúna las con- 
diciones exigibles. Dicho procedimiento posibilitará que 
el cambio de referencia sea realizado con el mayor grado 
de automatismo y simplificación de trámites. 

b) No estar referidas a priori a vehículo concreto al- 
guno, pudiendo, por tanto, realizar transporte, al amparo 
de las mismas, cualquier vehículo del que disponga el ti- 
tular de la autorización, según lo previsto en el artículo 
55 que reúna las condiciones exigidas en la misma. 

Artículo 95 

1. Inicialmente, se aplicará a los transportes públicos 
discrecionales, tanto de viajeros como de mercancías, la 
modalidad de autorización a que se refiere el apartado a) 
del punto 2 del artículo anterior, en la forma que regla- 
mentariamente se determine. 

N o  obstante, podrá aplicarse inicialmente la modalidad 
a)  del punto 1 del artículo anterior, a aquellas clases de 
transporte público discrecionales de viajeros o mercan- 
cías, en los que, a tenor de las circunstancias del merca- 
do, no resulte necesario limitar o condicionar el volumen 
de la oferta o baste limitar el número de empresas que ac- 
ceden al mercado. 

El Gobierno, en función de la variación de las cir- 
cunstancias socioeconómicas y tecnológicas que puedan 
producirse en el futuro, teniendo en cuenta el grado de 
perfeccionamiento de la organización de las Administra- 
ciones Públicas, su capacidad de tratamiento de la infor- 
mación y la eficiencia de los instrumentos de inspección 
y control del sector, podrá introducir por vía reglamen- 
taria, con vista a la más adecuada ordenación del siste- 
ma de transportes, las variaciones que estime precisas al 
régimen de autorizaciones estableciendo en virtud del 
punto 1 ,  aplicando o extendiendo a las diversas clases de 
transporte público discrecional cualquiera de las moda- 
lidades de autorización de entre las previstas en el ar- 

2. 
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tículo anterior de esta Ley, que en cada momento acon- 
sejen los intereses públicos, en función de las caracterís- 
ticas propias de cada una de dichas modalidades, tal 
como se configuran en dicho artículo. 

En los supuestos en que se introduzcan variaciones 
en la modalidad de autorización aplicable, conforme a lo 
previsto en los puntos anteriores, la Administración otor- 
gará a las empresas titulares de autorizaciones, en susti- 
tución de las que anteriormente poseían, las necesarias 
de la nueva modalidad aplicada, para que la empresa pue- 
da seguir realizando el transporte que viniera legalmente 
prestando con anterioridad, con los vehículos con los que 
contara en el momento de decidirse la sustitución. 

3.  

Artículo 96 

1 .  Con las limitaciones derivadas del Ordenamiento 
Jurídico General, y en su caso de la legislación de consu- 
midores y usuarios, la actuación de los titulares de auto- 
rizaciones de transporte público discrecional, se regirá 
por el principio de libertad de contratación. 

N o  obstante lo anterior, en aquellos supuestos, in- 
dividuales o generales de absentismo empresarial o labo- 
ral, que puedan implicar trastornos importantes para el 
interés público o para el correcto funcionamiento del sis- 
tema de transportes, la Administración podrá establecer 
un régimen de servicios mínimos de carácter obligatorio. 

2. 

Artículo 97 

1.  Las autorizaciones de transporte público discrecio- 
nal de viajeros o mercancías en cualquiera de sus moda- 
lidades, se otorgarán, salvo que se establezca expresamen- 
te un plazo concrcto de duración para las mismas, sin l i -  
mitación específica de plazo de validez, si bien ésta que-' 
dará condicionada a su visado en los períodos que regla- 
mentariamente se establezcan, el cual no será realizado 
cuando las empresas no cumplan las condiciones legal o 
reglamentariamente exigidas para el ejercicio de la ac- 
tividad. 

No obstante lo anterior, cuando se produzcan las 
circunstancias previstas en cl punto 1 del artículo 49, con 
independencia de las medidas de restricción del acceso al 
mercado de transportes que, en su caso, puedan adoptar- 
se al amparo de dicho precepto, la Administración podrá, 
asimismo, cuando ello resulte necesario por causas de uti- 
lidad pública o interés social, revocar o condicionar, en 
cualquier momento, las autorizaciones anteriormente 
otorgadas, en la medida precisa, para procurar, con cri- 
terios objetivos, la corrección de las deficiencias del sis- 
tema de transportes. 

3. Cuando la revocación prevista en el punto anterior 
se realice antes de que la autorización alcance la antigüe- 
dad que reglamentariamente se determine, la Adminis- 
tración deberá abonar al titular la indemnización corres- 
pondiente. 

2. 

Artículo 98 

Las autorizaciones para la realización de los transpor- 
tes regulados en este Capítulo deberán expresar, como mí- 
nimo, las siguientes circunstancias: 

1 ,  Cualquiera que sea su modalidad: 

a) Identificación de la persona física o jurídica titular 

b) Clase de la autorización otorgada, y modalidad de 

c) Ambito territy-ial. 
d) Condiciones del servicio, obligaciones modales, res- 

tricciones de circulación y demás disposiciones específi- 
cas relativas a la actividad autorizada. 

de las mismas, y de la sede de la empresa. 

la misma de entre las previstas en el artículo 94. 

2 .  Autorizaciones del apartado b) del punto 1 )  del ar- 
tículo 94. 

Además de las anteriores, resetiarán las siguientes: pe- 
sos y, en su caso, volúmenes y dimensiones de las cargas 
o número de viajeros autorizados. 

3. Autorizaciones del apartado c) del punto 1) del ar- 

Además de las setialadas en el punto 1 de este artículo, 
tículo 94. 

consignarán las siguientes: 

Vehículos a los que estén referidas las autorizaciones o, 
en su caso, características de los que pueden ser utiliza- 
dos al amparo de las mismas. 

Artículo 99 

1.  Cuando las empresas autorizadas para la realiza- 
ción de transportes públicos discrecionales de mercancías 
o de viajeros reciban demandas de porte que excedan co- 
yunturalmente de su propia capacidad de transporte, po- 
drán atenderlas utilizando la colaboración de otros trans- 
portistas que dispongan de los medios necesarios, debien- 
do sujetarse, al efecto, a las normas que se establecen en 
este artículo. 

La colaboración a que se refiere el punto anterior 
podrá revestir las siguientes modalidades: 

2.  

a) Contratación con el transportista colaborador de la 
realización de un transporte concreto con carga a viaje- 
ros determinados. 

b) Arrendamiento o cesión a través de otra fórmula ju- 
rídica permitida por la Administración, de vehículos del 
transportista colaborador con o sin los servicios del con- 
ductor, por un período de tiempo o número de viajes de- 
terminados, sin concretar la carga o viajeros a trans- 
portar. 

3. En las dos modalidades indicadas en el punto an- 
terior habrán de cumplirse los siguientes requisitos: 



a) El transportista que reciba la demanda de porte 
contratará con el usuario, en nombre propio, la presta- 
ción como porteador del correspondiente servicio. 

b) El transportista colaborador contará con la autori- 
zación administrativa necesaria para el transporte de que 
se trate, el cual se llevará a efecto al amparo de la referi- 
da autorización. 

4. En ningún caso Se podrá utilizar fórmulas de cola- 
boración para atender demandas de transporte que no re- 
vistan carácter coyuntural. 

Con carácter general se determinarán los supuestos en 
que, por razón de las características de la demanda, en re- 
lación a la capacidad ordinaria de las empresas, no pue- 
da aquélla aceptarse como coyuntural. Asimismo se fija- 
rán los mecanismos de control que la Administración 
deba aplicar para velar por el cumplimiento de este 
precepto. 

5. Cualquiera que fuere la modalidad de colaboración 
utilizada, las obligaciones y responsabilidades adminis- 
trativas que la ley atribuye al transportista, corresponde- 
rán al transportista colaborador al amparo de cuya auto- 
rización se efectúa el transporte y que materialmente lo 
ejecuta. 

Al  transportista que recibió la demanda de porte, le 
corresponderán frente a la Administración las obligacio- 
nes y responsabilidades que la ley atribuye a los in- 
termediarios. 

6. En el supuesto del apartado a) del anterior punto 
2, el transportista que recibe la demanda de porte y con- 
trata con el usuario efectivo ocupará la posición de por- 
teador frente a éste y de cargador frente al transportista 
colaborador, rigiéndose las relaciones jurídico privadas 
entre las partes por los correspondientes contratos de 
transporte de conformidad con el Código de Comercio. 

En el supuesto del apartado b) del mismo punto 2,  el 
transportista que recibe la demanda de porte ocupará la 
posición de porteador frente al usuario, y sus relaciones 
can el transportista colaborador no se regirán por un con- 
trato de transporte, como en el caso anterior, sino por las 
cláusulas del correspondiente contrato de arrendamiento 
o de cesión. 

7. Cualquiera que sea la modalidad de colaboración 
que se utilice, la Administración podrá establecer las con- 
diciones incluso tarifarias, o los contrato-tipo conforme a 
los cuales ha de realizarse la misma. 

SECCION SEGUNDA 

Disposiciones específicas sobre el transporte 
discrecional de mercancías 

Artículo 100 

Las autorizaciones previstas en el artículo 92, con su- 
jeción a las condiciones y limitaciones que en su caso re- 
glamentariamente se determinen para cada supuesto, ha- 

bilitarán en relación con el transporte discrecional dc 
mercancías para: 

a) 

b) 

Realizar transporte con reiteración o no de itinera- 
rio, calendario y horario. 

Realizar en un mismo vehículo transporte en el que 
exista un único remitente o cargador y uno o varios des- 
tinatarios, o bien uno o varios remitentes o cargadores y 
un único destinatario. 

Realizar en un mismo vehículo transporte en el que 
existan diversos remitentes o cargadores y destinatarios, 
siempre que quede garantizado el cumplimiento del régi- 
men tarifario aplicable y se observen los demás requisi- 
tos establecidos en su caso por la Administración en re- 
lación con el peso, volumen, homogeneidad y otras carac- 
terísticas de las cargas. 

c) 

SECCION TERCERA 

Disposiciones especificas sobre el transporte 
discrecional de viajeros 

Artículo 101 

1 .  Los transportes discrecionales de viajeros se debe- 
rán realizar como regla general, mediante la contratación 
global por el transportista de la capacidad total del 
vehlculo. 

No obstante lo anterior, reglamentariamente podrán 
determinarse los supuestos excepcionales en que, por ra- 
zones de adecuada ordenación del sistema de transpor- 
tes, pueda admitirse la contratación por plaza, con pago 
individual. 

Los transportes discrecionales de viajeros no po- 
drán realizarse con reiteración de itinerario, calendario y 
horario preestablecidos. 

3. Las autorizaciones administrativas habilitantes 
para la realización de transporte público discrecional de 
viajeros, tendrán la consideración de autorización común 
a los efectos previstos en el artículo 52 y concordantes. 

2.  

CAPITULO IV 

Los transportes privados 

Artículo 102 

Los transportes privados pueden revestir las dos si- 
guientes modalidades: 

a) Transportes privados particulares. 
b) Transportes privados complementarios 
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Artículo 103 

1 .  Se consideran transportes privados particulares, 
los que cumplen conjuntamente los dos siguientes re- 
quisitos: 

a )  Estar dedicados a satisfacer las necesidades de des- 
plazamiento de carácter personal o domestico del titular 
del vehículo y sus allegados. 

En ningún caso, salvo el supuesto de percepción de die- 
tas o gastos de desplazamiento para su titular, el trans- 
porte particular puede dar lugar a remuneraciones dine- 
rarias directas o indirectas. 

Realizarse en vehículos cuvo número de plazas, o 
capacidad de carga, no exceda de los límites que regla- 
mentariamente se establezcan. 

b) 

2. Los transportes privados particulares no están su- 
jetos a autorización administrativa, v la actuación orde- 
nadora de la Administración únicamente les será aplica- 
ble en relación con las normas que regulen la utilización 
de infraestructuras abiertas y las aplicables por razón de 
la seguridad en su realización. Podrán darse en su caso, 
asimismo, sobre dicho tipo de trans,portes, las actuacio- 
nes públicas previstas en el artículo 14. 

Artículo 104 

l .  Son transportes privados complementarios, los que 
se llevan a cabo, en el marco de su actuación general por 
empresas o establecimientos, cuvas finalidades principa- 
les no son de transporte, como complemento necesario o 
adecuado para el correcto desarrollo de las actividades 
principales que dichas empresas o establecimientos rea- 
lizan. 

2. Los transportes privados complementarios deberán 
cumplir conjuntamente las siguientes condiciones: 

a )  Si se trata de transporte de mercancías, estas de- 
berán pertenecer a la empresa o establecimiento. o haber 
sido vendidas, compradas, gestionada su venta o su com- 
pra, dadas o tomadas en alquiler, producidas, extraídas, 
transformadas o reparadas por ellas. 

Si se trata de transporte de viajeros, los usuarios deben 
ser los trabajadores o asalariados de los respectivos cen- 
tros o bien los asistentes a los mismos, según su natura- 
leza y finalidad en los términos que reglamentariamente 
se determine a fin de  asegurar el adecuado equilibrio del 
sistema de  transportes. Los transportes habituales de otro 
tipo de usuarios se presumirán, salvo prueba en contra- 
rio, como transportes públicos. 

b) El transporte deberá servir: 

1 )  

2) 

3) 

Para conducir las mercancías o las personas, a la 

Para expedir o enviar las mercancías o las perso- 

Para desplazar las mercancías o personas, bien en 

empresa o establecimiento. 

nas, de la empresa o establecimiento. 

'el interior de una empresas o establecimiento, bien fuera 
de los mismos siempre que se trate de atender a sus pro- 
pias necesidades internas. 

c) Los vehículos han de ser como regla general, pro- 
piedad de las empresas o establecimientos, debiendo es- 
tar matriculados a nombre de los mismos. 

No obstante se admitirá la utilización de vehículos 
arrendados cuando dicha posibilidad venga impuesta por 
Tratados Internacionales, cuando los vehiculos no supe- 
ren la capacidad de carga o se cumplan los requisitos es- 
pecíficos de las empresas que reglamentariamente se de- 
terminen, así como en aquellos supuestos de averías de 
corta duración del vehículo normalmente utilizado cuan- 
do  ello resulte necesario por la insuficiencia o inadecua- 
ción de la oferta de transporte público para el transporte 
concreto de que se trate. 

d )  Los vehículos deben ir en todo caso conducidos por 
el personal propio de la empresa o establecimiento. 

e) El transporte no podrá ser contratado ni facturado 
de forma independiente. El coste del mismo deberá en 
todo caso incorporarse al precio de los productos o servi- 
cios objeto de la actividad principal que realice la empre- 
sa o establecimiento. 

N o  obstante, por excepción, la Administración podrá 
permitir la percepción independiente del precio del trans- 
porte, cuando se trate de transporte complementario de 
viajeros y el precio no exceda del estricto coste del 
transportc. 

3. Los transportes a quc se rct'icrc el punto 1 de este 
artículo, que no cumplan los requisitos establecidos en el 
punto 2 ,  habrán de someterse al regimen jurídico del 
transporte público. 

Articulo 105 

La realización de los  transportes privados regulados en 
los apartados 1 y 2 del artículo anterior requerirá la pre- 
via autorización de la Administración, salvo en aquellos 
supuestos quc, en r a z h  al reducido número de plazas o 
capacidad de carga de los correspondientes vehiculos, re- 
glamentariamentc se exceptuen. 

Asimismo, podrán en todo caso, ser eximidas de contar 
con la autorizacibn prevista en el párrafo anterior, aque- 
llas clases específicas de transporte de viajeros o de mer- 
cancías que por sus características o ámbitos, supongan 
una escasa incidencia en el sistema general de trans- 
portes. 

Artículo 106 

1 .  Para el otorgamiento de las autorizaciones previs- 
tas en el artículo anterior, podrá exigirse la previa justi- 
ficación de la necesidad de realizar el transporte que los 
mismos han de amparar,  para el adecuado desarrollo de 
las actividades de  la empresa o establecimiento de que se 
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trate. La Administración denegará la autorización si cxis- 
te una desproporción manifiesta entre la carga útil o el 
número de plazas de los vehículos para los que se solicita 
el transporte y las necesidades acreditadas por el so- 
licitante. 

2. Las autorizaciones se otorgarán inicialmente, y 
mientras que reglamentariamente no se establezca otro 
sistema, en modalidad análoga a la prevista en el apar- 
tado a) del punto 2 del artículo 94, v tendrán una dura- 
ción indefinida, si b i c i  su validez estará supeditada al vi- 
sado de las mismas en los plazos que por la Administra- 
ción se establezcan, previa constatación del mantcni- 
miento de las circunstancias que justificaron su otor- 
gamiento. 

Artículo 107 

En los transportes privados sujetos a autorización con- 
forme a lo previsto en el articulo anterior, el conductor dc- 
berá ir provisto de la documentación justificativa de la 
naturaleza del transporte v su vinculación laboral con la 
empresa. 

En todo caso, será preciso llevar la autorización corres- 
pondiente v ,  si se trata de mercancías, salvo en los su- 
puestos expresamente exceptuados, la documentación 
justificativa del cumplimiento de las condiciones cstable- 
cidas en la autorización v de reunir los requisitos estable- 
cidos en el punto 2 del articulo 104. 

Artículo 108 

1 .  Los transportes oficiales que realicen los órganos 
de la Administración, como actividades integradas den- 
tro de las de su propio funcionamiento interno, siempre 
que vayan dirigidos a solucionar las necesidades de dcs- 
plazamiento de personas o mercancías que la actividad 
administrativa de dichos órganos ocasiones tendrán la 
consideración de servicios privados complementarios, 
pero no estarán sujetos a la autorización prevista en los 
artículos anteriores, siendo aplicables respecto al control 
de los mismos las normas internas de organización admi- 
nistrativa que les afecten, sin perjuicio de su somctimicn- 
to a las normas de transporte que les sean aplicables. 

Los transportes que realicen las empresas públicas 
sometidas en su actuación al derecho privado, deberán 
cumplir en todo caso las prescripciones generales de esta 
Ley. 

2. 

CAPITULO V 

El Transporte Intemaciona~ 

Artículo 109 

1.  Los transportes internacionales dcfinidos en el ar- 
tículo 66 pueden ser de viajeros y de mercancías. A su vez 

IJS transportes internacionales de viajeros se clasifican en 
regulares, ocasionales v de lanzadera; la conccptuación 
de cada una de estas clases se realizará de conformidad 
con lo previsto en los Convenios o Tratados Intcrnaciona- 
les de los que España sea parte. Los transportes de mcr- 
cancias tienen en todo caso el carácter de ocasionales. 

Para la prestación de servicios de Transporte Públi- 
co internacional podrá exigirse una capacitación profc- 
sional y en su caso financiera, específica, de acuerdo con 
lo que reglamentariamente se establezca. 

Lo dispucsto en este Capítulo se entenderá sin per- 
juicio de la aplicación de un rcgimcn difcrcntc cuando así 
se dctcrminc en Convenios o Tratados Internacionales 
suscritos por España. 

2. 

3. 

Artículo 110 

1 .  Las empresas de transporte españolas únicamente 
podrán realizar transporte público internacional de ca- 
rácter ocasional de viajeros o de mercancías, así como de 
viajeros en la modalidad de lanzadera cuando se hallen 
cspccíficamcntc autorizadas para el mismo por la Admi- 
nistración Española. 

La autorización de la Administración Española sc 
entendera implícita cuando dicha Administración hava 
atribuido al transportista de que se trate una autoriza- 
ción extranjera cuva distribución u otorgamiento Ic hava 
sido encomendado a t1-avi.s del correspondiente convenio 
con el Estado extranjero de que se trate. 

Cuando el número de autorizaciones extranjeras, cuya 
distribución corresponda a la Administración Española, 
esti. limitado a un determinado cupo o contingente, dicha 
distribución deberá realizarse siguiendo criterios objcti- 
vos, entre los transportistas que reúnan los requisitos a 
los que se rcficrc el punto i del artículo anterior. 

Salvo lo previsto en el punto anterior, para el otor- 
gamiento y validez de las autorizaciones a las que se rc- 
fiere el punto 1 de este artículo deberá darse alguna de 
las siguientes circunstancias: 

2.  

3. 

a) Que le transporte al que se refiere la autorización, 
en la parte que se desarrolle en territorio de Estados ex- 
tranjeros, no esti. su.jcto a autorización previa de dichos 
Estados, de conl'ormidad con lo previsto en los Tratados 
Internacionales y en la legislación interna de los mismos. 

Que el transportista español haya sido cspccílica- 
mente autorizado de forma directa por el Estado extran- 
jero por el que ha de discurrir cl transporte, para realizar 
el mismo en su territorio, 

Que la autorizaci6n cstran,jcra pueda scr obtenida 
por el transportista en el curso del viaje según lo previsto 
en los Tratados Internacionales y en la legislación inter- 
na de los correspondientes Estados cxtran,jcros. 

b) 

c )  

Artículo 1 1  I 

El establecimiento de servicios regulares de viajeros de 
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caráctcr intcrnacional sc llevará a cabo scgún el siguicn- 
t c proccdi mi en to : 

1 .  Solicitud de una empresa, o propuesta inicial de la 
Administración, bien a iniciativa propia o de un Estado 
extranjero, para el establecimiento del servicio. 

2.  Valoración y decisión de la Administración sobre la 
conveniencia del estíiblccimiento del servicio, pondcran- 
do la existencia previa de otros que atiendan total o par- 
cialmente el mismo tráfico y las demás circunstancias de 
toda indolc que concurran. 

3 .  Valoración sobre la capacidad de la empresa soli- 
citante para prestar satisfactoriamente el servicio. En el 
caso de que dicha valoración fuera negativa o de que la 
iniciativa para el establecimiento fuera pública, se Ilc\,a- 
rá a cabo un concurso de selección de la empresa prcsta- 
taria, cuyos criterios de admisión y de resolución se esta- 
blecerán reglamentariamentc. 

Negociación v Acuerdo con los Estados extranjeros 
afectados llevada a cabo por la Administración Española. 

Otorgamiento, en su caso, de Ia correspondiente au- 
torización, que tendrá una validez temporal, si bien será 
renovable cuando haya de continuarse la prcs tac ih  del 
servicio y la eficacia de la Empresa en su gestión anterior 
así lo postule. 

En el caso de que los Estados extranjeros afectados, 
unilateralmente tomasen medidas provisionales que im- 
posibilitasen la prestación del servicio, la autorización es- 
pañola quedará en suspenso temporalmente hasta que sea 
posible la reanudación del  mismo. En este caso el plazo 
de duracivn de la autorización se considerará prorrogado 
en el plazo durante el cual el servicio haya debido de cs- 
tar suspendido. 

Se  aplicarán a los servicios regulares de viajeros de 
transporte internacional las normas establecidas en la 
sección primera del Capitulo 11 de este Titulo, en cuanto 
las mismas resulten compatibles con su especifica na- 
t uralcza. 

4. 

S. 

6. 

7 .  

Artículo 112 

1 .  Los transportistas extranjeros únicamente podrán 
realizar transporte internacional que discurra por tcrri- 
torio español, cuando se dC alguna de las dos siguientes 
circunstancias: 

a )  Que la realización de dicho transporte se halle pcr- 
mitida con carácter general según lo previsto en los Tra- 
tados Internacionales de los que Espatia sea parte o en al- 
guna disposición especifica del derecho interno. En dicho 
caso serán exigibles los documentos de control o las í'or- 
nialidades que dichas normas prevean. 

Que el transportista extranjero se hallc cn posesión 
de la correspondiente autorización habilitante para el 
transporte, otorgada de conformidad con lo previsto en 
los Tratados internacionales y en las normas especificas 
de Derecho interno. 

b) 

2.  Las libcralizaciont*s genericas se establecerán y las 
autorizaciones concretas se concederán, teniendo en cuen- 
ta criterios de reciprocidad, salvo casos debidamente 
,just i ficados. 

Los transportistas extranjeros habilitados o autori- 
zados para realizar transporte internacional que discurra 
por territorio español, en ningún caso podrán realizar al 
amparo de dicha habilitación, transporte interno en Es- 
pana, salvo que ello se encuentre previsto en Tratados o 
Convenios Internacionales suscritos por España. 

3.  

CAPITULO VI 

Los transportes turísticos 

Artículo 113 

1 .  Son transportes turísticos a los efectos de esta Lcv 
los que, ya tengan o no carácter periódico, se prestan a 
travks de las agencias de viajes conjuntamente con otros 
servicios complementarios talcs como los de alojamien- 
to, manutención, o guía turística, etcetcra, para satisfa- 
cer de una manera general las necesidades de las pcrso- 
nas que realizan desplazamientos relacionados con acti- 
vidades recreativas, culturales, de ocio, u otros motivos 
coyun turalcs. 

Los transportes turísticos podrán realizarse con rci- 
tcración o no,  de itinerario, calendario v horario. La con- 
tratación con la agencia de viajes podrá hacerse de forma 
individual o por asiento, o por la capacidad total del 
vehículo. 

2 .  

Artículo 114 

Los transportes turísticos iinicamcntc podrán contra- 
tarse a travks de agencias de viaje debidamente autoriza- 
das. Su prestación deberá hacerse con vehículos ampara- 
dos por la autorización prevista en el punto 1 del artículo 
52, va se trate de vehículos propios de la agencia de viaje 
o de otros en relación con los cuales realice dicha agencia 
las funciones de mediación previstas en el punto 2 del ar- 
tículo 123. 

Articulo 115 

La Administración podrá exigir que los transportes tu- 
rísticos se presten conjuntamente con determinados ser- 
vicios complementarios concretos de carácter mínimo, as¡ 
como que el prccio del transporte no exceda del porcen- 
taje qu2 se determine, del prccio total del conjunto de los 
servicios que se contraten. 

Cuando los transportes turísticos sean sustancialmente 
coincidentes con servicios regulares de transporte de via- 
jeros de uso general, el prccio de los mismos y de los 
correspondientes scr\,icjos complementarios, deberá ser 
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superior en el porcentaje que reglamentariamente se es- 
tablezca, al del transporte realizado en la línea regular de 
que se trate. Esto, no obstante, la Administración podrá 
exceptuar del cumplimiento de dicho requisito, a aque- 
llos transportes turísticos en los que en razón de la ho- 
mogeneidad de los viajeros, el carácter coyuntural o es- 
porádico del transporte, y otras circunstancias específi- 
cas, aparezca suficientemente demostrado quc no sc rea- 
liza una competencia injustiíicada, que resulte lcsiva para 
los intereses de la correspondiente línea regular coin- 
cidente. 

CAPITULO VI1 

Los transportes urbanos 

Articulo 116 

1.  Los municipios serán competentes con carácter ge- 
neral para la gestión y ordenación de los servicios urba- 
nos de transporte que se lleven a cabo dentro de sus res- 
pectivos términos municipales, A estos cí'ectos se conside- 
rarán servicios urbanos aquellos que 'discurran integra- 
mente por suelo urbano o urbanizable, definido de con- 
formidad con la legislación urbanística o cstbn exclusiva- 
mente dedicados a comunicar entre sí ,  núcleos urbanos 
diferentes situados dentro de un mismo tbrmino mu- 
nicipal. 

2.  No obstante la regla general expuesta en el punto 
anterior, las Comunidades Autónomas o en su caso el Es- 
tad;, podrán extender de forma individuaiizada Ia com- 
petencia municipal a servicios distintos de los expresados 
en el punto anterior, siempre que los mismos se presten 
integramente dentro del correspondiente t6rmino mu- 
nicipal. 

3. Cuando los servicios a los que se refiere el punto i 
anterior afecten a intereses que trasciendan los puramen- 
te municipales, las competencias de los correspondicntes 
Ayuntamientos se ejercerán de forma coordinada con las 
de las Entidades de ámbito superior, según lo que en su 
caso establezcan las correspondicntes normas Estatales o 
de l a s  Comunidades Autónomas. 

Las competencias municipales en relación con los 
transportes urbanos se ejercerán con sujeción a lo prcvis- 
to en esta Ley, la cual será aplicable a los mismos en todo 
lo que resulte compatible con su específica naturaleza. 

4. 

Artículo 117 

1 .  En aquellas zonas o aglomeraciones urbanas en las 
que existan varios municipios y en su caso otras Éntida- 
des Públicas en principio competentes, que por s u  volu- 
men de  población, configuración urbanística, o pcculia- 
res circunstancias de orden físico o económico-social, pre- 
senten problemas graves de coordinación en su red de 
transportes, podrá establecerse un rlgimen específico que 

asegure a travCs de una ordenación unitaria la existencia 
de  un sistema armónico y coordinado. 

La finalidad prevista en el punto anterior podrá Ile- 
varse a cabo a travks de convenios entre los Municipios o 
entidades competentes, o bien a través de la creación en 
alguna de las formas previstas en el ordenamiento vigen- 
te, de una Entidad Pública en la que participen los dis- 
tintos Municipios o entidades afectadas, que realice con 
autonomía la ordenación unitaria de los servicios de 
transporte en la zona de que se trate. 

Podrá, asimismo, encomendarse la referida ordenación 
unitaria a alguna Entidad Pública preexistente, siempre 
que resulte debidamente garantizado el respeto a la au- 
tonomía ihunicipal constitucionalmente reconocida. 

Las Comunidades Autónomas VIO en su caso la Ad- 
ministración del Estado, podrán participar en los órga- 
nos de gobierno de las entidades supramunicipales a quc 
se refiere el punto anterior: 

2.  

3. 

a) Siempre que las citadas entidades pretendan la 
coordinación de servicios o infraestructuras de ella de- 
pendientes. 

Si así lo especificase la norma de constitución de 
la Entidad correspondiente v se hubiera producido un 
compromiso de planificación conjunta para el urbanismo 
v el transporte. 

Si existiese la aportación de recursos específicos 
para la inversión o explotación del sistema de transpor- 
tes urbano-metropoli tano. 

b) 

c) 

Artículo 118 

1 .  La autoridad municipal será competente para ex- 
pedir los títulos habilitantes que posibiliten la realización 
de cualquier transporte urbano de viajeros. 

N o  obstante lo dispuesto en el punto anterior, los 
transportes discrecionales de viajeros realizados en ve- 
hículos con una capacidad superior a diez plazas inclui- 
do  el conductor, o de mercancías, en todo caso podrán I le- 
varse a cabo en suelo urbano o urbanizable al amparo de 
las autorizaciones de transporte interurbano otorgadas 
por el Estado o las comunidades Autónomas, cuyo ámbi- 
to comprenda e l  correspondiente municipio. 

Los Ayuntamientos podrán autorizar la realización de 
transporte urbano con los vehículos a que se refiere este 
punto, cuando no se cuente con la corrcspondiente auto- 
rización del Estado o de las Comunidades Autónomas, 
siempre que resulte debidamente garantizada la rentabi- 
lidad del servicio con carácter exclusivamente urbano. 

2.  

Artículo 119 

1 .  El otorgamicnto de  autorizaciones por parte dc  la 
Administración del Estado o de la correspondiente Comu- 
nidad Autónoma, para la realización de servicios de trans- 
porte de viajeros de carácter interurbano en automóviles 
de turismo, estará condicionada a la previa obtención de 
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la licencia de transporte urbano expedida por el inunici- 
pio en que esté residenciado el  vchiculo, sal\u las csccp- 
cioncs que rcg~amcntariamentc se determinen. El scrvi- 
cio interurbano, salvo los supuestos espresaniente csccp- 
tuados, deberá iniciarse en el referido municipio. 

La pkrdida o retirada de la autoii/.nción municipal de 
transporte urbano dará lugar a la autoniática cancelación 
de la au tor izac ih  de transporte interurbano, sal\.o que la 
autoridad competente decida cspresamcntc su mantcni- 
miento por razones de intcres público. 

En las zonas en las que csista intcracción e inllucn- 
cia recíproca entre los scriicios de transporte de varios 
municipios podrán establecerse Arcas Territoriales de 
Prestación Conjunta en las que se lacultc a determinados 
transportes de viajeros en automóviles de turismo para la 
prestación de cualquier scriicio, ya sea urbano o intcr- 
urbano, cuya iniciación se realice dentro de dichas áreas, 
incluso tuera del termino del municipio en que esti. rcsi- 
dcnciado el vehículo. 

En aquellos puntos específicos en que se produzcan 
una generación de transporte que afecte a varios munici- 
pios, tales corno puertos, aeropuertos, estaciones i'crrovia- 
rias v de transportc. ferias, u otros análogos, cuando las 
necesidades de transporte n o  se hallen suficicnterncntc 
atendidas por los automóviles de turismo residenciados 
en el municipio en que tales puntos cstcn situados, se po- 
drá establecer un regimen específico que permita a ve- 
hículos residenciados en otros municipios realizar trans- 
porte con origen en dichos puntos. Dicho regimen cspecí- 
fico será de aplicacibn prcfci-ente y podrá establecer limi- 
taciones en cuanto al número de vehículos de cada mu- 
nicipio que puedan prestar scr\,icios con origen en los 
puntos de gcncración de transporte. 

2 .  

3.  

Artículo 120 

La autoridad local competente establecerá, con suje- 
ción a la normativa general de precios, el regimen tarifa- 
rio de  los transportes urbanos con consideración, en su 
caso, de la parte del coste de los mismos, que deba ser f i -  
nanciado con recursos diferentes a las aportaciones de los 
usuarios. 

La financiación de los transportes públicos urbanos o 
metropolitanos podrá realizarse, entre otros, con los si- 
guientes ingresos: 

a) Los procedentes de las recaudaciones obtenidas di .  
rectamente de los usuarios de los servicios y la cxplota- 
ción de otros recursos de las empresas prestatarias. 

Las recaudaciones tributarias que con esta cspccí- 
fica finalidad, se pudieran establecer por los organismos 
competen tes. 

Las aportaciones que pudieran realizar las distin- 
tas Administraciones Públicas, de conformidad en su caso 
con el correspondiente contrato con la empresa pres- 
tataria. 

b) 

c) 

Artículo 121 

Respetando los criterios generales previstos en esta 
Ley, los Ayuntamientos podrán establecer condiciones es- 
pecíficas en relación con los servicios de transporte ur- 
bano. 

TITULO IV 

ACTIVIDADES AUXILIARES Y COMPLEMENTARIAS 
DEL TRANSPORTE POR CARRETERA 

CAPITULO I 

Actividades de mediación 

Artículo 122 

1 ,  Las luncioncs de mediación entre los usuarios del 
transporte y los transportistas, salvo lo previsto en el pun- 
to 2 de este articulo, únicamente podrán scr realizadas 
por las agencias de transporte debidamcntc autorizadas. 

N o  tendrán la consideración de actividades de mr- 
diación a efectos de lo dispuesto en el punto anterior las 
realizadas por: 

2 .  

a) Los transportistas que utilicen la colaboracih de 
otros para hacer frente a cscesos coyunturales de dcman- 
da,  o para realizar transporte combinado, en ambos ca- 
sos de contormidad con lo pri:visto en esta Ley. 

Los almaccnistas distribuidores, scgún lo dispuec- 
to en el artículo 129. 

Los centros de inlorniación y distribución de car- 
gas, según lo dispuesto en el articulo 128. 

Los ti-ansitarios de conformidad con lo previsto en 
el articulo 130. 

Las personas que contraten el transporte de mer- 
cancías que no sean de su propiedad, cuando dicho trans- 
porte hubiera podido llevarse a cabo por las mismas en 
regimen de transporte privado complementario por dar- 
se las circunstancias previstas en el artículo 104. 

f) Las cooperativas de transportistas, reguladas en el 
artículo 62. 

b) 

c) 

d)  

e) 

Artículo 123 

1 .  A los efectos de esta Ley, se comprende bajo la de- 
nominación de agencias de transporte, las empresas, in-  
dividuales o colectivas, dedicadas a intervenir en la con- 
tratación del transporte público por carretera de viajeros 
o mercancías, como organizaciones auxiliares interpues- 
tas entre los usuarios y los transportistas pudiendo reali- 
zar dicha intervención en relación con la totalidad de los 
modos de transporte. 

Las agencias de transporte, salvo en cl supucsto 2 .  
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previsto en el apartado c) del punto 2 del articulo 126, dc- 
berán contratar en nombre propio tanto con e l  transpor- 
tista, como con el usuario o cargador, ocupando por tan- 
to la posición de usuario o cargador frente al transportis- 
ta, y de transportista frente al usuario o cargador. 

En el ejercicio de su actividad se entenderán com- 
prendidas como funciones propias de las agencias de 
transporte todas las actuaciones previas de gestión, infor- 
mación, oferta y organización de cargas o servicios, nccc- 
sarias para llevar a cabo la contratación de transportes, 
que dichas agencias realicen o procuren realizar en nom- 
bre propio, scgún lo previsto en e l  punto anterior. 

El ejercicio de la actividad de las agencias de trans- 
porte habrá de realizarse con su,jcción a las condiciones 
señaladas en la correspondiente autorización, de confor- 
midad con lo que reglamentariamente se determine. 

3 .  

4 .  

Artículo 124 

1.  ünicamcntc podrán realizar la acti\idad de agen- 
cia de transportes, las personas físicas o ,jurídicas que ob- 
tengan la correspondiente autorización administrativa 
que habilite para la misma, previo cumplimiento de los 
requisitos previstos en el artículo 48. 

Serán de aplicación en cuanto al tiempo de validez 
de estas autorizaciones de agencias de transporte, su vi-  
sado y en su caso, revocación y consiguiente indcmniza- 
ciún idknticas reglas a las establecidas en el artículo 97. 

2. 

Artículo 125 

1 .  Las agencias de transporte podrán ser de mercan- 
cías y de viajeros, pudiendo establecerse dentro de cada 
una de estas categorías las diferentes clases o modalida- 
des que resulten pcrtincntos. Reglameniariamente se de- 
terminará el  rkgimcn jurídico de otorgamiento, modifica- 
ción v extinción de las autorizaciones correspondientes a 
cada una de dichas catcgorbs o clases, así como las con- 
diciones específicas de su ejercicio. 

2. Las agencias de transporte de mercancías podrán 
ser de cargas completas y de cargas fraccionadas. 

Son agencias de cargas fraccionadas aquellas que se 
hallan facultadas para realizar sus funciones de media- 
ción en relación con cargas de reducido peso o volumen, 
provenientes de diversos remitentes, rcaliLando la agru- 
pación de las mismas y contratando conjuntamente su 
transporte en nombre propio con el correspondiente 
t ransport is la. 

Las agencias de carga fraccionada deberán en todo caso 
cumplir las condiciones de disponibilidad de locales, pcr- 
sonal, contratación, garantías, u otras que resulten con- 
venientes y que reglamcntariamcntc se establezcan. 

Las mismas empresas podrán ser conjuntamente titu- 
lares de autorizaciones de agencias de cargas completas 
v de cargas fraccionadas. 

Artículo 126 

1 .  El ejercicio de las funciones correspondientes a la 
actividad de agencia de transporte de viajeros será reali- 
zado por las agencias de viaje debidamente autorizadas. 

2. Las agencias de viaje podrán realizar las siguientes 
funciones: 

a) Organización y contratación de los transportes tu- 
rísticos regulados en el Capítulo VI del Título 111 de esta 
Ley, pudiendo ser dicha contratación global, o individua- 
lizada o por plaza. 

Mediación en la presiación de servicios dc trans- 
porte discrecional de viajeros, la cual deberá realizarse 
contratando con transportistas y usuarios la capacidad 
total del vehículo, salvo en aquellos transportes en los 
que, en razón de su especifica naturaleza, se les autorice 
para realizar la contratación individual o por asiento, de 
conformidad con lo que se disponga en las normas de de- 
sarrollo de esta Ley. 

c) Venta de billetes y reserva de plazas por cuenta del 
transportista en toda clase de medios de transporte. 

d) Las demás que les atribuya su normativa espe- 
cífica. 

b) 

3.  Las agencias dc viaje podrán revestir las distintas 
categorías o clases quc en relación con su ámbito o mo- 
dalidad dc actuación se hallen reglamentariamente esta- 
blecidas O sc establezcan. 

Articulo 127 

1 .  La autorización habilitante para el ejercicio de la 
actividad de agencia de viaje, será otorgada, previo cum- 
plimiento de las condiciones expresadas en el artículo 48 
de esta Ley, y de los que rcglamt!ntariamentc se cstablcz- 
can, por el órgano de la Administración en cada caso com- 
petente en materia de Turismo. N o  obstante, será requi- 
sito necesario para dicho otorgamiento, e l  informe favo- 
rable al mismo del órgano administrativo competente en 
materia de transporte. 

El otorgamiento de la autorimción a la que se re- 
fiere el punto anterior, así como el rkgimen general de 
ejercicio de la actividad de agencias de viaje v su régimen 
sancionador, se ajustarán al rbgimcn general sobre agen- 
cias de transporte previsto en la presente Ley, en la me- 
dida en que sus disposiciones sean compatibles con la es- 
pecífica naturalcLa de las mismas. 

El control y ordenación administrativa de las agen- 
cias de viaje se realiará por los órganos administrativos 
competentes en materia de turismo. Esto no obstante, los 
órganos competentes en materia de transporte podrán or- 
denar, controlar, y en su caso sancionar, las actuaciones 
que en relación con el transporte realicen dichas agencias. 

Reglamentariamente se establecerá el procedimiento 
para coordinar las actuaciones de los órganos competen- 
tes en materia de transporte v de turismo. 

2. 

3.  
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CAPITULO 11 

Centros de información y distribución de cargas 

Articulo 128 

1 .  Cuando las circunstancias del nicrcado del trans- 
porte de mercancías lo aconse,jcn, podrá? establecerse 
centros de información \ '  distribución de cargas, cuya f i -  
nalidad será la de contribuir a un mejor ajuste de la oí'cr- 
ta v la demanda de transporte, en las plazas o zonas cco- 
nómicas que asi lo requieran. 

Los centros de intormacibn y distribución de car- 
gas servirán fundamentalmente de punto de encuentro 
entre transportistas y cargadores, realizando funciones de 
información y canalización de ofertas y demandas y pres- 
tando servicios encaminados a propiciar las fases prcpa- 
ratorias del contrato de transporte, en  cuya conclusión en 
ningún caso podrán participar directamente dichos cen- 
t ros. 

3. El ré.gimen de creación v funcionamiento dc los ccn- 
tros de información y distribución de cargas será estable- 
cido reglamentariamente, posibilitándosc en todo caso a 
los representantes de los transportistas y agencias de 
transporte afectados participar en su dirección. 

2 .  

CAPITULO 111 

Almacenistas-distribuidores 

Artículo 129 

1 .  Son almacenistas-distribuidores las personas í'isi- 
cas o jurídicas que reciben en depósito en sus alrnacchcs 
o locales mercancías o bienes ajenos, realizan e n  relación 
con los mismos las funciones de almacenaje, ruptura de 
cargas, u otras complementarias que resulten necesarias, 
y llevan a cabo o gestionan la distribución de los mismos 
de acuerdo con las instrucciones de los depositantes. 

Los almaccnistas-distribuidores podrán llevar a 
cabo la distribución de las mercancías de acuerdo con las 
dos siguientes modalidades: 

2 .  

a )  Con vehículos propios amparados por autorizacio- 
nes de transporte público de las que sean titulares. 

b) Contratando la realización del transporte en nom- 
bre propio con transportistas debidamente autorizados 
para llevarlo a cabo. 

3. Para realizar la actividad de almaccnistas-distri- 
buidores, será preciso estar en posesión de la corrcspon- 
diente autorización administrativa que habilite para la 
misma. 

Dicha autorización &terminará de conformidad con lo 
que reglamentariamente se establezca las condiciones 
concretas de ejercicio dc la actividad. 

CAPITULO IV 

Transi tarios 

Artículo 130 

1 .  Los transitarios podrán llevar a cabo su función de 
organizadores del transporte internacional realizando 
cualquiera de las siguientes actividades: 

a )  Contratación en nombre propio con el transportis- 
ta, como cargadores, de un transporte que a su vez hayan 
contratado, asimismo en nymbrc propio, con el cargador 
cí'ectivo, ocupando frente a este la posición de trans- 
por t is tas . 

Recepción y puesta a disposición del transportista 
designado por el cargador, de las mercancías a ellos re- 
mitidas como consignatarios. 

b) 

El transitario podrá realizar las funciones previstas en 
los apartados a) y b) antcriorcs, en rclacibn con transpor- 
tes intcrnos, siempre que los mismos supongan la conti- 
nuación de un transporte internacional cuya gestión se 
les haya encomendado. 

Para realizar las actividades de transitario será prc- 
ciso cstar en posesión de la correspondiente autorización 
administrativa que habilite para las mismas. 

Dicha autorización determinará de conformidad con lo 
que rcglamcntariamcntc se establezca las condiciones 
concretas de ejercicio de la actividad. 

2 .  

CAPITULO V 

Estaciones de transporte por carretera 

Articulo 131 

1 .  Las estaciones de transporte por carretera son los 
centros destinados a concentrar las salidas v llegadas a 
una población de los vehículos de transportc público que 
reúnen las condiciones y requisitos establecidos rcgla- 
mentariamcntc. Las estaciones pueden ser de viajeros y 
de mercancías. 

Los terrenos e instalaciones destinados únicamente 
a garaje o estacionamiento de vehículos no tendrán la 
consideración de estaciones. 

2 .  

Artículo 132 

1 .  El establecimiento de estaciones deberá ser previa- 
mente aprobado por la Comunidad Autónoma en la que 
las mismas havan dc cstar ubicadas, o cn su caso, por el 
Estado. Para el otorgamiento de  dicha aprobación dcbe- 
rá presentarse por el correspondiente Avuntamiento, de 
oficio o a instancia de los particulares, un Provecto ela- 
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borado con arreglo a las prescripciones que rcglamcnta- 
riamcntc se determinen. 

Deberá hacerse constar expresamente si la construcción 
o explotación ha de ser pública o privada y a quien corres- 
ponderán los gastos previstos. 

2. Serán criterios determinantes para la aprobacibn 
del establecimiento de la estación la convcnicncia o nc- 
ccsidad de la misma para la mejora dc las condiciones 
del transporte, la circulación y el tráfico en la zona de que 
se trate, y asimismo la rentabilidad social de su implan- 
tación cuando la construcción o explotación haya de su- 
fragarse al menos parcialmente con cargo a londos pú- 
blicos. 

Artículo 133 

i 
1. La iniciativa para el establecimiento de estaciones, 

corresponderá a los respectivos Ayuntamientos que la 
cJcrccrán, bien de oficio o a instancia de los particulares 
interesados en la misma, con siijcción en todo caso a la 
autorización previa regulada en el artículo anterior. 

2. La construcción v explotación de las estaciones se 
realizará nornialmentc por los Ayuhtamicntos a travks de 
gcs tión i ndircc ta, median te concesión administrat ¡va 
otorgada por concurso a entidades o empresas intcrcsa- 
das en la misma, siguiendo criterios y reglas que regla- 
mentariamentc se determinarán, pudiendo establecerse 
condiciones prctCrcncialcs a hvor  del peticionario parti- 
cular que haya promovido la correspondiente inicinti\.;i, 
fundamentalmente si este se compromete a i-caliz~ii. ly 
construcción v explotación a su ricsgo y ventura !'sin S L I ~  

vención pública. 
3.  Cuando no se siga el procedimiento de gestión in-  

directa previsto en el punto anterior, por existir motivos 
económicos o sociales para ello, o cuando haya quedado 
desierto el correspondiente concurso, los Ayuntamientos 
podrán construir, o explotar directamente las estaciones. 
Cuando el Ayuntamiento realice directamente la cons- 
triicción pero no la explotación, regirán respecto a la gcs- 
tión indirecta de ésta, identicas reglas a las establecidas 
en el punto anterior. 

Las Comunidades Autónomas, v en su caso el Esta- 
do, podrán realizar aportaciones financieras para la cons- 
trucción ylo explotación de las estaciones. En este caso 
los Entes que realicen las referidas aportaciones podrán 
participar en la gestión administrativa de la Estación, en 
la forma que se determine. 

5. Cuando SI' den las circunstancias que de conformi- 
dad con lo previsto en el punto 2 del articulo anterior ha- 
gan conveniente el establecimiento de una estación de 
viajeros o de mercancías, y el Ayuntamiento no haya cjcr- 
citado la correspondiente iniciativa, la Comunidad Autó- 
noma, o en su caso el Estado, de oficio o ii instancia de 
los particulares, podrá rcquerirlc al efecto, y si dicho re- 
querimiento es desestimado o transcurre el tiempo que re- 
glamcntariamcnte se determine sin que se dC cumpli- 
miento al mismo, la Comunidad Autónoma o en su caso 
c l  Estado podrá construir v explotar la cstación, siendo 

4,  

de aplicación al respecto las reglas establecidas en los 
puntos 2 y 3 de este articulo. 

Articulo 134 

La ubicación de las estaciones responderá no sólo a ra- 
zones intrínsecas de explotación de  los servicios que ha- 
van de utilizarlas, sino a su coordinación con los restan- 
tcs modos de transportes terrestres, así como con los aé- 
reos y marítimos y con los transportes urbanos de la ciu- 
dad de la que se trate. Para la fijación de su emplaza- 
miento se ponderará asimismo, su incidencia en los as- 
pectos urbanísticos, de tráfico, seguridad v medio am- 
biente de la población. 

S i n  perjuicio de la necesaria coordinación de toda es- 
tación con los transportes urbanos, aquellas que concen- 
tren servicios de viajeros de cercanías de grandes pobla- 
ciones, habrán de ubicarse en todo caso junto a núcleos 
de comunicaciones urbanas que faciliten el transbordo y 
transferencia de tráficos. 

Artículo 135 

El Ente público competente para la construcción y ex- 
plotación de las estaciones de viajeros determinará que 
scrvicios deben obligatoriamente utilizarlas, si bien cuan- 
do dicha utilización pueda alterar sustancialmente las 
condiciones de prestación del servicio, o alterar su equi- 
librio económico, la rcí'erida obligatoriedad no podrá im- 
ponerse, si el Ente con competencia general sobre el ser- 
vicio de que se trate no informa favorablemente la misma. 

Como regla general sera preceptiva la u,tilización de las 
estaciones de viajeros por los servicios regulares interur- 
banos con excepción de los de corto recorrido que por la 
modalidad de su prestación sean asimilables a los ur- 
banos. 

No obstante podrá dispensarsc de acudir a las cstacio- 
nes de viajeros a aquellas empresas que en la fecha del ini- 
cio de la explotación de las mismas dispongan de insta- 
laciones propias debidamente autorizadas con las condi- 
ciones mínimas que por la Administración se determinen. 

A las estaciones de mercancías tendrán acceso de acuer- 
do con las reglas que en cada caso se determine, la tota- 
lidad de los transportistas legalmente establecidos, salvo 
que la capacidad o carácter de la estación obligue a esta- 
blecer restricciones. 

Artículo 136 

Reglamcntariamcntc se fijarán las características v los 
servicios principales y accesorios que han de reunir las es- 
taciones, debiendo, en todo caso, respetarse en las mis- 
mas,  las condiciones de seguridad legalmente previstas. 

Como regla gcncral v fundamentalmente en las estacio- 
nes de mercancías, deberán establecerse o preverse loca- 
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les para la ubicación de agencias de transporte \', en su 
caso, del Centro de Información de cargas. 

El funcionamiento de cada estación será objeto de un 
reglamento de régimen interior aprobado por la Entidad 
a la que corresponda la competencia administrativa so- 
bre su construcción v explotación. 

CAPITULO VI 

Arrendamiento de vehículos 

Artículo 137 

1. Unicamcntc podrán realizar la acti\.idad de arrcn- 
dadores de vehículos automóviles destinados a la prcsta- 
ción de los transportes públicos o privados prciristos en 
esta Lcv, las personas físicas o juridicas que cumplan las 
prescripciones de este Capitulo, y obtengan la corrcspoii- 
diente autorización administrativa que les habilite para 
el arrendamiento. 

N o  obstante lo previsto en el punto anterior, las pcr- 
sonas titulares de autorizaciones administrativas que ha- 
biliten a los correspondientes vehículos para la rcaliza- 
ción de transportes públicos, podrán ccdcr en arrenda- 
miento los mismos a otros transportistas tlc acuerdo con 
las condiciones establecidas en esta Ley, sin necesidad de 
contar con la autorización especifica para arrendamiento 
prevista en el referido punto anterior. 

Las operaciones de arrendamiento financiero con 
opción de compra tipo lcasing o similar, quedan cxccp- 
tuadas de la exigencia de la autorización administrativa 
previa regulada en esta Ley. 

Asimismo, la actividad dc arrendamiento de rcniol- 
ques o scmirrcmolqucs, precisados de vehículo tractor 
para efectuar el transporte, no estará sometido al control 
administrativo regulado en esta Ley. 

2 .  

3 .  

4. 

Articulo 138 

Estarán excluidos de la posibilidad de ser arrendados 
al amparo de las autorizaciones previstas en el punto i 
del artículo anterior, los tipos y clases de vehículos que 
reglamentariamente se determinen en atención a su re- 
percusión en el sistema de transporte. Dicha exclusión de- 
berá ser, en todo caso, compatible con las obligaciones de- 
rivadas de Convenios o Tratados Internacionales de los 
que Espana sea parte. 

En todo caso, deberá permitirse, con subordinación a 
las condiciones a que se refieren los artículos siguientes, 
el arrendamiento para transportes privados de \vhículos 
de viajeros o de mercancías cuyo número autorizado de 
plazas o capacidad de carga les exima de la necesidad de 
contar con autorizaciones para la realización de dicho 
t ransportc. 

Articulo 139 

1 .  Las autorizaciones habilitantcs para el arrcnda- 
miento de vehículos podrán otorgarse scgún modalidades 
análogas a las previstas en los apartados a) y c)  del punto 
1 del artículo 94. 

Para el otorgamiento de las correspondientes auto- 
rizaciones será necesario que la empresa arrendadora 
cumpla los requisitos establecidos en el artículo 48, asi 
corno las relativas a número mínimo y características de 
los vchiculos, disposición de localcs u oficinas, u otros 
precisos que, en su caso, se exijan para procurar la ade- 
cuada realización de la actividad y el intcrbs y seguridad 
de los usuarios. 

2 .  

Artículo 140 

Sin pcr,juicio de la exigencia de las condiciones impucs- 
tas para cl ejercicio de la actividad de In empresa arrcn- 
dadora, a que se rclici-c el punto 1 del articulo 137, los ve- 
hiculos destinados a la realización de transportes que re- 
quieran título administrati\u habilitantc conforme a esta 
Ley, sal\fo en el supuesto ptwisto en el punto 2 del arti- 
culo i 37, únicaincntc podrán ser cedidos en arrcndamicn- 
toa las personas poseedoras de un titulo que habilite para 
realizar transporte con los mismos. 

Artículo 141 

1 .  Sa11-o en los casos expresamente exceptuados en 
esta Ley y cn sus normas de desarrollo, cl arrendamiento 
de vehículos deberá 'hacerse sin los servicios del conduc- 
tor, y sin que quepa contratar los servicios del mismo con 
la empresa arrendadora. 

El arrendamiento deberá hacerse por periodos de 
tiempo determinados, pudiendo establcccrsc por la Admi- 
nistración prescripciones sobre la duración de los mis- 
mos. Esto n o  obstante, en los arrendamientos a quc s ~ '  rc- 
ficrc el punto 2 del artículo 137, podrán cxccpcionalmcn- 
te autorizarse lormas de lijar la duración distintas de las 
del plazo numi.ricamcntc expresado. 

2 .  

TITULO V 

REGIMEN SANCIONADOR Y DE CONTROL 

CAPITULO 1 

Régimen sancionador 

Artículo 142 

1 .  La responsabilidad administrativa por las infrac- 
cioncs dc las normas rcguladoras dc los transportes y ac- 
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tividades auxiliares del mismo regulados en esta Ley 
corresponderá: 

a) En las infracciones conictidas con ocasión de la rea- 
lización de transportes o acti\,idadcs sujetos a concesión 
o autorización administriiti\a, ii la persona íisica o juri- 
dica titular de la concesión o de la autorización. 

En las infracciones cometidas con ocasión de trans- 
portes o actividades realizados sin la cobertura del corrcs- 
pondicnte titulo administrativo, a la persona física o ju- 
rídica titular de la actividad o propietario del vehículo. 

En las infracciones cometidas por rcniitcntes o car- 
gadores, usuarios y ,  en general, por terceros que sin estar 
comprendidos en los anteriores apartados, rcaliccn acti- 
vidades que se vean at'ectadas por la legislación rcgula- 
dora de los transportes mecánicos por carretera, a la pcr- 
sona física o jurídica a la que vaya dirigido el precepto in- 
fringido o a la que las normas correspondientes atribu- 
yan especificamente la responsabilidad. 

b) 

c )  

2.  La responsabilidad ;idininistrati\,a se csigiiá a las 
personas físicas o ,juridicas ;I quc se refiere cl punto 1 ,  sin 
per,juicio de que i'stas pucdan deducir las acciones que rc- 
sulten procedentes contra Iris personas a las que sean ma- 
terialmente imputables las infracciones y trasladar, en su 
caso, a las mismas, dicha responsabilidad. 

Artículo 143 

Las infracciones de las normas reguladoras del trans- 
porte por carretera se clasifican en muy graves, gra\vs y 
leves. 

Articulo 144 

Se consideran infracciones muy graves: 

a) La realización de transportes o actividades auxilia- 
res para las cuales la iiorniati\.a reguladora de los trans- 
portes mecánicos por carretera csija titulo adniinistrati- 
v o  habilitante, careciendo de la prcccpti\.a concesión o 
autorización para el transporte o la acti\,iclad de que se 
trate. 

La prestación de servicios para los que se requieran 
conjuntamente alguna de las concesiones o autorizacio- 
nes especiales reguladas en esta Ley, y la autorización co- 
mún prevista en el articulo 52,  íaltando esta ultima, se 
considera incluida en todo caso en la infracción tipifica- 
da en este apartado. 

La prestación de servicios en condiciones quc puc- 
dan afectar a la seguridad de las personas por cntraniai' 
peligro grave y directo para las mismas. 

La manipulación o falscamicnto intencionado del 
tacógralo u otros instrumentos de conírol quc csista obli- 
gación de llevar instalados en el \vhículo, que motive la 
n o  o b t c n c i h  o falta de veracidad de los datos con rcpcr- 
cusión en la seguridad u ordenación del transporte. 

b) 

c )  

d)  Llevar en lugar visible del vchiculo el distintivo 
correspondiente a un tipo dc transporte para el que el 
mismo no se halle autorizaclo. 

La negativa u obstrucción a la actuación de los ser- 
vicios de inspección que impida, retrase o dificulte de for- 
ma sustancial, el ejercicio de las funciones que legal o re- 
glamentariamente tcnpa atribuidas. 

La realización de transporte público o de activida- 
des auxiliares o complementarias del mismo, incumplien- 
do los requisitos exigidos en el punto 1 del apartado 42.  
N o  se apreciará dicha falta cuando la misma concurra con 
la de carencia del necesario título habilitante, en cuvo 
caso será únicamente esta última la que será objeto de la 
corrcs po nd ic n t c sa nc ión . 

La utilización dc titulos habilitantcs, expedidos a 
nombre de otras personas sin realizar previamente la 
transmisión de los misnios,, de conformidad con lo csta- 
blccido en esta Ley. La responsabilidad por esta infrac- 
ción corresponderá, tanto a los que utilicen títulos admi- 
nistrativos ajenos, como a las personas a cuvo nombre es- 
ti'n estos, sal\u que demuestren que la utilización se ha 
hecho sin su consentimiento. 

Las infracciones graves de acuerdo con lo previsto 
en el articulo 143 de la presente Ley, cuando en los doce 
meses anteriores a su comisión el responsable de la mis- 
ma haya sido objeto de sanción mediante resolución de- 
í'initiva por infracción tipiíicada en un mismo apartado 
de dicho articulo. 

N o  obstante lo anterior, en la calificación de la infrac- 
ción tipificada en este apartado, se estará a lo quc se dis- 
pone en el articulo 148 de la presente Lev. 

e) 

1) 

g )  

h )  

Artículo 145 

S e  consideran inlraccioncs graves: 

a) La realización de transporte con vehículos a,ienos 
sobre los que no se tengan las condiciones de disponibi- 
lidad legalmente exigibles, asi como utilizar para el trans- 
porte vehículos arrendados a otros transportistas o utili- 
~ a r  la colaboración de los mismos fuera de los supuestos 
o incumplicndo las condiciones legalmente establecidas, 
salvo que deba ser considerada falta muy grave de con- 
formidad con lo previsto e n  el apartado a) del artículo an- 
terior. En identica infracción incurrirán los transportis- 
tas quc actúen como arrendadores o colaboradores in- 
cumpliendo las condiciones que les aí'ectcn. 

b) La realización de transportes privados para los quc 
sc exija un título administrativo especifico careciendo del 
mismo. 

c )  El incumplimiento de las condiciones esenciales de 
la concesión o autorizacibn administrativa, salvo que 
deba calificarse como infracción muy grave conforme a 
lo previsto en el artículo anterior. 

A tal efecto sc considerarln condiciones esenciales de 
la concesión o autorizacibn aquellos aspectos que confi- 
guren la naturaleza del servicio o actividad de que se tra- 
te v dclimitcn su ámbito a s í  como el mantenimiento de 
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los requisitos exigidos para su otorgamiento y realización, 
según lo que reglamentariamente se determine. 

La prestación de servicios públicos de transporte, 
utilizando la mediación de persona física o Jurirlica no au-  
torizada para ello, sin perjuicio de la sanción que al me- 
diador pueda corresponderle, de conformidad con lo pre- 
visto en el apartado a) del articulo 144 de la presente Ley. 

La connivencia en actividades de media L-ion ' ' no au- 
torizadas, o en la venta de billetes para servicios clandcs- 
tinos, en locales o establecimientos públicos destinados a 
otros fines. La rcsponsabilidad corresponderá al titular 
de la industria o servicios al que esti' destinado el local. 

El incumplimiento del rt!ginicii tarifario. La rcspon- 
sabilidad corresponderá en todo caso al transportista \ al 
intermediario, y asimismo en el transporte de niercancias 
a la otra parte contratante. cuando su actuación lucra dc- 
terminante del incumplimiento y en todo caso, cuando se 
trate de la percepción de tarifas inferiores a las niinimas 
esta blecidas . 

La carencia o no luncionamicnto, imputable al 
transportista, del tacógrafo, sus elementos, u otros instru- 
mentos o medios de control que exista la obligación de Ilc- 
var instalados en el vehículo. 

El cxccso en las dimensiones de las cargas autori- 
zadas, o e1 exceso, sobre el peso máximo autorizado, en 
el porcentaje que reglamentariamente se determine en rc- 
lación con los distintos tipos de tvhiculos de transporte, 
debiendo estar el mismo comprendido entre cl 10 y el 20 
por ciento, salvo que dicha infracción deba calificarse 
como muv grave, conforme a lo dispuesto en el apartado 
b) del articulo anterior. 

Las responsabilidades por la infracción prevista cn este 
apartado corresponderán al t ransport i s t a ,  sali'o quc di ~ 

cha infracción sea imputable a la actuación del cargador, 
usuario o intermediario. 

La carencia, falseamiento o falta de datos esencia- 
,les de la Declaración de Porte, la Hoja de ruta u otra do- 
cumentación obligatoria. 

El reiterado incumplimiento n o  ,justificado de los 
horarios en los servicios en que Atas \vngan prcl'ijados 
con intervención de la Administración. 

k )  Carecer del Libro de Reclamaciones, negar u obs- 
taculizar su disposición al público, as¡ como la ocultación 
o demora in,justificada de la puesta en conocimiento de 
la Inspección del Transporte Terrestre, de las rcclamacio- 
ncs o quejas consignadas en aqui.1, de acuerdo con lo que 
reglamentariamente se determine. 

La contratación del transporte con transportistas o 
intermediarios que no se hallan debidamente autorizados 
para realizar el mismo, siempre que el volumen de con- 
tratación global de la empresa alcance las magnitudes 
que reglarncntariamcntc se determinen. 

La negativva u obstrucción a la actuación de los 
servicios de inspección cuando n o  se den las circunstan- 
cias previstas en el apartado e) del articulo antciior. 

n) La no suscripción de los seguros que haya obliga- 
ción de realizar según lo prc\i,isto en el articulo 21. 

fi) Cualquiera de las infraccioncs previstas en el artí- 

d)  

e) 

f) 

g) 

h) 

i )  

j) 

1) 

m) 

culo anterior, cuando por su naturaleza, ocasión o cir- 
cunstancia no deba ser calificada corno muy grave. 

o) Cualquier otra infracción no incluida en los apar- 
tados precedentes, que las normas reguladoras del trans- 
porte mecánico por carretera califiquen como grave, de 
acuerdo con los principios del ri.gimcn sancionador esta- 
blecido en el presente Capitulo. 

Las infracciones que, no incluidas en los apartados 
precedentes, se califiqucn como Itws de acuerdo con e1 
articulo 146 de la presente Ley, cuando en los doce meses 
anteriores a su comisión el responsable haya sido obJcto 
de sanción mediante resolución definitiva por infracción 
tipificada en un mismo apartado de dicho artículo, salvo 
que se trate de infracciones contenidas en el apartado h )  
del mismo que tengan distinta naturaleza. 

No obstante lo anterior, en la calificación de la infrac- 
ción tipificada en este apartado, se cs ta r i  a lo que se dis- 
pone en el articulo 148 de la presente Ley. 

p) 

Articulo 146 

Se consideran infracciones leves: 

a) Realizar transportes públicos o privados sin llevar 
a bordo del vehículo la documentación formal que acrc- 
ditc la posibilidad legal de prestar los mismos. 

N o  Ilcva,r en lugar visible del vchiculo los distinti- 
vos exigidos por la normativa vigente, relativos al tipo de 
transporte que a q u d  csti. autorizado a realizar, así como 
la utilización inadecuada dc los referidos distintivos, sal- 
vo que Csta deba ser calificada corno falta muy grave, de 
conformidad con lo previsto en el apartado d) del articu- 
lo 144 de la presente Ley. 

c )  Transportar mayor número de viajeros de los auto- 
rizados para el vehículo de que se trate, salvo que dicha 
infracción deba calificarse como muy grave conforme a 
lo dispuesto en el apartado b) del artículo 144 de la prc- 
scntc Ley. 

El csceso sobre el peso máximo autorizado cuando 
siendo superior al 3 por ciento no constituya falta grave 
o muy grave, según lo prc\fisto en el apartado h) del arti- 
culo 143, y en el apartado b )  del articulo 144. 

Carecer de los preceptivos cuadros de tarifas, calcn- 
darios, horarios, avisos y otros de obligada exhibición 
para conocimiento del público. 

incumplir las normas generales de policía en insta- 
laciones fijas y trchiculos, salvo que dicho incumplimicn- 
to deba ser calificado corno infracción gravc o muv gra- 
ve, de acuerdo con lo previsto en los artículos antcriorcs. 

El trato desconsiderado con los usuarios en el trans- 
porte de viajeros. La infracción que se rcficrc cstc apar- 
tado se sancionará teniendo en cuenta los supuestos que 
al respecto contemple la normativa sobre derechos de los 
usuarios y consumidores. 

El incumplimiento por los usuarios de las obliga- 
ciones que les correspondan, conforme a las reglas de uti- 
lización del servicio previstas cn cl punto 2 del artículo 
41, salvo que la normativa cn la que se contengan dichas 

b) 

d )  

e )  

1) 

g) 

h)  
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reglas considere cxprcsamcntc su incumplimiento como 
falta grave. 

La no comunicación de los datos esenciales que re- 
glamcntariamcntc se determinen y que deban ser inscri- 
tos en el registro regulado en el artículo 54, o puestos por 
otra causa en conocimiento de la Administración. Cuan- 
do dicha falta de comunicación fuera dcterniiiiantc para 
el conocimiento por la Administración de hechos sancio- 
nables, se considerará interrumpido el plazo de prcscrip- 
ción hasta que la comunicación se produzca. 

La transgresión de las condiciorics de prestación del 
servicio o de realización de la actividad establecidas rc- 
glamcntariamcntc o en el correspondiente título habili- 
tantc, salvo que deba ser considerada falta grave o muv 
grave de conformidad con los artículos anteriores. 

Cualquiera de las infracciones previstas en el artí- 
culo anterior cuando por su naturaleza, ocasión o circuns- 
tancia .no deba ser calificada como gra1-c. 

1) Cualquier infracción no incluida en los apartados 
precedentes que las normas reguladoras del transporte 
mecánico por carretera calií'iqucn como leve. de auccrdo 
con los principios del rcgimen sancionador establecido en 
el presente Capítulo. 

i )  

,j) 

k )  

Artículo 147 

1 .  Las infracciones Icvcs se sancionarán con apercibi- 
miento yio multa de hasta 40.000 pesetas; las graves, con 
multa de 40.001 a 200.000 pesetas y las muy graves, con 
multa de 200.001 a 400.000 p LsLtas. ' .  - 

La Comisión de las inlracciones previstas en los 
apartados a)  v b) del artículo 144, implicará indcpcndicn- 
tementc de la sanción pecuniaria que corresponda, el prc- 
cintado del vehículo con el que se realiza el transporte y 
la retirada con,junta de la correspondiente autoi 
asi como la clausura del local dn el que en su caso, se vcn- 
gan ejercitando las acti\idadcs. en ambos supuestos du- 
rante el plazo máximo de un año, sin perjuicio del pago 
del salario o de las indcmnizacioncs que procedan y de 
las medidas que puedan arbitrarse para su garantía. 

La infracción prevista en el apartado g)  del articulo 144, 
además de la sanción pecuniaria que corresponda, Ilcvu- 
rá aneja la anulación de la correspondiente autorizacióii 
y ,  asimismo, cuando ksta estuviera otorgada en la moda- 
lidad prevista en el apartado c)  del punto 1 del artículo 
94, la anulación al titular administrativo de dicha auto- 
rización, de otra del mismo ámbito territorial, o subsidia- 
riamentti dos, del ámbito territorial inmediatamente in- 
ferior. 

3.  Cuando los responsables de las infracciones prcvis- 
tas en el artículo 144 de la presente Lcv havan sido san- 
cionados mcdiantc resolución definitiva por infracción t i -  
pificada en el mismo apartado de dicho articulo en los 
doce meses anteriores a la comisión de la misma, la in- 
fracción llevará aneja la retirada temporal de la corres- 
pondiente autorización administrativa, al amparo de la 
cual se realizaba la actividad o se prestaba el servicio, por 
el plazo máximo de un año. La tercera y sucesivas infrac- 

2.  

ciones cn el citado plazo de doce meses, llevarán aneja la 
retirada temporal o definitiva de la autorización, En el 
cómputo del referido plazo no se tendrán en cuenta los pe- 
ríodos en que no hava sido posible realizar la actividad o 
prestar el servicio por haber sido temporalmente retira- 
da la autorización. 

Cuando para la prestación del servicio sean necesarias 
conjuntamente una autorización especial v la autoriza- 
ción común prevista en  el artículo 52 la retirada a la que 
se refiere este apartado se producirá Únicamente en rela- 
ción con la autorización especial, a no ser que la autori- 
zación común hava sido otorgada conjuntamente con ella, 
en cuvo caso se producirá la retirada de ambas. 

Indcpcndicntcmcntc de las sanciones que corres- 
pondan de conformidad con esta Ley, el incumplimiento 
de las condiciones esenciales de las concesiones o autori- 
zaciones administrativas, podrá dar lugar a la caducidad 
de la concesión o a la revocación de la autorización, en 
ambos casos con pCi-dida de la fianza. 

4. 

Artículo 148 

1 .  Las agravacioncs previstas en el apartado h) del ar- 
ticulo 144, en el apartado p) del artículo 145 y en  el pun- 
to 3 del artículo 147 de la presente Lev, únicamente se- 
rán de aplicación c n  cada uno de los supuestos siguientes: 

a) Cuando las infracciones se hayan cometido con mo- 
tivo de la prestación de servicios o realización de activi- 
dades sometidas a una misma concesión o autorización 
administrativa especial. Cuando para la prestación del 
servicio sean con,iuntamentc necesarias una concesión o 
autorización especial y la autorización común regulada 
en el artículo 52 se entenderán prestados, a estos efectos 
al amparo de la correspondiente concesión o autorización 
especial. 

b) Cuando las infracciones hayan sido cometidas con 
motivo de la realización material por el mismo rcsponsa- 
blc de servicios de transporte discrecional sujetos a auto- 
rizaciones diversas, siempre que aqudlas se refieran a un 
inismo tipo de transporte. Se entenderá a estos efectos 
que integran un mismo tipo de transporte: 

I :' Los transportes privados. 
2:. Los transportes de viajeros realizados con vchícu- 

los con una capacidad superior a nueve plazas incluido el 
conductor. 

Los transportes de viajeros realizados con vehicu- 
los de capacidad igual o inferior a nueve plazas incluido 
el conductor. 

Los transportes de mercancías en vehículos con un 
peso máximo autorizado de 6 toneladas o una capacidad 
de carga inferior a 3,5 toneladas salvo que rcglamentaria- 
mente se cstablcLcan limites distintos a los senalados 
para los vehículos ligeros. 

5:' Los transportes de mercancías en vehículos pesa- 
dos con un peso máximo autorizado o una capacidad de 

3:) 

4:' 
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carga igual o superior a la establecida para el subaparta- 
do 4." anterior. 

6." Los vehículos de servicio mixto. 

c) Cuando las infracciones se havan cometido al rea- 
lizar actividades que no consistan en la prestación mate- 
rial de servicios de transporte, pero que efectúe la misma 
empresa como complementarias a dicha prestación ma- 
terial, aun cuando los servicios estén sometidos a autori- 
zaciones diversas v éstas no correspondan al mismo tipo 
de transportes según lo que se dispone en el apartado b) 
de este punto. 

d )  Cuando las infracciones havan sido cometidas con 
ocasión de servicios o actividades realizadas sin la cober- 
tura del correspondiente título habilitante, siempre que 
aquellas lo hayan sido al efectuar un mismo servicio o ac- 
tividad, entendiendo por tales las que deberían haberse 
realizado a l  amparo de un título habilitante, único, o en 
la prestación material de un mismo tipo de transporte se- 
gún lu que se dispone en el apartado b) de este punto. 

Cuando las infracciones resulten imputables a un 
mismo responsable de entre aquellos a que se refiere el 
apartado c) del punto 1 del artículo 142 de la presente 
Lc,v. 

e )  

2.  La agravación prevista en el apartado h )  del ar- 
tículo 144, en el apartado p)  del artículo 145 v en el pun- 
to 3 del artículo 147 de la presente Ley, no será de apli- 
cación cuando proporcionalmcntc no sea relevante el nú- 
mero de sanciones definitivas en relación con el volumen 
de actividades o servicios realizados por el sujeto rcspon- 
sable, o cuando la repercusión social de las infracciones, 
de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, 
no .justifique la aplicación de la referida agravación. 

En todo caso la cuantía de la sanción que se imponga 
dentro de los límites fijados por esta Lev, se modulará de 
acuerdo con el número de sanciones en relación con el to- 
tal de actividades o servicios prestados v con la repcrcu- 
sión social de las mismas, de acuerdo con l o s  criterios o 
barcmos que reglamentariamente se establezcan. 

N o  procederá la agravación prevista en  el apartado 
h) del artículo 144, en cl apartado p)  del artículo 145 y en 
el punto 3 del artículo 147, cuando la persona física o ju- 
rídica sancionada por infracción antcrior a cualquiera de 
dichos preceptos como responsable administrativo, según 
el artículo 142, 1 )  a)  de la presente Ley, acredite, en vir- 
tud de resolución judicial o administrativa, que la res- 
ponsabilidad material de dicha infracción era imputable 
a otra persona, según el supuesto previsto en e l  punto 2 
del último artículo citado. 

3 .  

Artículo 149 

1.  Las infracciones de la legislación rcguladora de los 
transportes mecánicos por carretera prescriben a los tres 
meses de haberse cometido, si antes de transcurrido di- 
cho plazo no se ha notificado al presunto responsable la 
incoación del expediente sancionador o si, habiéndose ini- 

ciado éste, sutrieran las actuaciones paralización por 
tiempo superior a dicho plazo, el cual se computará en- 
tre dos actuaciones o diligencias consecutivas que resul- 
ten legal o reglamentariamente necesarias para la resolu- 
ción del expediente. 

El plazo de prescripción de las infracciones se in- 
terrumpirá, en todo caso, cuando hayan de practicarse ac- 
tuaciones, que deberán figurar de forma expresa en el ex- 
pediente, encaminadas a averiguar la identidad o domi- 
cilio del denunciado o cualquier otra circunstancia nece- 
saria para comprobar v calificar la irllracción. 

2.  

Artículo 150 

1 .  L a  competencia para la imposición de las sancio- 
nes previstas en la presente Lcv corresponderá a los ór- 
ganos que legal o reglamentariamente la tengan atri- 
buida. 

Por constituir fundamentalmente materia de seguridad 
vial la competencia para sancionar las infracciones tipi- 
ficadas en los apartados b) v c) del artículo 144, y g) y h) 
del artículo 145, excepto cuando la causa de la infracción 
fuera el exceso de carga, corresponderá a los órganos com- 
petentes en relación con la Ordenación del tráfico y la se- 
guridad víal. 

2 .  El procedimiento para la imposición de las sancio- 
nes previstas en la presente Ley se ajustará a lo dispuesto 
en la Ley de Procedimiento Administrativo sobre proce- 
dimiento ordinario v revisión de actos en vía admi- 
nistrativa. 

En la imposición y ejecución de las sanciones por 
infracciones cometidas por personas que no acrediten su 
residencia en territorio español, serán de aplicación las 
reglas específicas que reglamentariamente se determinen, 
los cuales se basarán cn las normas establecidas para si- 
milares supuestos en el Código de la Circulación. 

En relación con la ejecución de las sanciones, serán 
de aplicación las normas específicas que reglamentaria- 
mente se establezcan v en lo no previsto por éstas, las re- 
glas generales contenidas en la Lcv de Procedimiento Ad- 
ministrativo v en el Reglamento General de Recaudación. 

El pago de las sanciones pecuniarias, impuestas por re- 
solución definitiva, será requisito necesario para que pro- 
ceda la realización del visado de las autorizaciones habi- 
litantcs para la realización de transporte o de actividades 
auxiliares o complementarias del mismo. 

3.  

4. 

CAPITULO 11 

Documentos de control 

Artículo 151 

1 .  Las personas que intervengan en la prestación de 
servicios públicos de transporte de mercancías por carre- 

, tera, así como las que realicen transporte privado para el 
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cual se requiera autorización administrativa previa, de- 
berán suscribir, salvo en los casos que reglamentariamen- 
te se exceptúen en raz6n de la especial naturaleza o ca- 
rácter del transporte, un documento denominado Decla- 
ración de Porte, que tendrá una finalidad de control ad- 
ministrativo de la prestación o realización del transpor- 
te, además de cumplir los efectos jurídico-privados a que 
se refiere el punto 5 de este artículo. 

La Declaración de Porte contendrá los datos de 
identificación del vehículo utilizado, y de la aotorización 
con que se realiza'el transporte, la clase dc mercancía 
transportada, el precio del transporte cuando se trate de 
transporte público y el resto de los datos que rcglamcn- 
tariamentc se exijan. 

Un ejemplar de la Declaración dc Porte debcrá Ile- 
varse, en todo caso, en el vehículo que realice el transpor- 
te, debiendo exhibirse el mismo a los funcionarios de los 
servicios de inspección y a las fuerzas de vigilancia en 
carretera cuando lo soliciten. 

El régimen y las condiciones de la formalización de 
la Declaración de Porte se establecerán por la Adminis- 
tración de acuerdo con lo que rcglamcntariameritc se 
establezca. 

La Declaración de Porte, además de los efectos ad- 
ministrativos previstos en esta Ley, de acuerdo con lo pre- 
visto en el punto 4 anterior, tendrá, en los servicios de 
transporte en que resulte obligatoria, los mismos efectos 
de la Carta de Porte a quc se refieren los artículos 350 y 
siguientes del Código de Comercio y demás disposiciones 
aplicables a ésta. 

Los efectos de la expedición, devolución v canje de la 
carta de Porte a que se refieren los artículo 353 v 360 del 
Código de Comercio, quedarán condicionadas al sistema 
de formalización de la Declaración de Porte que regla- 
mentariamente se establezca. 

2.  

3. 

4 .  

5 .  

Artículo 152 

Las personas que realicen transporte público de viaje- 
ros por carretera, así como los que realicen transporte pri- 
vado sujeto a autorización administrativa, salvo en los ca- 
sos que se exceptúen, deberán cumplimentar y llevar a 
bordo del vehículo los documentos u otros elementos de 
control administrativo que rcglamentariamente se deter- 
minen, los cuales deberán expresar los datos configura- 
dores del transporte que se realice. 

Artículo 153 

Se reconoce la vigencia de la tasa creada por la dispo- 
sición adicional cuarta de la Ley 3811984, de 6 de noviem- 
bre, por servicios prestados por la Administración como 
consecuencia de la expedición, control y tratamiento de 
la información contenida en la Declaración de Porte, y se 
extiende la aplicación de la misma a los servicios que por 
análogos motivos preste la Administración en relación 
con los documentos o elementos de control regulados en 

el artículo 152 de esta Ley, salvo los correspondientes a 
servicios regulares de viajeros que reglamentariamente se 
exceptúen: 

1 .  El tributo regulado en esta disposición se regirá por 
to establecido en la presente Ley y, en su defecto, en la 
Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963, la 
Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales de 26 de dicicm- 
bre de 1958 y demás disposiciones aplicables. 

2.  Constituye el hecho imponible de la tasa la presta- 
ción por la Administración de los servicios necesarios 
para que los vehículos que deben ir provistos de la Decla- 
ración de Porte o los documentos o los elementos de con- 
trol regulados en el artículo 152 puedan disponer de los 
mismos, así como los prestados para su control v el tra- 
tamiento de la información que debe contener. 

Será sujeto pasivo de la tasa la persona natural o 
jurídica que venga obligada a proveerse del correspon- 
diente documento dc control. 

La cuantía de la tasa será de 125 pesetas por cada 
declaracíón de parte o documento de control de carácter 
fungible y de la misma cantidad por cada día de utiliza- 
ción de los elementos de control de carácter permanente. 

La tasa se devengará en el momento en que los su- 
jetos pasivos soliciten los talonarios de los imprcsos ofi- 
ciales en que han de formalizarse los documentos de con- 
trol, según el modelo aprobado reglamentariamente. 

El rendimiento de la tasa regulada por esta Lev se 
ingresará en el Tesoro en la forma que reglamcntariamcn- 
te se determine. 

La tasa será objeto de autoliquidación por el sujeto 
pasivo en la forma que reglamentariamente se determine. 

3. 

4 .  

5. 

6. 

7. 

TITULO VI 

EL TRANSPORTE FERROVIARIO 

CAPITULO 1 

Concepto y clases 

Artículo 154 

1 .  Es objeto del presente Título la regulación de los 
transportes por ferrocarril definidos en el artículo prime- 
ro. No se considerarán incluidos en el concepto de ferro- 
carril, los teleféricos u otros medios análogos de transpor- 
te que utilicen cable o cables, tractor y portador y que no 
tengan camino terrestre de rodadura. 

2.  En lo no previsto en esta Ley, o en las normas que 
la desarrollen, será de aplicación en la construcción y ex- 
plotación de ferrocarriles la legislación de Obras Públicas 
y de contratación administrativa, así como la de especí- 
fica aplicación a las Sociedades Públicas. 
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Artículo 155 

Los ferrocarriles pueden ser de transporte público 11 de 
transporte privado. 

Son ferrocarriles de transporte público, aquellos que 
llevan a cabo transporte por cuenta ajena mediante rctri- 
bución económica, dedicándose profesionalmente sus ti- 
tulares a la actividad de transporte ferroviario. 

Son ferrocarriles de transporte privado, aquellos desti- 
nados a realizar transporte por cuenta propia como com- 
plemento de otras actividades principales realizadas por 
empresas o establecimientos del mismo titular, estando 
directamente vinculados al adecuado desarrollo de dichas 
actividades. 

CAPITULO 11 

Los ferrocarriles de transporte público 

SECCION PRIMERA 

.Disposiciones Generales 

Artículo 156 

1 .  Para realizar el establecimiento de líneas ferrovia- 
rias de transporte público será necesario que la Adminis- 
tración de oficio o a instancia de parte interesada aprue- 
be un Proyecto, en el que habrán de incluirse:-la memo- 
ria descriptiva de las necesidade a satisfacer y de los fac- 
tores de todo orden a tener en cuenta, los planos gcnera- 
les y parciales, la descripción del trabajo v de las obras, 
así como de las circunstancias tknicas de la realización 
de las mismas, el presupuesto general y en su caso los pre- 
supuestos parciales, y las demás circunstancias que regla- 
mentariamente se determinen. 

2. Cuando el establecimiento de líneas ferroviarias se 
haga concargo a fondos de inversiones públicas, la reali- 
zación de 6stas exigirá la aplicacibn de procedimientos de 
selección de inversiones y de evaluación de la rentabili- 
dad social de dicho establecimiento. 

Artículo 157 

1.  La aprobación del correspondiente proyecto de es- 
tablecimiento de nuevas líneas, al que se refiere el artí- 
culo anterior, así como los de obras de ampliación o me- 
jora de líneas preexistentes que requieran la utilización 
de nuevos terrenos y cuya realización haya sido específi- 
camente autorizada por la Administración o resulte pro- 
cedente de conformidad con lo legal o reglamentariamen- 
te previsto, supondrá la declaración de utilidad pública o 
interés social y la urgencia de la ocupación a efectos de 
expropiación forzosa, de los terrenos por los que haya de 

discurrir la línea o realizarse la ampliación o mejora, se- 
gún lo previsto en la legislación expropiatoria. 

Las explotaciones ferroviarias de transporte públi- 
co, así como los vehículos, instalaciones, terrenos v de- 
pendencias afectos a las mismas, va sea su titularidad pú- 
blica o privada, serán inembargables, sikndoles aplicables 
idénticas reglas a las establecidas en e l  artículo 88 de esta 
Ley en relación con las concesiones de servicios regulai-c.i5, 
de viajeros por carreteras. 

2. 

Artículo 158 

La construcción de los ferrocarriles de transporte pú- 
blico se ajustará a las características técnicas que regla- 
mentariamente se establezcan para garantizar su calidad, 
seguridad y homogeneidad. 

Deberán ser establecidas reglas homogknea en relación 
con el ancho de la vía, así como las dimensiones mínimas 
del espacio enire vías. 

SECCION SEGUNDA 

La Red Nacional integrada de servicios ferroviarios 

Artículo 159 

1 .  Los servicios ferroviarios de transporte público que, 
deban formar parte de la estructura básica del sistema gc- 
neral de transporte ferroviario, así como aquellos cuva 
adecuada gestión exija una explotación conjunta con los 
anteriores, o en los que dicha explotación conjunta resul- 
te necesaria para el correcto funcionamiento del referido 
sistema general de transporte, compondrán de forma uni- 
taria la Red Nacional Integrada de Transporte Fcrro- 
viario. 

2. La determinacibn concreta de los servicios ferrovia- 
rios que componen la Red Nacional Integrada de confor- 
midad con el punto anterior, se realizará por e l  Gobier- 
no, previo informe de las Comunidades Autónomas afec- 
tadas. 

Previamente al establecimiento de cualquier nuevo ser- 
vicio, ya sea de transporte público o privado, el Gobierno 
podrá determinar cuando se den las circunstancias pre- 
vistas en e l  punto 1 anterior, la necesidad de su incorpo- 
ración a la Red Nacional Integrada como servicio com- 
ponente de la misma unitariamente con los demás. A tal 
efecto deberán serle comunicados los pr3ectos de crea- 
ción de nuevos servicios, que de conformidad con lo pre- 
visto en esta Ley, pretendan realizarse. 

Cuando el nuevo recorrido se halle íntegramente com- 
prendido en el territorio de una Comunidad Autónoma, 
la referida determinación del Gobierno estará subordina- 
da a que medie acuerdo favorable de dicha Comunidad, 
salvo que la incorporación se justifique en intereses supe- 
riores constitucionalmente garantizados. 
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Artículo 160 

1 .  Los servicios de la Red Nacional Integrada serán 
objeto de  ordenación y explotación unitarias, correspon- 
diendo aquklla a la Administración del Estado, v esta a 
la Sociedad Estatal «Red Nacional de los Ferrocarrilles 
Españoles» (RENFE), regulada en el Capítulo V del pre- 
sente Título. 

La construcción de las obras de nuevo establcci- 
miento que hayan de incorporarse a la Red Nacional In- 
tegrada, scrá decidida por el Ministerio de Transportes’, 
Turismo y Comunicaciones o por el Gobierno a propues- 
ta de éste, según cual sea el importe de la inversión de 
conformidad con lo previsto en la legislación de Contra- 
tos del Estado. La decisión sobre la construcción de las 
nuevas obras se realizará previo informe de RENFE, v de 
acuerdo en su caso con los programas o planes a que se 
refiere el Capítulo 11 del Título 1. 

La construcción podrá realizarse, bien por el Minis- 
terio de Transportes, Turismo,y comunicaciones, con car- 
go a los presupuestos del Estado, por los procedimientos 
establecidos en la legislación de Obras Públicas !. dv Con- 
tratos del Estado, bien encomendado específicaiiiciitc la 
misma a la Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles 
realizando la correspondiente aportación a sus prcsupucs- 
tos de inversiones. 

2. 

3. 

SECCION TERCERA 

Líneas que no han de formar parte de la Red Nacional 
Integrada 

Artículo 161 

1. El establecimiento de nuevas líneas de ferrocarri- 
les de transporte público que no havan de formar parte 
de los servicios que unitariamentc componen la Red Na- 
cional integrada, scrá decidido, de oficio o a instancia de 
los particulares interesados en la misma, por la Ad- 
rninis t ración. 

No procederá el cstablcciiuicnto de las líneas a que 
se refiere el punto anterior, cuando se dé alguna de las si- 
guientes circunstancias: 

2. 

a) Quc la línea de que se trate suponga una duplicif 
dad o una concurrencia innecesaria con otras líneas va 
existen tes. 

b) Que la construcción v explotación no se plantee en 
terminos económica v finacicramente variables. 

c) Que la línea haya de integrarse e n  la Red Nacional 
Integrada, en cuyo caso su establecimiento se llevará a 
cabo según lo previsto en la Sección anterior. 

3. El establecimiento de las líneas podrá llevarse a 
cabo por la Administración según alguna de las dos si- 
guientes modalidades: 

a) Realizando la copstrucción con independencia de 
la explotación, según lo previsto en el punto 1 del artícu- 
lo siguiente, y efectuando la explotación según lo estable- 
cido en los artículos 162, 163, 164 y concordantes. 

Realizando la construcción conjuntamente con la 
explotación a través del sistema de gestión indirecta pre- 
visto en los artículos 165, 166 y concordantes. 

b) 

Artículo 162 

1 .  Cuando la Administración decida la construcción 
de la línea de que se trate, con independencia de la ex- 
plotación según la modalidad prevista en el apartado a)  
del punto 3 del artículo anterior, podrá realizar dicha 
construcción a travks de cualquiera de los procedimien- 
tos de gestión directa o indirecta legalmente previstos, y 
una vez realizada la construcción de la línea, la Adminis- 
tración podrá explotarla directamente según lo que se 
preve en el punto 2 de este artículo, o bien indirectamen- 
te según lo establecido en los artículos 163 y 164. 
2. Cuando se trate de líneas de la competencia de la Ad- 
ministración del Estado, en las que se decida la cxplota- 
ción pública directa de las mismas, &a será llevada a 
cabo por la «Red Nacional de Ferrocarriles Españoles)) o 
por la empresa «Ferrocarriles de Vía Estrechan (FEVE), 
a la que se refiere el artículo 194. Las Comunidades Au- 
tónomas v en su caso otras Entidades Públicas competen- 
tes podrán asimismo encomendar, a travks de los corres- 
pondientes convenios o contratos, a RENFE o FEVE, la 
construcción vlo explotación de las líneas dc su compe- 
tencia según lo previsto en el artículo 187. 

Artículo 163 

Cuando n o  sy  lleve a cabo la explotación pública dircc- 
ta prevista en el punto 2 del artículo anterior, la cxplota- 
ción de la línea previamente construida conforme a lo dis- 
puesto en el punto 1 de dicho artículo, se llevará a cabo 
como regla general por la persona física o jurídica que ob- 
tenga la necesaria concesión adm/nistrativa que le habi- 
lite para la misma. No obstante, la Administración podrá 
decidir en todo caso, que la explotación se lleve a cabo a 
travOs de cualquiera de los restantes procedimientos de 
gestión de  servicios públicos previstos en la legislación de 
contratación administrativa. 

El plazo de las referidas concesiones de cxplotación no 
podrá ser superior a cincuenta anos. 

Ai-i ículo 164 

1 .  El otorgamiento de la concesión administrativa de 
explotación, prevista en el artículo anterior, se llevará a 
cabo mediante concurso, al que podrán concurrir las per- 
.sonas físicas o jurídicas que reúnan las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. 

Servirá de base al referido concurso el Pliego de Con- 

- 48 - 



diciones aprobado por la Administración, en el cual se in -  
cluirán los servicios base que se havan de prestar, la cla- 
se y características del material que se hava de aportar, 
las funciones de mantenimiento v conservación que se ha- 
yan de realizar, el canon concesional, que como compcn- 
sación de los gastos de construcción en su caso hava de 
satisfacerse a la Administración, el plazo de duración, el 
régimen de apoyo público que en su caso se establtzca, la 
fianza que haya de cotistituirse como garantía, v las de- 
más circunstancias que configuren la prestación del ser- 
vicio. 

2. Serán de aplicación en el correspondiente concur- 
so, y en la posterior prestación del servicio, análogas rc- 
glas a las establecidas en el punto 2 del artículo 72, v en 
los artículos 73 y 74 de esta Ley, aplicándose subsidiaria- 
mente la legislación de contratación administrativa. 

Artículo 165 

1 .  Cuando de conformidad con lo previsto en cl apar- 
tado b) del punto 3 del artículo 161, la Administración dc- 
cida bien de oficio, o a instancia de los particulares inte- 
resados, según lo que se determina en el punto 3 de este 
articulo, que la construcción y explotación de una línea 
ferroviaria se lleve a cabo conjuntamente, a través del 
procedimiento de gcsticin indirecta, convocará como rc- 
gla general el oportuno concurso tendente a seleccionar 
la empresa a la que hava de otorgarse la concesión de 
construcción y explotación de la correspondiente línea. 

No obstante el procedimiento común de carácter 
concesional previsto en el punto anterior, la Administra- 
ción podrá acordar el realizar la construcción v explota- 
ción del servicio, a travbs de cualquiera de las demás for- 
mas de gestión previstas en la legislación de contratación 
administra t i  va. 

Los particulares que pretendan la. construcción y 
explotaciórr de un ferrocarril de transporte público, diri- 
gir& su solicitud ai órgano administrativo competente, 
acompanándola de los documentos que hayan de servir 
de base al correspondiente proyecto, que expliciten los da- 
tos y circunstancias previstas en el artículo 156. 

2. 

3. 

Artículo 166 

1 .  Servirá de base al concurso al que se refiere cl ar- 
tículo anterior, el correspondiente Pliego de Condiciones 
en el que se cxplicitarán las condiciones contenidas en el 
Proyecto, así como aquellas otras referidas a la explota- 
ción previstas en el artículo 164. 

En el referido concurso, v en la posterior construc- 
ción y explotación de la línea, serán de aplicación análo- 
gas reglas a las establecidas en el punto 3 del artículo 72 
y en los artículos 73 v 74 de esta Lev, aplicándose en lo 
no previsto en estas, la legislación de contratación admi- 
nistrativa y Obras Públicas; no obstante, cuando el csta- 
blecimiento del servicio se lleve a cabo por ii;iciativa de 
los particulares según lo previsto en  el punio 3 del artí- 

2.  

culo anterior, la empresa que hava realizado la corrcs- 
pondiente iniciativa tendrá derecho de tanteo en el con- 
curso a que se refiere el punto 1 de dicho articulo. 

Las concesiones de construcción y explotación con- 
junta a que se rcí'icrc este artículo, se concederán por un 
p iam máximo de 99 arios. A I  finalizar ci piazó de concc- 
sión, adquirirá el Ente conccdcntc la línea concedida con 
todas sus dependencias, debiendo en su caso indcninizar 
al concesionario por el \falor n o  amortizado de estas. 

3.  

Artículo 167 

1 .  Las concesiones de construcción y explotación o 
únicamente dc csplotación se csiinguirin cuando Cinali- 
ce el plazo para el que fueron otorgndas. No obstante, 
cuando el concesionario hubiera cumplido satisfactoria- 
mente sus obligaciones, la Administración podri  decidir 
su renovación, realizando las modilicacioncs en las con- 
diciones de prestación que resulten convenientes para el 
intcrfs público. 

2 .  Asimismo, las concesiones se extinguirán cuando la 
Administración acuerde el rescate o la caducidad de las 
mismas, o cuando se produzca la renuncia del con- 
cesionario. 

El rescate únicamente podrá producirse por causas de 
interes público v dará lugar a la correspondiente indem- 
nización al concesionario. 

La caducidad procederá cuando se incumpla alguna de 
las condiciones cstincialcs de la concesión, v dará lugar a 
la ph-dida de la fianza, v a la exigencia de las responsa- 
bilidades contractuales que correspondan. Dicha cxigen- 
cia de responsabilidad contractual será asimismo dc apli- 
cación cuando se produzca la renuncia del concesionario. 

La Administración cuando exista riesgo de interrupción 
del servicio, o de no  prestación del mismo en las condi- 
ciones establecidas, podrá intervenir temporalmente la 
realización del mismo. En t a l  caso las consecuencias cco- 
nómicas de la prestación, continuarán correspondiendo 
al concesionario. 

Artículo 168 

1 .  Los titulares de las concesiones de construcción y 
explotación de Cerrocarriles be transporte público, así 
como de las que únicamcntc se refieran a la explotación, 
tendrán en todo caso los siguientes derechos: 

a )  Utilización de los terrenos por los que  haya de dis- 
currir la línea cuando corresponda a la Administración la 
aportación de los misnios según lo previsto en la corrcs- 
pondiente concesión. 

Realización en nombre de la Administración de las 
funciones de policía que les atribuya el ordenamiento 
vigente. 

c) Percibir mientras dure la concesión, el abono del 
precio del transporte por parte de las usuarios, con suje- 
ción a las tarifas establecidas por la Administración. 

b) 
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d)  Otorgamiento por la Administración competente 
de las concesiones, o autorimciones de dominio público, 
o de servicio público, que resulten necesarias para reali- 
zar la explotación del servicio. 

Aplicación del rtigimcn especial prci isto en el artí- 
culo 27. 

Los dcmás quc rcglamcntarianicntc se determinen, 
a fin de asegurar la viabilidad y adccuada prestación del 
servicio. 

e) 

f )  

2. Asimismo, los titulares de las concesiones a que se 
refiere el punto anterior tendrán derecho a las subvcncio- 
nes, aprovechamiento de obras públicas, u otras ayudas 
administrativas que por fundadas razones de intcrbs pú- 
blico en su caso cstbn previstas en los respectivos títulos 
concesionalcs. 

Los concesionarios podrán realizar por sí, o a tra- 
ví.s de terceros mcdiantc contrato, la utilización de los 
terrenos, instalaciones v dependencias dc la líiica para ac- 
tividades diferentes a la del transporte pero complcmcn- 
tarias o compatibles con tista. La Administración podrá 
prohibir o condicionar dichas actividades cuando las mis- 
mas puedan perjudicar la adccuada prestación del scrvi- 
cio o resulten contrarias al interés público. 

Las empresas conccsionarias podrán realizar, pre- 
via autorización de la Administración, las ampliaciones, 
construcción de ramales u otras modificaciones de la I í -  
nca que no cstbn previstas en el título conccsional y que 
resulten necesarias para una mejor prestación del scrvi- 
cio. Previa petición del concesionario, y siempre que la 
utilidad social de las lincas o e l  íntcrcs público lo justiri- 
qucn, la Administración podrá ckc tuar  por sí misma, su- 
fragar, o subvencionar, la realización de las actividades 
anteriormente citadas. 

3 .  

4. 

Artículo 169 

1 .  Los titulares dc las concesiones a que se rcficrc el 
artículo anterior, tendrán las siguientes obligaciones: 

a)  Observar las normas que respecto al servicio, su ca- 

b) Respetar los limites tarií'arios establecidos. 
c) Cumplir v hacer cumplir las normas de policía de 

ferrocarri les. 
d)  Facilitar el control c inspección' de la Adminis- 

tración. 
e) Cumplir las dcmás obligaciones generales que csta- 

blezca la legislación vigente, así como Ins LIC. cnriictcr cs- 
pccífico establecidas cn el título conccsional. 

lidad o seguridad, dicte la Administración. 

2.  Cuando no se cs tab luca  csprcsamcntc lo contrario 
cn el correspondiente título conccsiunal. Ins luncioncs de 
mantenimiento, conservación y rcparnciuii de la Iiiiea, sc- 
rán por cuenta del concesionario, estando &te obligado 
en todo caso a mantener la línea, sus instalaciones, dc- 
pendencias v material móvil, en un estado idóneo de 
conservación. 

CAPITULO 111 

Los ferrocarriles de transporte privado 

Artículo 170 

i . Los ferrocarriles de transporte privado, deberán 
cumplir, en todo caso, análogas condiciones a las regula- 
das en el artículo 104 de csta Ley en relación con el trans- 
porte privado por carretera; en caso contrario, tendrán la 
consideración de fcrrcicarrilcs de transporte público, dc- 
biendo somctcrsc al rbgimen jurídico de éstos. 

Para el establecimiento de un ferrocarril privado 
será necesario obtener previamente la correspondiente 
autorización administrativa que habilite para el mismo. 

Requisito previo para el otorgamiento de la citada au- 
torización scrii la presentación de un Provecto en el que 
habrán de incluirse como mínimo una Memoria cxplica- 
tiva con la descripción del trazado, un plano general v 
perfil tambicn general, las obras que hayan de realizarse 
y el presupuesto dc las mismas. 

Reglamcntariamcnte se establecerá un régimen de 
carácter llcxiblc en relación con la construcción y explo- 
tación de los apartaderos de titularidad privada que sir- 
van para complementar ferrocarriles de transporte pú- 
blico. 

2. 

3.  

Artículo 171 

Cuando e l  establecimiento de un ferrocarril privado rc- 
sultc convcnicntc para el intcrCs público, o implique una 
repercusión socialmente beneficiosa, podrá autorizarse a 
su titular para que utilice los terrenos de dominio públi- 
co que resulten necesarios y ,  excepcionalmente, para ad- 
quirir los de propiedad privada a travtis del procedimicn- 
to de expropiación forzosa, en el que tendrá la condición 
de beneficiario. 

CAPITULO IV 

Policía de ferrocarriles 

SECCION PRIMERA 

Limitaciones generales 

Artículo 172 

1 .  Son aplicables a los ferrocarriles las normas y dis- 
posiciones relativas al uso y defensa de las carreteras que 
tengan por objeto: 

a) La conscrvacibn de la vía, sus elementos, obras de 
fábrica e instalaciones de cualquier clase necesarias para 
la explotación. 

- 50 - 



b) Las limitaciones impuestas a las heredades inmc- 
diatas según sean zonas de dominio público, servidumbre 
o afectación, que se cxtcndcrán a una distancia de 20 me- 
tros a cada lado de la vía, contados a partir del corres- 
pondiente carril exterior. 

Las prohibiciones que ticndan a evitar toda clase 
de dano o deterioro de las vías o riesgo o peligro para las 
personas. 

Las prohibiciones necesarias para no interrumpir 
el libre tránsito. 

c)  

d)  

Salvo indicación expresa consignada rcglamcntaria- 
mente o en el título conccsional, los ferrocarriles se asi- 
milan a estos efectos al rcgimcn que rija para las autovías. 

No obstantc la aplicabilidad general del rígimen 
relativo a las carreteras previsto en el punto anterior, 
cuando la cspccificidad del transporte ferroviario así lo 
haga necesario, podrán establecerse rcglamentariamcnte 
las modificaciones o adicioncs que resulten precisas al re- 
ferido &gimen de carreteras, con el fin de adaptarle a la 
especial naturaleza o a las diferentes necesidades del 
transporte ferroviario. 

2.  

Artículo 173 

Salvo autorización otorgada expresamente para ello, no 
podrá en ningún caso realizarse la entrada y triinsito de 
personas, por las vías fírrcas, habiendo de producirse el 
cruce de las mismas por los lugares determinados al efec- 
to v con las limitaciones o condiciones que en relación 
con su utilización se establezcan. 

Queda asimismo prohibido lanzar o depositar objetos 
en cualquier punto de la vía v sus aledaños e iiistalacio- 
ncs anejas, o al paso de los trenes, y en general cualquier 
acto que pueda representar peligro para la seguridad del 
ferrocarril, sus usuarios, medios c instalaciones de todo 
tipo. 

Artículo 174 

t .  Los particulares que pretendan construir o rcedifi- 
car en la Lona dc servidumbre o afectación a que se re- 
fiere el apartado b) del artículo 172, as¡ corno realizar 
obras u otras actividades que havan de atravesar la vía, 
o que impliquen alguna servidumbre o limitación sobre 
el ícrrocarrii, sus tcrrcnos, instalacionis o dependencias 
deberán obtener prcviamciitc la conformidad tlc la em- 
presa titular de la línea, la cual podrá establecer las con- 
diciones en las que deba ser realizada la actividad de que 
se trate. Si no obtuvieran dicha conformidad, los particu- 
lares podrán en todo caso rcitcrar la correspondiente pc- 
tición ante la Administración, la cual sólo concederá la 
oportuna autorización cuando sc ,justifique no existir ries- 
go de que se produzcan consecuencias desfavorables en la 
prestación del servicio. 

No obstante lo previsto en el punto anterior, la Ad- 
ministración podrá en todo caso prohibir o coridicionar 

2. 

el ejercicio de las obras o actividades a que se refiere di- 
cho punto aun mediando la conformidad del concesiona- 
rio, cuando las mismas puedan perjudicar la adecuada 
prestación del servicio o resulten contrarias al interks pú- 
blico, cabiendo contra la decisión adoptada los recursos 
administrativos v jurisdiccionales legalmente previstos. 
tanto por parte de los particulares como del conce- 
sionario. 

Artículo 175 

l .  El incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en los artículos anteriores de esta Sección podrá ser san- 
cionado por la Administracion con multa de hasta 300.000 
pcsctas. 

2. Se regirán por las normas del Código Penal, y en su 
caso, por las leyes penales especiales, cuantas acciones y 
omisiones vavan encaminadas a causar daños a las per- 
sonas o cosas mediante descarrilamientos, interceptacio- 
nes de vía, incendios, robos, hurtos, estafas, daños en el 
material o mercancías, sabotajes, y demás actos de índo- 
le dolosa dirigidos contra el ferrocarril, sus agentes o sus 
instalaciones. 

Asimismo se regirán por la legislación penal los danos 
a las personas o cosas que se ocasionen por las personas 
al servicio del ferrocarril o extranos al mismo a conse- 
cuencia de imprudencias o negligencias punibles sin per- 
juicio de las responsabilidades que sean exigibles de con- 
formidad con las normas civiles administrativas v la- 
borales. 

SECCION SEGUNDA 

Disposiciones específicas sobre concesionarios y 
usuarios 

Artículo 176 

1. La Administración establecerá las normas técnicas 
v comerciales de carácter general, a las que hayan de su- 
jetarse la gestión y explotación de los ferrocarriles, de- 
biendo salvaguardarse en las mismas la seguridad de los 
usuarios v sus intereses. 

Asimismo, la Administración podrá establecer Contra- 
tos tipo, en los que se establezcan de forma generica los 
derechos v deberes recíprocos de los Concesionarios del 
ferrocarril v de los usuarios. 

La Administración ejercerá de conformidad con lo 
previsto en el Capítulo VI del Título 1, en la forma que en 
cada caso resulte más adecuada, la inspección de los scr- 
vicios ferroviarios, a fin de asegurar tanto la seguridad v 
eficacia en su realización, como el cumplimiento por los 
concesionarios y los usuarios de las normas que les afec- 
ten y las obligaciones que Ics correspondan. 

2.  



Artículo 177 

1.  Los titulares de concesiones o autorizaciones de 
transporte ferroviario que incumplan las condiciones 
esenciales de la concesión o autorización, o realicen in- 
fracciones de las normas aplicables a los ferrocarriles que 
supongan un riesgo para la seguridad pública, o impli- 
quen un perjuicio de consideración para los usuarios, po- 
drán ser sancionados con multas de hasta 1 .000.000 de pe- 
setas, pudiendo asimismo acordarse la caducidad de la 
concesión o autorización. 

La determinación de las condiciones esenciales de la 
concesión o autorización se realizarán siguiendo análogas 
reglas a las establecidas en el apartado c) del articulo 145. 

El incumplimiento de las condiciones de la corrcs- 
pondientr concesión o autorización, o de las normas re- 
guladoras del transporte ferroviario, cuando no se den las 
circunstancias previstas en el punto anterior, podrá ser 
sancionada con multa de hasta 300.000 pesetas. 

2 .  

Artículo 178 

1.  La Administración establecerá las condiciones ge- 
nerales que habrán de cumplir los usuarios, así como las 
obligaciones de los mismos, en la utilización de los ferro- 
carriles de transporte público. 

El incumplimiento de las condiciones v obligacio- 
nes a que se refiere el punto anterior podrá ser sanciona- 
do con multa de hasta 150.000 pesetas. 

'2 .  

Artículo 179 

Serán de aplicación en relación con la responsabilidad 
por infracción de las normas reguladoras del transporte 
ferroviario, las normas establecidas en el artículo 142 de 
esta Ley. 

Artículo 180 

1.  La Administración podrá encomendar a las empre- 
sas titulares de líneas de ferrocarriles el c,jcrcicio de las 
funciones de policía previstas en esta Lcv, cuva naturale- 
za no implique un ejercicio directo de las mismas. 

Los empleados de las empresas ferroviarias tendrán 
en el ejercicio de las luncioncs a que se refiere el punto 
anterior, la consideración de Agentes de la Autoridad. 

2. 

CAPITULO V 

La Red Nacional de los ferrocarriles Espanoles 

Artículo 181 

La Red Nacional de los Ferrocarriles Espafioles, abre- 

viadamente RENFE, creada por la Ley de Bases de 24 de 
enero de 1941, es una entidad con personalidad de dere- 
cho público que actúa en regimen de empresa mercantil 
con sometimiento al Ordenamiento jurídico-privado, te- 
niendo la consideración de Sociedad Estatal de la clase 
prevista en el apartado b) del artículo 6.1 de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria, y estando sometida a los preceptos 
de dicha Lev v a los de la presente, así como a los de las 
disposiciones complementarias de ambas. 

RENFE tiene personalidad jurídica indcpcndicntc de la 
del Estado, y plena capacidad para el desarrollo de sus f i -  
nes, estando adscrita SI Ministerio de Transportes, Turis- 
mo v Comunicaciones. 

Artículo 182 

1 .  Corresponde a RENFE el eJercicio de las siguientes 
funciones: 

a) Explotar los fcrrocarrilcs comprendidos en la ((Red 
Nacional Integrada)) definida en el artículo 159. 

b) Explotar los ;ferrocarriles, que aun no formando 
parte de la Red Nacional Integrada, correspondan a la 
competencia del Estado y cuva gestión le sea encomen- 
dada por &te. 

Explotar, en su caso, los ferrocarriles dc compctcn- 
cia de las Comunidades Autónomas, o de los Avuntamien- 
tos, cuando dichas Entidades le encomienden dicha ges- 
tión conforme a lo previsto en el artículo 187. 

Realizar la construcción de nuevas líneas ferrovia- 
rias que les sea encomendada por el Estado, v ,  en su caso, 
conforme a lo previsto en el artículo 187 por las Comuni- 
dades Autónomas o por los Ayuntamientos. 

c) 

d) 

2. RENFE podrá cl'ectuar, además, cuantas actuacio- 
nes mercantiles resulten necesarias o convenientes para 
la mejor realización de las Eunciones reguladas en el pun- 
to anterior, pudiendo llevar a cabo cuantos actos de ges- 
tión o disposición sean precisos para el cumplimiento de 
las mismas. 

Asimismo, podrá efectuar cuantas actividades comer- 
:iales e industriales esten relacionadas con dichas funcio- 
nes principales, incluso mediante la realización o partici- 
pación en otros negocios, sociedades o empresas. 

El Ministerio de Transportes, Turismo v Comunica- 
Ames, en aplicación de las directrices fijadas por el Go- 
bierno conforme al artículo 183, establecerá las condicio- 
les básicas de prestación de los servicios í'erroviarios que 
7aya de explotar RENFE. Esta asumirá su gestión con au- 
.onomía de actuación, que será todo lo amplia que pcr- 
mita la garantía del interés público, la satisfacción de las 
iecesidades sociales y la seguridad de los usuarios. 

Cuando RENFE pretenda el cierre de algún servicio, o 
.a modificación de alguna otra condición básica de la ex- 
Jlotación, en relación con la cual ello esté reglamentaria- 
nente previsto, deberá recabar la oportuna autorización 
k la Administración, que se entenderá otorgada si en el 
Aazo de un mes no se realiza la denegación de la misma, 

3. 
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o se inicia el procedimiento tendente a vcrilicar su con- 
veniencia, coniunicándosc a RENFE dicha iniciación a 
efectos de suspender la aplicación de la medida pro- 
puesta. 

Artículo 183 

Corresponde al Gobierno de conformidad con las reglas 
y principios establecidos en csta Ley aprobar, el Estatuto 
de RENFE. 

Asimismo el Gobierno establecerá las directrices bási- 
cas de la actuación de RENFE en el marco de la política 
de ordenación y coordinación de los diversos modos de 
transporte, señalando los objetivos y fines a conseguir v 
determinando los niveles de inversión y proponiendo la 
cuantía de las aportaciones económicas del  Estado a 
RENFE, a efectos de su inclusión en la correspondiente 
Ley presupuestaria. 

Las referidas actuaciones gubernativas se plasmarán a 
través de contratos-progrania u otras fórmulas de plani- 
ficación de objetivos, que contemplen los resultados de la 
gestión efectuada por RENFE y vinculen el apovo finan- 
ciero que, en SLI caso, tiiiva de realizarse a su favor, a l a  
eficacia en dicha gcsti0ri. 

Artículo 184 

La estructura organizativa básica de RENFE, sus órga- 
nos superiores de Dirección y las funciones de los misnios, 
serán objeto de rcgulacitin eii el  correspondiente Estatu- 
to ,  que  deberá aprobar el Gobierno. 

Artículo 185 

1 .  Serán aplicables a RENFE, con las adaptaciones 
derivadas de SLI carácter de empresa pública encargada 
de la gestión directa de un servicio público, y las cxccp- 
cioncs previstas en el presente Capítulo, las normas csta- 
blccidas en los artículos 168 

En la atribución a RENFE de l a  gestión dc los scr- 
vicios ferroviarios de su coiripstcncia, se cntcndcrin im- 
plíci tamcii te otorgadas todas las autorizaciones, pcrmi- 
sos o licencias administrativas precisas o coiivcniciitcs 
pata las obras de conservación v entrcteniinicnto de sus 
líneas e instalaciones y cleiiiás servicios auxiliares dircc- 
tumente relacionados con la explotación I tm-oviar ia .  

Respecto a las nuevas obras de RENFE, se i-equcrirá la 
oportuna licencia de la Autoridad competente, cuando las 
mismas afecten ii los planes urbanísticos u a las disposi- 
ciones sobre establecimientos incómodos, insalubres, no- 
civos o peligrosos. Se  entenderá otorgada la licencia si la 
Administración n o  contcstarc a la solicitud de RENFE en 
el plazo de un ITWS. 

Podrán, sin embargo, rcaiizarsc las obras de forma in- 
mediata cuando ,or razones de seguridad u otras causas 
graves, las mismas resulten inaplazables. 

169. 
2 .  

3 .  Cuando lucra precisa o conveniente la instalación 
u ampliación de rcdcs propias de comunicación tclefóni- 
ca, radio-tclcl6nica o radio-telegráfica, o de otros medios 
de telecomunicación, siempre que cstkri atectas al tráfico 
ferroviario, RENFE, ajustándose a los planes y normas 
tccnicas establecidas al efecto, estará facultada para su 
establecimiento, previa autorización administrativa cx- 
presa para su instalación, o tácita por el transcurso de un 
mes desde su solicitud. 

La rcalizacióri por RENFE de las actividades pre- 
vistas en el punto 4 del artículo 168, no requerir' a como 
regla general la previa autorización de la Administración. 
Esto no obstante, la Administración podrá prohibir o con- 
dicionar dichas actividades cuando las mismas puedan 
pcr,judicar la adecuada prestación del servicio o resulten 
contrarias al intcrks público. 

Serán, e n  todo caso, de aplicación a RENFE, l as  dis- 
posiciones del artículo 174 relativas a las actuaciones de 
los particulares, que alectcn a la línea ferroviaria, a sus 
instalaciones o dependencias o a su zona de servidumbre. 
N o  obstante, si RENFE no diera su conl'ormidad a dichas 
actividades, v realizada por los particulares la corrcspon- 
diente petición al Ministerio de Transportes, Turismo v 
Comunicaciones éste autorizase las mismas, no cabrá la 
interposición por parte de RENFE de recurso alguno. 

6. El Gobierno podrá extender a otras Compañías 
Ferroviarias de forma total o parcial, el régimen especial 
establecido en este artículo para RENFE. 

4. 

5 .  

Artículo 186 

1. Se entenderán comprendidas en la gestión cnco- 
mcndada a RENFE, no sólo las actividades de prestación 
o explotación del servicio, s ino tanibikn las de coiistiuc- 
ción o equipamiento de líneas o instalaciones conforme a 
lo dispuesto en el artículo 182 v las dc mantcniniiento, 
conservación v reparación de las mismas. 

La construcción o equipamiento de nuevas líneas o 
instalaciones ferroviarias por parte de RENFE con cargo 
a sus presupuestos de inversiones o capital, así como su 
iwwvacióii, tne,jora o gran reparación, requerirá la pre- 
via inclusión de las mismas en los Planes ferroviarios que 
se formulen conforme al artículo 15 v ,  cn todo caso, en el 
programa de actuación, invcrsioncs v financiación que 
apruebe el Gobierno. En casos de urgencia, y e n  los su- 
puestos que rcglanientariamcntc s ~ '  determinen, bastará 
la comunicación a l  Ministerio de Transportes, Turismo y 
Comunicaciones de las obras ejecutadas o el equipamicn- 
to efectuado. 

Las actividades de construcción y equipamiento prcvis- 
tas en este punto se realizarán, en todo caso, con indepcn- 
dcncia presupuestaria v funcional de las de explotación 
de los servicios. 

Cuando las obras se efectúen por el Ministerio de 
Transportes, Turismo y comunicaciones con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado, dicho Departamento 
podrá encomendar a RENFE la dirección de las obras, 
realizándose la construcción de conformidad con lo pre- 

2 .  

3. 



visto en la legislación de Obras Públicas v de Contratos 
del Estado. 

Artículo 187 

La construcción así como la explotación de líneas ferro- 
viarias de la competencia de las Comunidades Autónomas 
o de los Avuntamientos prevista en el apartado d) del pun- 
to 1 del artículo 182, únicamente procederá cuando REN- 
FE llegue a un acuerdo con dichas Entidades y suscriba 
con las mismas el correspondiente convenio, previa auto- 
rización del Ministerio de Transportes, Turismo y Co- 
municaciones. 

Artículo 188 

1. RENFE gestionará el servicio ferroviario que se le 
enc,omienda en forma conducente a la obtención del cqui- 
librio económico financiero de la explotación. 

A dicho efecto, RENFE presentará anualmente al Mi- 
nisterio de Transportes, Turismo ? comunicaciones, para 
su elevación al Gobierno, conforme a lo previsto en la Lev 
General Presupuestaria, sus presupuestos de cxplotación 
v capital, así como los correspondientes programas de ac- 
tuación, inversiones v financiación. 

Se compensarán a RENFE, mediante subvención 
específica, con separación de la subvención compcnsato- 
ria del dcificit de explotación, los gastos que figuren in- 
cluidos en normalización de cuentas y los inherentes al 
cumplimiento de obligaciones de servicio público. 

Las subvenciones se realizarán de acuerdo con las prc- 
visiones de los contratos-programa que, e n  su caso, se for- 
malicen v de acuerdo con las directrices del Gobierno tcn- 
dentes a asegurar la eficacia de la gestión. 

2. 

Artículo 189 

RENFE establecerá las tarifas de los servicios cuya ex- 
plotación le corresponda dentro de los límites cstableci- 
dos, cn su caso, por la Administración, estando la intcr- 
vcnción de E s t a  sometida al cumplimicnto dc las obliga- 
ciones incluidas en 10s Convenios o Tratados Intcrnacio- 
nalcs suscritos por Espana. 

Las condiciones tarii'arias que se impongan a RENFE 
por la Administración, habrán de ser compatibles, con la 
máxima autonomía de gestión que resulte posible, dcn- 
tro de las limitaciones que las necesidades sociales !r el 
cumplimiento de obligaciones de servicio público, tunda- 
mentalmente en el transporte de viajcros de cercanías, ha- 
gan necesario establecer. 

Serán, en todo caso, de aplicación respecto al rkgimen 
tarifario de los servicios cxplotados por RENFE, las re- 
glas previstas en los artículos 18 y 19. 

Artículo 190 

1 .  Son patrimonio del Estado, sujeto a las normas por 
las que aquél cc rige, los bienes de las compañías concc- 

sionarias de ferrocarriles que no fueron objeto de rescate 
por la Lev de Bases de Ordenación Ferroviaria y del 
Transporte por Carretera, de 24 de enero de 1941, v a los 
que se refieren las Leves de 27 de febrero y de 13 de mar- 
zo de 1943. 

Los demás bienes no incluidos en el párrafo antc- 
rior constituyen e l  patrimonio de RENFE. Dichos bicnes, 
en cuanto fuercn necesarios para la prestación del servi- 
cio ferroviario, gozarán de la protección de que disfrutan 
los del Estado según las leyes. Para realizar RENFE ac- 
tos de disposición sobre bienes inmucblcs, con excepción 
de los adquiridos en régimen de Derecho Privado, serán 
necesarias las mismas autorizaciones que para los bienes 
del Patrimonio del Estado se establezcan en su Ley 
Rcguladora. 

El Gobierno dictará las normas para la actualiza- 
ción del inventario de RENFE v la clasificación jurídica 
de los bienes que lo constituyen. 

2 .  

3.  

Artículo 191 

Las rciacioncs de RENFE con su personal se regirán 
por el derecho laboral. Serán no obstante de aplicación 
en rclación con dicho personal, las normas especiales que 
la legislación de Incompatibilidades, la de Procedimiento 
Laboral u otras vigentes que resulten de aplicación es- 
tablezcan. 

Artículo 192 

Sin perjuicio del control general de su actuación pre- 
visto en el artículo siguiente, la prestación por parte de 
RENFE de los servicios que les corresponde explotar, en 
las condiciones legalmente prescritas, se garantiiará me- 
diante la inspección de tales servicios, que se realizará 
conforme a lo dispuesto en el Capítulo VI del Título 1. 

Los resultados de la referida inspección, no darán lu- 
gar a sanciones pecuniarias, pero serán puestos de mani- 
fiesto a los órganos administrativos competentes a fin de 
que estos adopten las medidas que resulten procedentes 
de conformidad con lo que en cl artículo siguiente se 
preve. 

Artículo 193 

1 .  El control tcicnico v de eficacia de la gestión que de 
conformidad con lo previsto en los artículos anteriores ha 
de llevar a cabo RENFE, se realizará por el Ministerio de 
Transportes, Turismo v Comunicaciones básicamente a 
travfs de los siguientes procedimientos: 

a) Mediante su intervención en el procedimiento de 
aprobación de los presupuestos de explotación y capital, 
v en el Programa de actuación, Inversiones y financiación 
l e  RENFE. 
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b) Realizándose directamente por la Administración, 
o por medio de empresas privadas, las auditorías o con- 
troles financieros v de gestión que resulten necesarios. 

A través de las actuaciones inspectoras sobre la 
prestación de los servicios a que se refiere e1 articulo 
anterior. 

A través de la comunicación quc realizará RENFE 
de los datos v acuerdos relativos a las cuestiones que con 
cal-&ter general se determinen, pudiendo en  todo caso la 
Administración requerir los datos y documentación que 
estime necesarios, y realizar directamente el examen de 
la contabilidad u otros aspectos de la gestión, cuando lo 
considere conveniente. 

c) 

d)  

2 .  El incumplimiento por parte de RENFE de las nor- 
mas reguladoras de los servicios que le corresponde ex- 
plotar, la desviación de los fines v objetivos señalados, la 
posible ineficacia en la gestión y en  general el incumpli- 
miento de las normas, pautas v directrices que le afecten 
dará lugar a la correspondiente investigación tendente a 
deslindar las responsabilidades personales quc en rcla- 
ción con los mismos pudieran existir v a la adopción en 
relación con los posibles responsables de las medidas que 
rcsul ten proceden tes. 

La adopción de las medidas a que se refiere este punto, 
se llevará a cabo por los órganos administrativos que en 
cada caso corresponda, o por la propia RENFE, que po- 
drá decidirlas por propia iniciativa, o siguiendo las ins- 
trucciones de la Administración. 

En todo caso, en las normas de cualquier tipo que re- 
gulen las relaciones entre RENFE y su personal, deberá 
preverse la posibilidad de realizar las actuaciones prcvis- 
las en este punto. 

El control presupuestario y financiero de RENFE 
se realizará de conformidad con el régimen establecido 
en la Ley General Presupuestaria y en  sus disposiciones 
de desarrollo en relación con l a s  Sociedades Estatales. 

3 .  

Artículo 194 

Las disposiciones del presente Capítulo serán de apli- 
cación a la Sociedad Estatal «Ferrocarriles de Vía Estre- 
cha)),  con las adaptaciones que en su caso se establezcan 
por vía rcglamcntaria, cn atención a su específica natu- 
raleza y a las especiales circunstancias de los servicios 
que explota. 

TITULO VI1 

DELEGACION DE FACULTADES DEL ESTADO EN 
LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN RELACION 

CON LOS TRANSPORTES POR CARRETERA Y POR 
CABLE 

Artículo 195 

Se regirá por lo dispuesto e n  este Título, cuyos precep- 
tos tendrán carácter de Ley Orgánica, la delegación de 

competencias estatales a las Comunidades Autónomas en 
materia de transportes por carretera v por cable. La apli- 
cación efectiva del régimen de delcgaciones previsto en 
esta Ley se producirá a partir del cumplimiento de las 
previsiones sobre transferencia de medios personales, prc- 
supuestarios y patrimoniales reguladas en el artículo 212, 
aplicándose hasta entonces el régimen de delegaciones ac- 
tualmente vigente. 

La regulación contenida en el presente Título no afcc- 
tará a las funciones ya transferidas a las Comunidades 
Autónomas. 

CAPITULO 1 

Delegación de facultades de gestión de los servicios y 
actividades de transporte 

SECCION PRIMERA 

Delegación de facultades en materia de transportes 
públicos regulares 

Artículo 196 

1 .  Respecto a los tráficos internos, que a continuación 
se definen, comptendidos en líneas regulares de viajeros, 
cuvo itincrario discurra por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma, se delegan en la Comunidad Au- 
tónoma en cuvo ámbito se realizan dichos tráficos, las si- 
guientes facultades: 

A) Autorizar, con posterioridad a la inauguración de 
los servicios objeto de la concesión, el establecimiento o 
supresión de tráficos internos. 

B) Autorizar las modificaciones de calendario, hora- 
rio u otras condicioncs de prestación del tráfico interno. 

C) Autorizar las ampliaciones, disminuciones o varia- 
ciones de recorrido en el tráfico interno, siempre dentro 
del itinerario conccsional v sin exceder el ámbito territo- 
rial de la Comunidad. 

2 .  A los efectos de lo dispuesto en el punto anterior se 
entenderán por cc tráficos internos)) aquellas expediciones 
o servicios parciales, de una línea de transporte público 
regular, que explotan con calendario v en su caso horario 
propio, tramos fragmentarios de la línea matriz v se cn-  
cuentran íntegramente comprendidos en el ámbito tcrri- 
torial de una Comunidad Autónoma. 

Artículo 197 

1 .  Respecto a los servicios de transporte público regu- 
lar de viajeros de uso general, cuyo itinerario discurra por 
el ámbito de más de una Comunidad Autónoma, se dele- 
gan en las Comunidades Autónomas por las que discurra 
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o vaya a discurrir el itincrario que en cada caso cot'res- 
ponda, las facultades de tramitación y ,  en su caso, pro- 
puesta de resolución correspondientes a aquellas actua- 
ciones que por su naturaleza deban ser r L  .a 1' .  I I . ~  d as con ca- 
ráctcr local, en los siguiente asuntos: 

a )  

b) 
c) 

d)  Hijuclas o prolongaciones. 
e )  
1) 

Establecimiento, proyecto de prestación v adJudi- 

Unificaciones o fusiones de servicios. 
Utilización del mismo material móvil e11 varias con- 

cación de nuevos servicios. 

cesiones diferentes. 

Transmisión de las concesiones y autorilacioncs. 
Establecimiento, con posterioridad a la inaugura- 

ción del servicio o nioclificación de expediciones o scrvi- 
cios parciales que no constituyen tráfico interno de una 
Comunidad. 

Modificaciones clc calendario, horario, vehículos o 
instalaciones afectas u otras condiciones de prestación del 
servicio. 

Rescate y declaración de caducidad de las concc- 
sioncs cualquiera que sea la causa en que se fundamente. 

intervención de los  servicios i q u l a r c s  prestados 
mediante concesión en los casos v con los requisitos cxi- 

Cuantas actuaciones gestoras de carácter ejecutivo 
sean necesarias para e l  luncionamicnto de los servicios y 
n o  se reserve para sí el Estado. 

g )  

h)  

i )  

gidos por esta Lcv. 
j )  

2 .  El Estado se reserva, en todos los asuntos incluidos 
en el punto anterior, las facultades de tramitación corrcs- 
pondicntcs a aquellas actuaciones que se rcl'icran o sean 
inherentes a intereses nnciorialcs, a intereses cornar-ca- 
les que excedan el inibito de cada una de las Coniunida- 
des afectadas v ,  en todo caso, la resolución clc los mismos. 

Respecto a los servicios regulares dc viajeros, de 
uso especial, sc delega en las Comunidades AutOnoinas en 
la que estan situados los centros de actividad que moti- 
ven e l  establecimiento del transporte, el otorgamiento de 
las coriupondicntcs autorizaciones, a s í  corno las luricio- 
ncs generales de gestión administrativa sobit la presta- 
ción de los servicios. Dichas Cuncioncs se rcalizaiiui con 
su,jcción íi las reglas y normas, incluso tar-ilarias, estable- 
cidas por e l  Estado e11 relación con dichos servicios. 

3 .  

Artículo 198 

1 ,  Respecto de aquellos scr\.icios de transporte públi- 
co regular de viajciros, cuyo itincrario discurra preciomi- 
natitcmcntc por el territorio de una  sola ConiLiiiidad ALI- 
t<inorna, aun cuando una parte cxccda d e l  mismo. se dc- 
legan en dicha Comunidad todas las I'acultadcs de gestión 
adrninistrativa del servicio, incluvcndo las que en casos 
ordinarios se reserva el Estado, conforme a lo previsto en 
el artículo 197.2 siempre que concurran con,juntamentc 
las siguientes circunstancias: 

a )  Que el  tráfico de la línea se produzca o se pi-evc;~ 

en su práctica totalidad en el territorio de la Comunidad 
de que se trate, teniendo un carácter puramente residual 
e l  que se produzca o se prevea en el tramo situado fuera 
de dicho territorio. 

Que el tráfico existente o previsible en e l  tramo cx- 
tcrior no implique un intcrcs relevante para la adecuada 
ordenación del transporte e11 la Comunidad Autónoma ve- 
cina a la que dicho tramo pertenezca. 

b) 

2.  La apreciación de las circunstancias señaladas en 
el punto anterior be clcctuará individualmente por el Go- 
bierno, previa audiencia de la Comunidad Autónoma 
vecina, 

La delegación prevista en este artículo no será efectiva 
hasta tanto el Gobierno no se pronuncie tavorablementc 
en cuanto a la concurrencia de dichas circunstancias en 
cada caso. 

SECCION SEGUNDA 

Delegación de facultades en materia de transportes 
públicos discrecionales 

Artículo 199 

Respecto a los servicios de transporte público discrc- 
cional de viajeros, mercancías o mixtos, prestados al ani- 
paro de autorizaciones c u y  ámbito territorial cxccda del 
de una Comunidad Autónoma, va se lleven a cabo, en cada 
caso concreto, dentro del ámbito de la referida Comuni- 
dad, o excediendo del mismo, se delegan en la Comuni- 
dad Autónoma que resulte competente con arreglo a las 
normas que se establecen en e l  artículo siguiente l a s  si- 
guientes funciones: 

a )  

b) 

El otorgamiento de autori/aciones para la prcsta- 
ción de dichos servicios. 

La convalidación de la transmisión de las autori- 
zaciones mediante la correspondiente novación subjetiva. 

El establecimiento en SLI caso de tarifas de referen- 
cia, asi como de tarilas obligatorias de carácter máximo 
en cuanto a los trálicos, de corto recorrido, que se efec- 
túen íntegramente dentro del  ámbito territorial de la Co- 
niunidad Autónoma, al amparo de las autorizaciones a 
que se refiere este atículo, siempre que el Estado no haya 
establecido con carácter general  en relación con las mis- 
mas tarifas máximas obligatorias. 

Asimismo, en i.clacióri con los servicios de transporte 
público de viajeros en vehículos de menos de diez plazas 
incluido el conductor, se delega la fijación de las corrcs- 
pondientes tarifas, dciitro de los límites cstablccidos por 
la Administración de transportes del Estado. 

e )  La revocación o condicionamicnto de las auto- 
rizaciones. 

1) El establecimiento de prestación de servicios mini- 
mos, previsto e11 el artículo 96. 

ido periódico de las autorizaciones. 
d )  



Artículo 200 

El ejercicio de las lunciones a que se refiere el artículo 
antcrior corresponderá: 

a )  En los supuestos de autorizaciones que haccii rcfc- 
rencia a un vehículo determinado: a la Comunidad Autó- 
noma en cuyo territorio este fijado el lugar clc residencia 
del vehículo. 

En los supuestos de autorizaciones que no  hacen re- 
ferencia a un vehículo determinado: a cada una de las Co- 
munidades Autónomas en cuyo territorio cstc el domici- 
lio de la sede central de la empresa, o el de alguna de sus 
sucursales, al que vava a estar referida la autorización. 
Cuando se trate de autorizacioncs otorgadas en la moda- 
lidad prevista en el apartado a )  del punto 1 del artículo 
94, el ejercicio de las Iuncioncs a que se refiere este :ir- 
tículo corresponderá únicamente a la Comunidad Autó- 
noma en la que este domiciliada la sede central de la 
empresa. 

b) 

SECCION TERCERA 

Delegación de Facultades en materia de transportes 
privados 

Artículo 201 

Respecto de los transportes privados que discurran por 
el territorio de varias Comunidades Autónomas, se dele- 
ga en la Comunidad Autónoma e n  cuvo territorio csti. rc- 
sidcnciado el vehículo, el otorgamicntod de las autoriza- 
ciones a que se refiere e1 articulo 105 y en  general cuan- 
tas actuaciories gestoras de carácter ejecutivo prevea la 
presente Lev o las nbrmas estatales de desarrollo de la 
misma. 

SECCION CUARTA 

Delegación de facultades en materia de actividades 
auxiliares y complementarias del transporte 

Artículo 202 

1 .  Las Comunidades Autónomas e,j&cerán por delega- 
ción del Estado respecto de las actividades de agencia de 
transportes, centros de información v distribución de car- 
gas, almaccnaje v distribución, ti-ansitarios v arrenda- 
miento de vehículos, rcgukiclos en esta Lcv, v cuva com- 
petcncia corresponda al Estado, las siguientes facultades: 

a) La autorización para la apertura de la agencia o el 

cjcrcicio de la actividad, así como la revocación de la mis- 
ma cuando proceda. 

La autorización para la transmisión del título ha- 
bilitante para ejercer la actividad siempre que no conllc- 
ve el traslado del domicilio a otra Comunidad Autónoma. 

La autorización del traslado de domicilio dentro del 
ámbito ter.i'itorial de la Comunidad. 

La expedición de la autorización de traslado de 
agencias constituidas al amparo de autorizaciones otor- 
gadas por el Estado u otra Comunidad Autónoma o de 
apertura de sucursales de las mismas, cuando proceda. 

Cuantas actuaciones gestoras de cai'áctei- c,jccutivo 
sean necesarias para el funcionamiento de los servicios y 
no se reserve para si el Estado. 

b) 

c) 

d)  

1) 

2 .  El ejercicio de las funcioncs a que se refiere cl pun- 
to anterior corresponderá a la Coinunidad Autónoma en 
cuyo ámbito territorial vava a domiciliar su actividad el 
solicitante o sc encuentre domiciliado el intcrmcdiario, o 
auxiliar del transporte, según los casos. 

La delegación regulada en  este artículo, se enten- 
derá s in  perjuicio de las competencias que e n  su caso 
correspondan a las Comunidades Autónomas sobre las 
materias a que se refiere la misma. 

3 .  

SECCION QUINTA 

Delegación de Facultades en materia de transportes por 
cable 

Artículo 203 

En rclación con los transportes realizados cii tclcfcri- 
cos, u otros medios en los que la tracción se haga por ca- 
ble v no exista camino de rodadura fijo de competencia 
del Estado, se delegan en la correspondiente Comunidad 
Autónoma análogas Iuncioncs a las previstas en el ar- 
tículo 1 Y6 en relación con los servicios regulares de trans- 
porte de via.jcros por carretera. 

La delegación se entenderá producida en la Comunidad 
Autónoma por la quc'discurra la mayor parte del rccorri- 
do del transporte, salvo que se trate de transportes coni- 
plenientarios de estaciones de invierno <J esquí, cn cuyo 
caso la delegación corresponderá a la Comunidad Autó- 
noma que ostciiíc la competencia sobre la estación o so- 
bre la niayoi. parte de sus instalaciuncs. 

CAPITULO 11 

Delegación de Facultades en materia de inspección y 
sanciones 

Artículo 204 

1 .  Cada una de las Comunidades Autónomas ejercerá, 
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por delegación del Estado, la inspección de los servicio: 
y demás actividades de transporte de competencia d' 
aquél, por carretera v por cable que se desarrollen dentrc 
de su ámbito territorial, así como las facultades sancio. 
nadoras sobre las infracciones que, en la prestación de lo: 
referidos servicios v actividades, se produzcan dentro dc 
dicho ámbito, independientemente de que los referido> 
servicios y actividades hayan sido objeto o no de delega. 
ción, y de que esta delegación lo sea en su favor o en el 
de otra Comunidad Autóiionia. 

N o  son ob,jcto de delegación las funciones de vigilancia 
del transporte atribuidas a la Guardia Civil, a las que sc 
refiere el punto 5 del artículo 32. 

El ejercicio de la función sancionadora llevará ¡ni. 
plícito el de la incoación, tramitación y resolución de lo> 
correspondientes procedimientos, e incluirá la adopción 
de medidas provisionales de ascguramicnto en los casos 
v con los requisitos previstos en la legislación vigente 

Sin embargo, en los casos en que en el expediente san- 
cionadorsc proponga la retirada dcí'initiva de la autori- 
zación administrativa para la prestación del servicio o la 
realización de la actividad, a s í  como si se propusicrc la 
incoación de expediente de caducidad de la concesión, la 
Comunidad Autónoma instructora tendrá únicamente fa- 
cultad de propuesta, en cuanto a dichas medidas, debicn- 
do remitir el asunto a tal electo, a resolución del Estado. 

Cuando en el expediente sancionador se proponga el 
precintado del vehículo, si este no estuviera rcsidcnciado 
en la Comunidad Autónoma de que se trate, la propuesta 
sobrc dicho precintado deberá ser sometida a la decisión 
del Estado al cual le correspondera dictar y en su caso eje- 
cutar la correspondiente resolución. 

Las facultades delegadas a que se refieren los pun- 
tos anteriores no obstarán para que la Administración del 
Estado acucrdc, eventualmente, realizar directamente las 
inspecciones que estime necesarias; en este caso, si las re- 
feridas actuaciones inspectoras ,justificasen la iniciación 
del correspondiente procedimiento sancionador, corrcs- 
pondcrán asimismo al Estado las facultades para la in- 
coación, tramitación y resolución de dicho proccdiniicn- 
to. 

2 .  

3. 

Artículo 205 

1 .  Las sanciones que, en el ejercicio de sus I'acultadcs 
delegadas, impongan las Comunidades Autónomas serán 
notificadas por k t a s  en el plazo de treinta días al Rcgis- 
tro Central de Infracciones y Sanciones del Ministerio de 
Transportes, Turismo y Comunicaciones. 

En igual plazo el Ministerio de Transportes, Turis- 
mo y Comunicaciones anotará en el citado Registro Cen- 
tral y notit'icará a la Comunidad Autónoma a la que 
corresponda ejercer por delegación del Estad6 las funcio- 
nes que se determinan en el artículo anterior, las sancio- 
nes que imponga sobrc los correspondientes scr\icios y 
acti\pidadcs de transporte en ejercicio de las í'acultadcs 
que a aquel reserva el punto 3 de dicho artículo. 

2. 

CAPITULO 111 

Delegación de facultades en materia de arbitraje 

Artículo 206 

Se delegan en las  Comunidades Autónomas en las que 
las mismas hayan de estar radicadas, las funciones que 
la presente Ley atribuye a las Juntas Arbitrales del Trans- 
porte. A estos electos, el íuncionamiento de las referidas 
Juntas dentro dc las correspondientes Comunidades Au- 
tónomas, se realizará respetando la organización, funcio- 
nes y regimcn jurídico establecidos en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo. 

CAPITULO IV 

Delegación de funciones en relación con la capacitación 
profesional para el transporte y para las actividades 

auxiliares y complementarias del mismo 

Artículo 207 

1 .  Se  delega en las Comunidades Autónomas la facul- 
tad de convocar y realizar pruebas de capacitación pro- 
fesional para la realización del transporte y de las activi- 
dades auxiliares y complementarias del mismo. 

El Estado podrá, asimismo, realizar directamente 
las funciones a que se refiere el punto anterior, así como 
participar en las mismas cuando sean realizadas por las 
Comunidades Autónomas, debiendo estas, en todo caso, 
adccuarsc a los programas, criterios de íormaciYn v eva- 
luación, y reglas generales que establezca el Estado. 

2.  

CAPITULO V 

Normas generales de la delegación 

Artículo 208 

Como facultad accesoria de las anteriormente reseña- 
das, el Estado delega en las Comunidades Autónomas la 
potestad normativa de ejecución o desarrollo de las nor- 
mas estatales rcguladoras de las materias objeto de dele- 
gación, sicniprc que  dichas normas prevean cxpresamen- 
te dicha ejecución o desarrollo por las Comunidades 
Autónomas. 

Dicha potestad normativa habrá de ejercerse, en todo 
caso, respetando las normas promulgadas por el Estado, 
y los criterios de aplicación establecidos por &te. 



Artículo 209 

El otorgamiento de las autoriiacioncs habilitantes para 
la prestación de servicios de transporte público discrecio- 
nal y para la realización de actividades complementarias 
o auxiliares del transporte, que atribuvcn los artículos 
199 y 202 a las comunidades Autónomas como facultad 
delegada, se acomodará a los cupos, contingentes v de- 
más limitaciones que con carácter general establezca en 
su caso el Ministerio de Transportes, Turismo y Co- 
municaciones. 

Artículo 210 

1 .  El ejercicio de las facultades delegadas a que se re- 
fiere el presente Título estará sujeto a las normas del Es- 
tado, que conservará, en todo caso, la función legislativa 
y la potestad reglamentaria sobre las materias ob,icto de 
delegación, v a lo que dispongan los programas o planes 
generales o sectoriales del Estado. 

El Ministerio de Transportes, Turismo y Comunica- 
ciones, a través de los órganos en cada caso competentes, 
podrá establecer criterios de aplicación relativos al ejer- 
cicio de las funciones delegadas, por parte de las Comu- 
nidades Autónomas. debiendo kstas respetarlos. 

Las Comunidades Autónomas utilizarán en las ac- 
tuaciones administrati im que deriven de facultades de- 
legads, así como en la expedición material de los títulos 
habilitantes los documentos normalimdos que tenga es- 
tablecidos o, en su caso, establezca el Ministerio de Trans- 
portes, Turismo v Comunicaciones. 

Las Comunidades Autónomas facilitarán a los ór- 
ganos competentes de la Administración del Estado cuan- 
ta información les solicite este sobre SI ejercicio de las Ea- 
cultades delegadas v sobre la gestión de las materias ob- 
jeto, de la delegación, debiendo comunicar a los mismos, 
en todo caso, el establecimiento y supresión de servicios 
de transporte, así como del otorgamiento o cancelación, 
cualquiera que fuese su causa, de los títulos habilitantcs 
para la prestación de aquellos o complementarias del 
transporte, y en general, salvo cuando los órganos admi- 
nistrativos del estado competentes no lo juzguen necesa- 
rio, las resoluciones adoptadas en relación con los recur- 
sos administrativos susciiados en las materias objeto de 
delegación. 

2. 

3.  

4.  

Artículo 2 1 1 

La dclegación efectuada por la prcsciiic LL.!. en mate- 
ria tarifaria se cine a las lacultades de lu Administración 
de Transportes, y no comprende las funciones que corres- 
ponden o puedan corresponder al Estado en virtud de la 
legislación general sobre el control de precios, las cuales 
no son ob,icto de delegación. 

Artículo 2 12 

1 .  Por la correspondiente Comisión Mixta de Translc- 
rencias se determinarán, en la forma reglamentariamen- 
te establecida, los medios personales, presupuestarios v 
palrimonialcs que ha de ponerse a disposición de las res- 
pectivas Comunidades Autónomas para el ejercicio de las 
funciones delegadas, sometiendo la oportuna propuesta a 
la aprobación del Consejo de Ministros. 

Los medios personales, presupuestarios y patrimo- 
niales ob,icto de traspaso, a los que se refiere el punto an- 
terior, serán aquellos correspondientes a la Administra- 
ción peril'i.rica del Estado, que hasta el momento de la de- 
legación estuvieran cspecíficamente destinados a la ges- 
tión de los transportes terrestres, debiendo quedar supri- 
niido,mientras dicha delegación se mantenga, cualquier 
órgano de gestión específica del transporte terrestre que 
pudiera existir dentro de la Administración pcrifkrica del 
Estado, excepto, en sus caso, en las provicias fronterizas 
con Estados extranjeros, los necesarios para realizar las 
funciones administrativas precisas en relación con el 
transporte internacional. 

2 .  

Artículo 2 13 

1 .  En caso de incumplimiento reiterado por parte de 
una Comunidad Autónoma, de las disposiciones del prr- 
scntc Título de las normas y disposiciones del Estado que 
se rct'icran a las materias objeto de delegación, o de las 
instrucciones y directrices a las que se refiere el artículo 
210, el Gobierno advertirá formalmente de ello a la co- 
munidad y si esta mantuviera su actitud, el Gobierno, 
transcurridos tres meses desde aquella advertencia, po- 
drá,  previo informe del Consejo de Estado, dar cuenta de 
dicho incumplimiento a las Cortes Generales. Si en el pla- 
zo de dos meses a partir de la recepción de la comunica- 
ción dcl incumplimiento las Cortes no declarasen expre- 
samente la subsistencia de la delegación, ésta habrá de 
considerarse revocada a partir de la finalización del refe- 
rido plazo. 

Asimismo, cuando el intcrcs público general del Esta- 
do así lo reclame, o alguna Comunidad Autónoma adopte 
decisiones contrarias a dicho intcrks general, el Gobicr- 
no, previo informe del Consc,jo de Estado, pondrá en co- 
nocimiento de las Cortes Generales la conveniencia de de- 
ja r  sin efecto la Delegación. Esta se considerará revocada 
a partir de los dos meses siguientes, si en el citado plazo 
las Cortes no declarasen expresamente la subsistencia de 
la misma. 

Lo dispuesto en el apartado anterior sc entenderá 
sin per,juicio de las demás í'ormas de control previstas en 
la Constitución y en las Leyes. 

2.  

Artículo 214 

Sin pcr,juicio de la adopción de las medidas previstas 
en el artículo anterior, cuando el Ministerio dc Transpor- 
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tes, Turismo y Comunicaciones estimase qiic los actos o 
normas de las Comunidades Autónomas en el ejercicio de 
funciones delegadas han sido dictadas vulnerando las nor- 
mas, disposiciones o instrucciones estatales en relación 
con los mismos, podrá recurrir directamente en el plazo 
de dos meses contra dichos actos o normas ante la juris- 
dicción Contencioso Administrativa, en base a la rcícrida 
vulneración jurídica. La interposición del corrcspondicn- 
te recurso, en caso de solicitarlo así el órgano que lo rea- 
lice, suspenderá la ejecución o la eficacia del acto o nor- 
ma impugnada. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera 

1. En el plazo de un aiio a partir de la publicación de 
la presente Ley se procederá poi- el Gobicriio a la crea- 
ción de la Empresa Nacional de Transportes de Viajcros 
por Carretera (ENATCAR), la cual rcvcstiii I;i loimia de 
Sociedad Estatal de las prcvisps c'n el apat i . i d t ~  13) dcl 
punto 1 del articulo 6 , , ,  de la Ley Genci.;.iI Pi ~ , ~ ~ i ~ ~ i i ~ , ~ l ~ i t , i ~ i .  

El Estatuto de ENATCAR será aprobi-iiilo pot c.1 Go- 
bierno, y su dependencia orgánica y coiiti'ol w piuclucirii 
en relación con el Ministerio dc Transportes, Tui.isiiio y 
Comunicaciones a travCs de la Dirección General de 
Transportes Terrcstrcs. 

ENATCAR asumirá desde su constitución la t i tula-  
ridad de la totalidad de las  concesiones y autorizaciones 
de servicios regulares permanentes de uso general o espe- 
cial o temporales de transporte por carretera, de las que 
en ese momento sean titulares la Red Nacional de Fcrro- 
carriles Españoles (RENFE) y los Ferrocarriles Españoles 
d e  Vía Estrecha (FEVE), a s í  como la totalidad de los mc- 
dios materiales y personales propiedad de dichas Conipa- 
Rías Ferroviarias con los que cliclios servicios se vinieran 
prestando, salvo de aquellos q u e  sean transl;lridos a las 
empresas que hubieran venido colaborando en  su prcsta- 
ción de conformidad con lo prc\risto en la Disposición 
Transitoria Tercera. 

Asimismo, ENATCAK se subrogaiii c n  todos los coiitia- 

tos de transporte suscritos por RENFE o FEVE, que hu-  
bieran de realizarse a travCs de los scrvicios de traiispor- 

ENATCAR asumirá igualmente la titularidad clc las 
participaciones que tuvieran RENFE o FEVE en otras em- 
presas titulares de concesiones o autorizaciones de scrvi- 
cios de transporte por carretera. 

Fuera de los supuestos cspccilicos previstos en el 
punto anterior y de los regulados e n  el artículo 71 clc esta 
Ley, ENATCAR únicamente podrii acccdcr a la titulari- 
dad de concesiones o autoi'izacioncs habilitantcs para la 
prestación de servicios o realización de actividades de 
transporte, en concurrencia con el resto de empresas y c n  
igualdad de condiciones con Cstas. 

ENATCAR podrá rcalizar cuantas actividades co- 
merciales o industriales cstEn dirigidas al adecuado dc- 

2 .  

3 .  

te a los que se refiere el párl.al¿> antcrior. 

4. 

5. 

sarrollo de su actividad de empresa de transporte, inclu- 
so mediante la participación en otros negocios, socicda- 
des o empresas. 

En la gestión de aquellos servicios a los que se rc- 
licrc el punto 3 anterior, en los que las Compaiiías Ferro- 
viarias citadas en dicho punto vinieran utilizando la co- 
laboración de empresas privadas, cuando las corrcspon- 
dientes concesiones no sean trasferidas a las citadas eni- 
presas de coníorniidad con lo previsto en la disposición 
transitoria tercera, ENATCAR habrá de respetar los dcrc- 
chos de dichas empresas derivados de los contratos que 
Cstas hubieran suscri to con las rcí'eridas Compañías 
Fcimviarias, mientras dure la vigencia de los mismos. 

Si ENATCAR no cont inuase la prestación del servicio 
utilizando la colaboración de la misma empresa según lo 
previsto e11 el párralb anterior, en  el caso de decidir que 
la explotación se siga realizando con la colaboración de 
uiia cniprcsa privacla con la que habrá de formar una so- 
ciedad lilial de carácter mixto, deberá convocar un con- 
curso de sclcccitiri, que se realizará bajo el control de la 
Dirección General de Transportes Terrestres u órgano au- 
tonómico correspondiente, y en el que tendrá derecho de 
tanteo la ciiiprcsa que anteriormente hubiera venido co- 
laborando adecuadamente en la prestación del servicio. 

El referido procedimiento deberá rcali/.arsc, sin que 
quepa, sulvo supuestos excepcionales debidamente ,justi- 
I'icados, optar por la gestión directa sin colaboración de 
empresa privada, cuando se trate de servicios en los que 
una empresa piivada hubicra vciiido colaborando inin- 
terrumpidamente en el momento de entrada en vigor de 
esta Ley durante dicL o más anos, se trate del primer ven- 
cimiento del c o r i q m i d i e n t e  contrato y ENATCAR, no 
decida dircctamciitc que sea la misma empresa la que 
continúe la colaborxión. 

Los servicios de los que sea titular ENATCAR, que 
cn el momento de entrada en vigor dc la presente Ley no 
se vengan prestando con la colaboración de emprcws pri- 
vadas, deberán en todo caso realizarse por dicha cmpre- 
sa directamente por sí misma. 

6 .  

7 .  

Segunda 

1 .  Para la inatriculacióii y expedición del corrcspon- 
diente permiso de ciirulación, o cambio de titularidad ctc 
los vehículos de transporte por carretera rcgiilridos en 
esta Ley, será necesario, en los supuestos que reglamcn- 
tariaincntc se establezcan por las autoridadcs competcn- 
tcs en materia de tráfico y circulación vial, la previa jus- 
tificación por su propietario de contar con el corrcspon- 
diente título habilitante que permita dedicar el vehículo 
a la rcalizacuón de alguno de los tipos de transporte pú- 
blico o privado, o a la actividad auxiliar de arrcndamicn- 

Replamentarianiente se establecerán los dispositi- 
vos de coordinación de las Administraciones de Transpor- 
te y de Tráfico, quc faciliten el cumplimiento de 10 csta- 
blecido en el punto anterior. 

Lo, regulados en esta I.cv. 
2.  



Tercera 

1. Los transportes realizados en teleféricos, u otros 
medios en los que la tracción se haga por cable, y en los 
que no exista camino terrestre de rodadura fijo, se regi- 
rán por las normas a que se refiere el punto 2 del artículo 
1 ." de esta Ley. 

2. No obstante, cuando dichos medios de transporte 
sean complementarios de estaciones de invierno o esquí, 
podrá otorgarse por adjudicación directa a los tirulares 
de éstas la correspondiente concesión sobre los mismos. 

Se considerarán estaciones de invierno o esquí aquellos 
centros turísticos especialmente dedicados a la práctica 
de deportes de nieve o montaña, que reúnan las condicio- 
nes que reglamentariamente se determinen. 

La fijación y percepción de las tarifas correspon- 
dientes a la utilización de cada uno de los medios de 
transporte a los que se refiere esta disposición, podrá ha- 
cerse cuando así se autorice por la Administración, de for- 
ma global o conjunta, con las referentes a otros servicios 
distintos que se pongan a disposición de los usuarios. 

3. 

Cuarta 

Como medida de armonización de las condiciones de 
competencia de los distintos modos de transporte y a fin 
de conseguir una igualación en las condiciones econónii- 
cas de las mismas, de conformidad con los principios de 
la presente Ley, el Gobierno, en el plazo de veinticuatro 
meses a partir de la entrada en vigor de la misma, pre- 
sentará a las Cortes un Proyecto de Ley de creación de 
una tasa que deberán satisfacer las personas a cuyo favor 
se hallen expedidos los Títulos habilitantes previstos en 
esta Ley para la realización de transporte por carretera. 
Para la determinación de su cuantía se tendrán en cuenta 
las características de los vehículos que sean utilizados al 
amparo de los referidos Títulos habilitantes. 

Quinta 

Previo acuerdo con la Comunidad Foral de Navarra y 
con la Diputación Foral de Alava se adaptarán las facul- 
tades y competencias que en virtud de los Convenios ac- 
tualmente existentes, ejercen las mismas en relación con 
los transportes que exceden de su ámbito territorial, al 
marco de ordenación sustantiva y competencia1 estable- 
cido en la presente Ley. 

El régimen de delegación de funciones previsto en esta 
Ley únicamente será aplicable a la Comunidad Foral de 
Navarra y a la Diputación Foral de Alava, en la medida 
en que implique una ampliación de las competencias que 
las mismas ostentan en virtud de su régimen especial. 

Sexta 

1.  La Ley de presupuestos de cada ejercicio podrá mo- 

dificar las tarifas y demás elementos de cuantificación 
aplicables a las tasas reguladas en la presente Ley. 

2. Se autoriza al Gobierno para actualizar la cuantía 
de las sanciones establecidas en la presente Ley, a fin de 
adecuadas a los cambios del valor adquisitivo de la mo- 
neda, según los índices oficiales del Instituto Nacional de 
Estadística. 

Séptima 

Se autoriza al Gobierno para realizar, en relación con 
los transportes que se desarrollen íntegramente en vías 
de titularidad privada, las adaptaciones del régimen ge- 
neral previsto en esta Ley que, en razón de la especial na- 
turaleza de los mismos, resulten convenientes para el ade- 
cuado desarrollo del sistema de transportes. 

En tanto el Gobierno no realice la adaptación prevista 
en el párrafo anterior, quedará en suspenso la aplicación 
de la presente Ley a los transportes a que el citado párra- 
fo se refiere. 

Octava 

Se autoriza al Gobierno para dictar, a propuesta del Mi- 
nisterio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, las 
disposiciones necesarias para la ejecución y desarrollo de 
lo dispuesto en esta Ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

1.  Las personas, entidades o empresas individuales o 
colectivas legalmente habilitadas para la realización de 
transporte público por Carretera, o de actividades auxi- 
liares o complementarias del mismo, deberán, en todo 
caso, acreditar el cumplimiento del requisito de capaci- 
tación profesional antes del día 1 de enero de 1988, no pu- 
diéndose, a partir de dicha fecha, otorgar nuevos Títulos 
Habilitantes, sin el previo cumplimiento del citado re- 
quisito. 

No obstante lo anterior, quedarán dispensadas de acre- 
ditar el citado requisito de capacitación profesional: 

a) Las personas físicas que sean titulares de autoriza- 
ciones o concesiones administrativas de transporte públi- 
co por carretera, otorgadas a su favor con anterioridad al 
1 de enero de 1983. 

Las empresas que sean titulares de autorizaciones 
o concesiones administrativas de transporte público, otor- 
gadas a su favor con anterioridad al 1 de enero de 1983, 
en las que la dirección efectiva se realice por persona que 
viniera ejerciéndola COK anterioridad a la indicada fecha 
del 1 de enero de 1983. 

Las personas, entidades o empresas titulares de au- 

b) 

c) 
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torizacioncs correspondientes a actividades auxiliares o 
complementarias del transporte, otorgadas a su favor con 
anterioridad a .la entrada en vigor de la presente Lcy. 

2 .  Cuando se trate de empresas o entidades individua- 
les o colectivas titulares de autorimcioncs o concesiones 
administrativas de transporte público, otorgadas a su fa- 
vor entre el 31 de diciembre de 1982 y el 1 de enero de 
1986, el cumplimiento del requisito de capacitación pro- 
fesional se acreditará mediante la comprobación indivi- 
dual de su experiencia efectiva por parte de la Adminis- 
tración de Transportes. 

3. Reglamentariamente se establecerá un r6gimcn es- 
pecífico en relación con los almaccnistas distribuidores y 
con los transitarios que vengan legalmente realizando di- 
cha actividad en el momento de la entrada en \igor de 
esta Lev, sin ser titulares de autoriiacioncs específicas 
otorgadas por la Administracirin de Transportes. 

Segunda 

1 ,  Los actuales concesionarios de servicios regulares 
de transporte de viajeros podrán optar entre: 

a) Mantener sus vigcntcs concesiones, cn cuyo caso a 
medida que se vayan cumpliendo veinticinco años desde 
la fecha en que fueron otorgadas las mismas, la Adminis- 
tración irá proccdicndo al rescate de las mismas según la 
Icgislalción vigente cuando fueron otorgadas sin que di- 
chos concesionarios tengan ningún tipo de preferencias 
en el procedimiento que en su caso se Ilc\v a cabo para 
seleccionar un nuevo prestatario. 

Sustituir sus concesiones por las reguladas en esta 
Lcv de acuerdo con lo previsto en el punto 3 siguiente. 

b) 

Si en e l  plazo de tres meses a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley, n o  se produce de forma expresa la re- 
ferida opción, se presumirá la misma producida cn favor 
del sistema de sustitución citadu en el último lugar. 

2. Cuando los actuales concesionarios opten por el sis- 
tema de mantenimiento de sus vigcntcs concesiones, si- 
guiendo el regimen prcvisto en el apartado a )  del punto 
anterior, el rescate de las mismas supondrá, asimismo, la 
automática revocación de las autorizacioncs corrcspon- 
dientes a servicios de transporte de escolares o producto- 
res que trajeran su origen de la coincidencia de dichos scr- 
vicios con el itinerario de la concesión rescatada. 

3. Cuando los concesionarios opten por el sistema de 
sustitución al que si- refiere el punto uno, el mismo sc Ilc- 
\,ara a cabo de acuerdo con las siguientes condiciones: 

a) La Administración podrá realizar las modificacio- 
nes de los servicios v de sus condiciones de prestación, 
precisas para una más racional configuración y cxplota- 
ción de la red de transportes regulares, debiendo mante- 
ner cn todo caso el equilibrio económico anteriormente 
existente. 

Las anteriores concesiones serán convalidadas por b) 

concesiones para los mismos servicios con las modifica- 
ciones que resulten de la aplicación del punto anterior, so- 
metidas íntegramente a los preceptos de esta Lcv, v con 
un plazo de duración de veinte anos que se comenzarán 
a computar: 

1 .' En las concesiones con una antigüedad superior a 
veinticinco anos en el momento de  entrada en vigor de 
esta Ley: a partir del día correspondiente al año en que 
se produzca dicha entrada en vigor, coincidente con el día 
en que fue inaugurado el servicio. 

2." En las concesiones con una antigüedad igual o in- 
ferior a wintinco años en el momento de entrada en vi- 
gor de esta Ley: a partir del dia correspondiente del año 
siguiente a aquel en que se produzca dicha entrada en vi- 
gor, coincidente con el día en que fue inaugurado el 
servicio. 

En las concesiones o unificaciones de las mismas, a las 
que falten más de veinte anos para alcanzar una antigüe- 
dad de veinticinco anos, desde la fecha en que fueron otor- 
gadas, el plazo de duración de las nuevas concesiones por 
las que sean canjeadas, será igual al tiempo que les reste 
para alcanzar los rcfcridos veinticinco años de antigüc- 
dad, siendo dicho plazo computado conforme a lo previs- 
to en el subapartado 2:' anterior. 

c) Cuando se trate de concesiones en la que la adecua- 
da  prestación de los servicios de las mismas no requiera 
una dedicación exclusiva de los correspondientes vehícu- 
los a su realización, reglamentariamente se establecerá 
un sistema espccílico de acceso de sus titulares, a las nue- 
vas autorizaciones de carácter común previstas en el ar- 
tículo 52 que havan de ser otorgadas. 

Salvo que se obtenga en su caso de conformidad 
con lo previsto en el apartado c) anterior la correspon- 
diente autorización común, no será necesario que los vc- 
hículos actualmente afectos a las concesiones a las que se 
refiere esta disposición transitoria o los que vengan a sus- 
tituirlos esten amparados por la autorización común re- 
gulada en el artículo 52.  

Cuando de conformidad con lo dispuesto en el apar- 
tado a )  anterior, el correspondiente servicio, por darse las 
circunstancias previstas en el artículo 89 haya de ser prcs- 
tado según el regimen establecido en dicho artículo, la an- 
terior concesión será sustituida por la correspondiente au- 
torización especial prevista en el citado artículo 88 y las 
autorizaciones VR de los vehículos afectos a la concesión, 
serán sustituidas por las autorizaciones reguladas en el 
articulo 52 que correspondan. 

Los actuales concesionarios de servicios públicos de 
transporte en trolebuscs, de carácter interurbano, podrán 
optar entre mantener su rkgimcn actual, o sustituir di- 
chas concesiones por otras de tra'nsporte en autobús, so- 
metidas integramente al r6gimcn de ordenación regulado 
en esta Ley. El pazo de dichas concesiones será de vein- 
ticinco años, que se computarán de forma análoga a la 
prevista en el subapartado I .I' del apartado b) del punto 
3 de esta Disposición Transitoria, y la Administración ten- 
drá idcnticas facultades a las expresadas en el apartado 
a )  del citado punto 3. 

d)  

e) 

4. 
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Tercera 

1 .  Las actuales concesiones de transporte regular de 
viajeros por carretera de las que sean titulares RENFE o 
FEVE, que vengan siendo explotadas con la colaboración 
de empresas privadas, bien a travks de su participación 
en sociedades filiales de carácter mixto, bien a travbs del 
correspondiente contrato específico de colaboración, así 
como aquellas otras concesiones que se havan venido ex- 
plotando efectivamente por empresas privadas según lo 
previsto en el apartado a)  del punto 3 siguiente, serán ob- 
jeto de transmisibn respectivamente a las referidas socic- 
dades de carácter mixto o a las correspondientes emprc- 
sas, de acuerdo con las condiciones de esta disposición. 

conjuntamente con las concesiones a las que se refiere 
el párrafo anterior, serán transferidas las autorizaciones 
correspondientes a servicios de transporte de escolares v 
de productores, que traigan su origen en la coincidencia 
de dichos servicios con el itinerario de la concesión. 

Previamente a su transmisión, la Administración 
podrá realizar las modificaciones de los servicios y sus 
condiciones de prestación, que  considere precisas para. 
una más racional configuración y explotación de la red 
de transportes regulares. 

La  transmisión prevista en el punto 1 anterior, úni- 
camente procederá cuando en la correspondiente cmprc- 
sa privada que hubiese participado en la empresa mixta 
o prestado el servicio a traves del correspondiente contra- 
to de colaboracibn concurran conjuntamente las siguicn- 
tes circunstancias: 

2. 

3. 

a) Que dicha empresa venga colaborando en la prcs- 
tación del servicio conccsional en el momento de entrada 
en vigor- de esta Lcv, o bien, que la misma hava cxplota- 
do, con posterioridad al 18 de diciembre de 1985, clccti- 
vamcntc el servicio como titular del mismo, siendo pri- 
vada de dicha titularidad como consecuencia de litigioju- 
dicial con la Compañía Ferroviaria, por razón de derecho 
de tanteo. 

b) ' Que la empresa hubiera sido la adjudicataria deí'i- 
nitiva de la concesibn si RENFE o FEVE no hubieran cjcr- 
citado el dcrccho de tanteo legalmente pre\isto, o bien 
que dicha empresa hubiera sido titular del scr\ficio de la 
clase B otorgado según los Decretos de 22 de febrero y 2 1 
de  junio de 1929, del que la actual concesión traiga origen. 

Cuando por no haberse conservado el documento justi- 
ficativo, no sea posible probar la titularidad del servicio 
de la clase B) a que se rcl'icre el párrali, anterior, se pre- 
sumirá la existencia de dicha titularidad, en las cnipre- 
sas que .justifiquen debidamente el venir colaborando 
continuamente en la prestación del servicio desde una fc- 
cha anterior al 1 ." de abril de 1939, habiendo suscrito con 
anterioridad a la fecha citada el correspondiente contra- 
to con alguna de las antiguas Compañías Ferroviarias, 
posteriormente integradas en RENFE o FEVE, que ostcn- 
tarc la titularidad de la concesión. 

c) Que la empresa acepte la transmisión de la totali- 
dad de las concesiones en cuya prestación venga colabo- 
rando, v en los que la misma resulte procedente según lo 

dispuesto en esta disposicihn, y ,  asimismo, en el caso de 
ser titular de alguna concesión de transporte regular de 
viajeros por carretera, opte en relación con la misma por 
la modalidad de sustitución, regulada en el apartado 3 de 
la Disposición Transitoria Segunda. 

4. Cuando se trate de concesiones configuradas nic- 
diantc la unificación de otras anteriores, en las que cola- 
boren conjuntamente dos o más empresas que cumplan 
separadamente los requisitos del punto anterior, la trans- 
misión se realizará a la sociedad que cnire ellas formen, 
o a la empresa que de común acuerdo designen. 

La empresa a favor de la cual se realice la corres- 
pondiente transmisión, deberá satisfacer anualmente a 
RENFE o FEVE, durante el plazo de duración de la  
correspondiente concesión, la cantidad que en cada caso 
corresponda por aplicación de las siguientes reglas: 

5. 

a) Cuando la colaboración se haya llevado a cabo, a 
travks de un convenio contractual que determine la pcr- 
ccpción por RENFE o FEVE, de un porcentaje o cuantía 
anual, la media aritmbtica correspondiente a un año, de 
la cantidad pcrcibida por dichas Compañías Ferroviarias 
en los cinco años naturales inmediatamente anteriores al 
de entrada en vigor de esta Ley, actualizando su cuantía 
para cada uno de los mismos, en rclacibii a la del último 
año, en proporcibn a los aumentos de tarifas autorizados. 

b) Cuando la colaboración se haya llevado a cabo cn- 
comendando la misma a una sociedad l'ilial de carácter 
mixto, en la que participe la empresa colaboradora, inde- 
pcndicntcnicntc de la cantidad que en su caso Ic corrcs- 
ponda abonar por aplicación de lo previsto en el aparta- 
do a )  anterior, dicha empresa mixta deberá satisfacer la 
media aritmbtica correspondiente a un ano de los bcncfi- 
cios correspondientes a la participación de RENFE en la 
misma, obtenidos en la explotación de la concesión v de 
los servicios de escolares o productores de que se trate, 
en los cinco anos inmediatamente anteriores a la entrada 
en vigor de esta Ley, actualizando su cuantía para cada 
uno de los mismos, en relación a la del Ú l t i m o  ano, en pro- 
porción a los aumentos de tarifas autorizados. 

Cuando se haya privado a la empresa explotadora 
con posterioridad al día 18 de diciembre de 1985, de la t i -  
tularidad del scnticio como consecuencia de litigio judi- 
cial  con la Compañía Ferroviaria por razón de derecho de 
tanteo, la cuantia a scitisl'accr vendrá determinada por la 
aplicación respecto a la media aritmbtica, corrcspdndicn- 
te a un ano de los ingresos obtenidos por la empresa en 
la explotación de la concesión en los tres últimos años, ac- 
tualizando la cuantía correspondiente a cada uno de los 
mismos en relación a la del último año en proporción a 
los aumentos de tarifas autorizados, de la media aritme- 
tica de los porccntaJcs que venían obligados a satisfacer 
a RENFE o FEVE las empresas a que se refiere el apar- 
tado a) anterior, incrcmcntado en  tres puntos. A electos 
de la determinación de la correspondiente media aritm6- 
tica se excluirán los dos porcentajes más bajos y los dos 
más altos de los aplicados. 

c )  
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Los menores costes que, en su caso, supongan la apli- 
cación del régimen regulado en este punto para las em- 
presas a las que el mismo se refiere, respecto a la situa- 
ción en que las'mismas se encontraban anteriormente, de- 
berán ser repercutidos en las correspondientes tarifas, en 
beneficio de los usuarios. 

6. Antes de que se produzca en su caso, su transmi- 
sión a ENATCAR, según lo dispuesto en la Disposición 
Adicional Primera, y en el plazo de un ano a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley, RENFE y FEVE podrán 
transferir a empresas privadas las concesiones y autori- 
zaciones de servicios regulares de transporte de viajeros 
permanentes de uso general y especiales, cuya titularidad 
les corresponda íntegramente, que vengan siendo explo- 
tadas con la colaboración de empresas privadas en las que 
no se dan las circunstancias previstas en el punto 3 de 
esta Disposición. 

La referida transmisión se realizará mediante concur- 
so subasta, cuyas cláusulas deberán ser aprobadas por la 
Dirección General de Transportes Terrestres que contro- 
lará la realización y resultado del mismo. En dicho con- 
curso-subasta tendrá derecho de tanteo la empresa que 
hubiera venido colaborando adecuadamente en la presta- 
ción del servicio en el momento de entrada en vigor de 
esta Ley. 

Cuarta 

En las peticiones y proyectos de establecimiento de 
nuevas líneas de servicios regulares de transporte de via- 
jeros por carretera que se encuentren en tramitación en 
el momento de entrada en vigor de esta Ley, se continua- 
rá la misma, conforme a la normativa de ordenación y 
coordinación con el ferrocarril vigente cuando fue inicia- 
da, siempre que se hubiera realizado con anterioridad la 
declaración de necesidad de establecimiento del servicio. 
La concesión que, en su caso, sea otorgada como conclu- 
sión del referido procedimiento de tramitación, se enten- 
derá otorgada conforme a lo previsto en la presente Ley, 
estando sometida a las prescripciones de la misma. 

Las peticiones y proyectos respecto a las cuales no se 
haya producido con anterioridad a la entrada en vigor de 
esta Ley la declaración de necesidad de establecimiento 
del servicio, serán archivadas, pudiendo sus promotores 
reiterar las mismas con sujeción a lo previsto en esta Ley. 

El plazo de las citadas concesiones será de 25 años para 
las que se hayan tramitado por iniciativa privada, y el 
que en cada caso se establezca, dentro del límite máximo 
establecido en esta Ley, para las que se hayan tramitado 
por iniciativa públic8. 

Quinta 

1. Las actuales autorizaciones de transporte público 
discrecional de viajeros o mercancías, salvo aquellas a las 
que se refieren los siguientes puntos de esta disposición, 

así como las de la clase MR, y las otorgadas de conformi- 
dad con el artículo 37 del Decreto de 9 de diciembre de 
1949, quedarán convalidadas y tendrán los efectos lega- 
les de las autorizaciones de transporte público discrecio- 
nal regulados en esta Ley, otorgadas en la modalidad pre- 
vista en el apartado a) del punto 2 del artículo 94, de la 
clase y ámbito que en cada caso corresponda para que sus 
titulares puedan continuar realizando los transportes 
para los que estuvieran anteriormente habilitados. 

2.  Las autorizaciones de transporte de la clase TD se- 
rán canjeadas por las autorizaciones para arrendamiento 
de vehículos regulados en esta Ley, en el ámbito de que 
se trate. Dichas autorizaciones serán, en todo caso, habi- 
litantes para el arrendamiento de dichos vehículos con o 
sin conductor, y por cualquier período de tiempo. 

3. Las autorizaciones de transporte de la clase MD 
otorgadas para remolques o semirremolques serán can- 
jeadas por las autorizaciones de transporte público dis- 
crecional reguladas en esta Ley, otorgadas en la modali- 
dad prevista en el apartado a) del punto 2 del artículo 94, 
pero, por excepción a lo establecido Pn el artículo 55, re- 
feridas a un remolque o semirremolque concreto, pudien- 
do utilizar a su amparo vehículos tractores propios, o 
arrendados con o sin conductor por cualquier período de 
tiempo, a los titulares de las autorizaciones a que se re- 
fiere el punto anterior. 

Cuando la misma empresa fuera titular simultánea- 
mente de autorizaciones para remolques o semirremol- 
ques y de otras de la clase TD para cabeza tractora, po- 
drá optar por la conversión conjunta, de una autorización 
de cada clase de las citadas, por una autorización de 
transporte discrecional, otorgada en la modalidad previs- 
ta en el apartado a) del punto 2 del artículo 94, sometida 
al rQgimen ordinario previsto en esta Ley. 

4. Las autorizaciones específicas para transporte de 
escolares y productores, regulados por la Orden de 27 de 
octubre de 1972, serán canjeadas por las autorizaciones 
para la realización de transporte regular de uso especial, 
reguladas en esta Ley que en cada caso correspondan para 
que puedan seguir prestando el servicio anteriormente 
autorizado en la forma y durante el plazo que en cada 
caso se trate. 

5. Las autorizaciones habilitantes para realizar servi- 
cios discrecionales con reiteración de itinerario de carác- 
ter estaciona1 al amparo del artículo 35 del Decreto de 9 
de diciembre de 1949, que no sean de transporte de esco- 
lares o productores, serán canjeadas por una autorización 
provisional habilitante para la realización durante el pla- 
zo que en cada caso se establezca, que en todo caso debe- 
rá ser inferior a doce meses excepcionalmente prorroga- 
bles por otros doce, de los correspondientes servicios en 
las condiciones reguladas en esta Ley. Transcurrido el ci- 
tado plazo, los referidos servicios únicamente podrán 
prestarse previo cumplimiento de los requisitos previstos 
en la presente Ley. 

Las autorizaciones de transporte de la clase XR y 
XDF (ferias y mercados) serán canjeadas por las autori- 
zaciones para servicios temporales regulados en esta Ley 
que habiliten para seguir realizados el transporte que tu- 

6. 



vieran anteriormente autorizado, en la torma y durante 
el plazo que en cada caso se trate. 

7. A los titulares de autorizaciones de las clases MR, 
de las otorgadas de conformidad con el artículo 37 del De- 
creto de 9 de diciembre de 1949, y de las obtenidas al am- 
paro del Decreto 576/1966, de 3 de marzo, siempre que 
cumplan los requisitos exigibles y lo soliciten expresa- 
mente les será otorgada una autorización de agencia de 
transportes de carga fraccionada que les permita realizar 
dicha actividad de agencia como mínimo, en el ámbito al 
que estuvieran referidas sus anteriores autorizaciones. 

Sexta 

Las actuales autorizaciones para transporte privado 
quedarán convalidadas y tendrán los efectos legales de las 
autorizaciones de transporte privado complementario 
previstas en esta Ley, de la clase y ámbito que en cada 
caso corresponda. 

Las autorizaciones de transporte privado referidas a re-, 
molques o semirremolques serán canjeadas por autoriza- 
ciones otorgadas para vehículos articulados, debiendo 
quedar referidas a una cabeza tractora y siendo anuladas 
cuando no se cumpla este requisito. 

Las autorizaciones de transporte privado para cabezas 
tractoras serán anuladas, pudiendo sus propietarios se- 
guir realizando transportes con dichas cabezas tractoras 
al amparo de las autorizaciones que hayan obtenido se- 
gún lo previsto en el párrafo anterior, o de las que en el 
futuro les sean otorgadas para vehículos articulados. 

Séptima 

1. Las actuales autorizaciones de agencia de transpor- 
tes serán convalidadas por las autorizaciones de agencia 
de tiansportes, tanto de carga completa, como de carga 
fraccionada, cuando cumplan los requisitos generales es- 
tablecidos en relación con las mismas, reguladas en la 
presente Ley, y tendrán los efectos legales y el régimen ju- 
rídico de éstas. 

2. Las actuales autorizaciones de agencias de viajes, 
serán convalidadas por las autorizaciones de agencias de 
viajes, reguladas en esta Ley y tendrán los efectos legales 
y el régimen jurídico de éstas. 

3. Las actuales autorizaciones de arrendamiento de 
vehículos serán convalidadas por las autorizaciones de 
arrendamiento de vehículos reguladas en esta Ley, y ten- 
drán los efectos legales y el régimen jurídico de éstas. 

Las actuales concesiones de estaciones serán con- 
validadas por las autorizaciones de estaciones reguladas 
en la presente Ley, manteniendo su vigencia hasta la fi- 
nalización del plazo de 75 años, desde la fecha en que se 
produjo su originario otorgamiento. Dichas concesiones 
tendrán los efectos legales y el régimen jurídico estable- 
cido en la presente Ley. 

4. 

Octava 

1. Llls actuales concesiones y autorizaciones de trans- 
porte por ferrocarril de servicio público o privado man- 
tendrán su vigencia, de acuerdo con sus condiciones de 
otorgamiento, hasta la finalizaci6n del correspondiente 
plazo, quedando sometidas al régimen jurídico estableci- 
do en la presente Ley. 

2. En tanto se produce la determinación expresa por 
el Gobierno de los servicios que componen la Red Nacio- 
nal Integrada de Transporte Ferroviario, se considerarán 
comprendidos en la misma la totalidad de los servicios 
ferroviarios que en el momento de entrada en vigor de 
esta Ley explota RENFE. 

Novena 

La actualización del inventario a que se refiere el ar- 
tículo 190.3 deberá realizarse en el plazo de dos años a 
partir de la fecha de la entrada en vigor de la presente 
Ley. 

Décima 

La obligatoriedad de contar con la correspondiente au- 
torizaci6n para realizar transporte discrecional de viaje- 
ros o de mercancías prevista en esta Ley, no será exigible 
para los transportes de viajeros en vehículos de más de 
nueve plazas, o de mercancías, cualquiera que sea su ca- 
pacidad, que se lleven a cabo íntegramente en suelo ur- 
bano, hasta el día 1 de enero de 1988, a no ser que los 
correspondientes Ayuntamientos establezcan una fecha 
anterior. Reglamentariamente se determinará el sistema 
de otorgamiento de las necesarias autorizaciones, a las 
personas que justifiquen que en el momento de entrada 
en vigor de esta Ley venían realizando legalmente trans- 
portes urbanos de los tipos citados. 

DISPOSICION DEROGATORIA 

Se derogan las Leyes de Ordenación de los Transportes 
Mecánicos por Carretera y de Coordinación de dichos 
Transportes con los Ferroviarios, ambas de 27 de diciem- 
bre de 1947, la Ley 3811984, de 6 de noviembre, sobre ins- 
pección, control y régimen sancionador de los transpor- 
tes mecánicos por carretera, y el Real Decreto Legislati- 
vo 130411986, de 28 de junio, sobre determinadas condi- 
ciones exigibles para la realización de transporte público 
por carretera. 

Asimismo se derogan: la Ley General de Ferrocarriles, 
de 23 de noviembre de 1877, la Ley de Ferrocarriles Se- 
cundarios y Estratégicos, de 26 de marzo de 1908, modi- 
ficada por la Ley de 23 de febrero de 1912, las Bases Cuar- 
ta a Dieciocho de la Ley de Bases de Ordenación Ferro- 
viaria y del Transporte, de 24 de enero de 1941, la Ley de 



21 de abril de 1949, sobre Ferrocarriles de Explotación dc- 
ficitaria, la Lcv de Policía de Ferrocarriles, de 23 de no- 
viembre de 1877, Lev de Creación de las Juntas de Dcta- 
sas, de 18 dc julio de 1932, modificada por Lcv de 24 de 
,junio de 1938, los Decretos-leves de 23 de julio dc 1964 y 
19 de julio de 1962, sobre organización y funcionamiento 
de RENFE, el Decreto-lcv de 29 de diciembre de 1972, so- 
bre reorganización de los Ferrocarriles dc Vía Estrecha, 

el artículo 56 de la Lcy 331197 1 ,  de 2 de julio, v cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dis- 
puesto en  csta Lcy. 

A la entrada en vigor de los rcglamcntos generales de 
ejecución dc la presente Ley quedarán dcrogadas el resto 
de las normas rcguladoras de los transportes mecánicos 
por carretera y por ferrocarril, excepto los que cxpresa- 
mente se declaren vigentes. 
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